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editorial

Si como suscriptor tiene interés en que tratemos algún tema,

escríbanos a economist@difusionjuridica.es

inspecciones 

Cuando el verano aún era adolescente, a mediados del pasado mes de julio, 
leímos, en informativojurídico.com, una noticia que hacía referencia a una carta 
que varios Decanos y Presidentes de colegios profesionales de Cataluña habían 
enviado a la Agencia Tributaria, manifestando su malestar por las inspecciones 
abusivas que se estaban realizando en despachos profesionales. En ocasiones, 
denunciaban los suscribientes de la carta, que  las inspecciones eran realizadas 
en domicilios protegidos constitucionalmente, y es que la Administración  tribu-
taria olvida, por ejemplo, que muchos abogados, comparten en un mismo piso 
despacho y domicilio particular. Más allá del resultado concreto de esta acción, 
es necesario destacar de la misma,  por un lado, su carácter de defensora directa 
del interés de todos los abogados, con independencia de pertenencia a uno u 
otro sector, y por otro, evidenciar la necesidad de insistir en la oportunidad de 
que los representantes de la abogacía española se reúnan con los responsables 
del Ministerio de Hacienda, para que éstos últimos  conozcan las particulari-
dades del ejercicio de la abogacía. No se trata de pedir ningún privilegio frente 
a nadie, sino de algo tan simple, pero importante, como exigir que las acciones 
de la inspección tributaria tengan en cuenta las particularidades y obligaciones 
de los abogados. 

Con todo el respeto, no es lo mismo inspeccionar un despacho de abogados 
que inspeccionar una  frutería, por muchas y diferentes razones que todos los 
abogados conocemos, y que antes o después, esperamos conozca en profundi-
dad nuestro respetado Ministerio de Hacienda.         

direccioncontenidos@difusionjuridica.es
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municaciónpública, puesta a disposición, etc.) de la totalidad o 
parte de las páginas de Economist&Jurist, precisará de la opor-
tuna autorización, que será concedida por CEDRO mediante 
licencia dentro de los límites establecidos en ella.
Difusión Jurídica y Temas de Actualidad, SA. no comparte ne-
cesariamente las opiniones vertidas por sus colaboradores en 
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sustituye en ningún caso la consulta de la normativa vigente ni a 
un profesional especialista en la materia.
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La retribución de los administradores de las sociedades mer-
cantiles ha sido uno de los temas societarios más cargado de 
polémica en los últimos años. Dicha polémica ha surgido no 
sólo desde la doctrina administrativa de la Dirección Gene-
ral de los Registros y Notariado (DGRN) sino también por la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo en distintas sentencias, 
entre otras, las del año 2008, ya analizadas muchas veces, y 
referidas al caso MAHOU.
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Se modifica la loPJ agilizando loS 
trámiteS de Jubilación del PerSonal 
de la adminiStración de JuSticia
Ley Orgánica 4/2014, de 11 de julio, complementaria de la 
Ley de racionalización del sector público y otras medidas de 
reforma administrativa por la que se modifica la Ley Orgá-
nica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. (BOE núm. 
169, de 12 de julio de 2014)

La nueva regulación dada al segundo párrafo del ar-
tículo 494 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial, supondrá una agilización de los trámites 
de jubilación del personal al servicio de la Administración 
de Justicia de los Cuerpos Generales y Especiales además 
de una organización más eficiente de su gestión.

Por otra parte, mediante esta Ley Orgánica se introdu-
cen algunas modificaciones necesarias en la Ley Orgánica 
del Poder Judicial. 

En segundo lugar, se mejora el régimen de permi-
sos por asuntos propios de la carrera judicial, para la 
equiparación a la situación de la función pública. En con-
secuencia, se modifica el apartado 4 del artículo 373 de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, para elevar a cinco el 
número anual de días de permiso de los jueces y magistra-
dos, y equiparar así el régimen de permisos en la carrera 
judicial al del resto de la función pública.

En cuanto a un aspecto muy puntual del estatuto de 
los Vocales del Consejo General del Poder Judicial, se in-
troduce un nuevo artículo 584 bis que, reproduciendo 
el contenido del hasta ahora artículo 628, permite que 
esta regulación tenga una ubicación sistemática-
mente más correcta, tanto por su contenido, como 
por el carácter orgánico que le debe corresponder. Este 
nuevo precepto reproduce el contenido del artículo 628 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, si bien eliminan-
do su apartado tercero, pues éste contenía una limitación 
que estaba generando disfunciones en la práctica, ya que 
tal limitación sólo se aplicaba a los Vocales sin dedica-
ción exclusiva con funciones en el ámbito público, sin 
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que exista ninguna diferencia, en cuanto a los cometidos 
a desempeñar, entre los Vocales que no integran la Comi-
sión Permanente en función de la procedencia profesional 
de los mismos.

Finalmente, mediante esta Ley Orgánica se introduce 
una modificación en la disposición transitoria tercera de 
la Ley Orgánica 8/2012, de 27 de diciembre, de medidas 
de eficiencia presupuestaria en la Administración de Jus-
ticia, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, del 
Poder Judicial, al objeto de aclarar un aspecto que venía 
generando dudas interpretativas.

Se Prorroga haSta el 15 de Julio de 
2015 la entrada en vigor de la ley del 
regiStro civil, y Se adoPtan medidaS 
de fomento del emPleo Juvenil
Real Decreto-ley 8/2014, de 4 de julio, de aprobación de 
medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la 
eficiencia. (BOE núm. 163, de 5 de julio de 2014)

Este Real Decreto-ley tiene tres ejes fundamenta-
les: el primero, fomentar la competitividad y el fun-
cionamiento eficiente de los mercados; el segundo, 
mejorar el acceso a la financiación; y, el tercero, 
fomentar la empleabilidad y la ocupación. además 
se avanzan algunas medidas de la reforma fiscal.

Y se prorroga hasta el 15 de julio de 2015 la com-
pleta entrada en vigor de la ley del registro civil 
de 2011, previéndose que el registro civil estará 
encomendado a los registradores de la Propiedad 
y mercantiles que tengan a su cargo las oficinas del 
registro mercantil.

El Titulo IV establece el régimen de implantación del 
Sistema Nacional de Garantía Juvenil y recoge otras me-
didas para favorecer la ocupación.

Dentro las medidas de apoyo a la contratación que se 
contienen en la Sección 3.ª, cabe mencionar el estable-
cimiento de una bonificación mensual en la apor-
tación empresarial a la cotización a la Seguridad 
Social por un importe de 300 euros, durante un 
máximo de seis meses, por la contratación con carácter 
indefinido de personas beneficiarias del Sistema Nacional 
de Garantía Juvenil.

esta medida será compatible con el resto de in-
centivos siempre que el importe mensual a cotizar 
por la empresa o el trabajador autónomo no sea 
negativo. De este modo, se permite la compatibilización 
con la tarifa plana, siempre que se cumplan los requisi-
tos de ambos incentivos. Por tanto, en función de la co-
tización que correspondiera ingresar por el trabajador, 
cabe la posibilidad de que durante los primeros 6 meses, 
la empresa no tenga coste de cotización, e incluso si la 
aplicación de ambos incentivos comporta un excedente a 
favor de la empresa o autónomo que ha contratado, dicho 
excedente se podrá aplicar para reducir la cotización de 
otro trabajador.

Junto a la prevista en el párrafo anterior, se prevén 
nuevas medidas para el fomento del uso de los con-
tratos formativos previstos por el artículo 12 del 
texto refundido de la ley del estatuto de los tra-
bajadores, cuando éstos sean celebrados con personas 
beneficiarias del Sistema Nacional de Garantía Juvenil. 

¡AtencIón!

sE crEa una bonificación mEnsual En la aportación EmprEsarial a la cotización a la 
sEGuridad social dE 300 Euros, durantE un máximo dE 6 mEsEs, por la contratación 
indEfinida dE jóvEnEs EntrE 16 y 25 años. más información al día administrativo, 
páGs 5, 6 y 7
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¡AtencIón! 

sE prorroGa Hasta El 15 dE julio dE 2015 la Entrada En viGor dE la lEy dEl rEGistro 
civil dE 2011, prEviéndosE quE El rEGistro civil Estará EncomEndado a los rEGis-
tradorEs dE la propiEdad y mErcantilEs quE tEnGan a su carGo las oficinas dEl 
rEGistro mErcantil. más información al día administrativo, páGs 5, 6 y 7

Así, respecto al contrato en prácticas se estable-
ce una bonificación adicional hasta alcanzar el 100 
por cien de incentivo en las cotizaciones de la em-
presa a la Seguridad Social por contingencias co-
munes, mientras que, en el caso del contrato para la for-
mación y el aprendizaje se prevé que la cuantía máxima de 
las bonificaciones inherentes a la actividad formativa se 
pueda elevar a través de la modificación de su regulación. 
Además, se recoge el compromiso de avanzar en la articu-
lación de los mecanismos que incentiven que las empre-
sas realicen el contrato para la formación y el aprendizaje, 
a través de la compensación de los costes inherentes a la 
formación oficial, así como los derivados de la necesaria 
tutorización del trabajador.

el capítulo iii modifica la ley 14/1994, de 1 de 
junio, por la que se regulan las empresas de tra-
bajo temporal, para adaptarla a los principios de la Ley 
20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de 
mercado, que establece como principio básico el de efica-
cia nacional de las autorizaciones, por lo que resulta ne-
cesario suprimir en la normativa que regula la actividad de 
las empresas de trabajo temporal toda limitación en cuan-
to al ámbito territorial de actuación o cualquier exigencia 
de ampliación de autorizaciones. De modo que, una vez 
concedida, la autorización mantiene su vigencia mientras 
la empresa cumpla los requisitos legales, sin necesidad de 
prórrogas o renovaciones de ningún tipo.

Por último, se introducen otros cambios puntuales 
tanto en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/1995, de 24 de marzo, como en el texto refundido de 
la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de 
agosto, que resultan precisos para asegurar la coherencia 
de la regulación.

Dentro del capítulo IV, se extiende a los socios trabaja-
dores o de trabajo de las cooperativas, así como a los que 

se incorporen como socios trabajadores de las sociedades 
laborales, las reducciones de las cotizaciones empresaria-
les por contingencias comunes a la Seguridad Social por 
contratación indefinida previstas en el Real Decreto-ley 
3/2014, de 28 de febrero, de medidas urgentes para el 
fomento del empleo y la contratación indefinida. También 
se incluye un mandato al Gobierno para que proceda a la 
reordenación normativa de los incentivos al autoempleo 
en el ámbito de empleo y Seguridad Social.

En relación con el impuesto sobre la renta de las 
Personas físicas se introducen tres modificaciones.

En primer lugar, con efectos desde 1 de enero de 2014 
y ejercicios anteriores no prescritos, por razones de equi-
dad y cohesión social se declara exenta la ganancia patri-
monial que pudiera ponerse de manifiesto como conse-
cuencia de la dación en pago o de un procedimiento de 
ejecución hipotecaria que afecte a la vivienda habitual del 
contribuyente.

Adicionalmente, con efectos desde el 1 de enero de 
2014, se permite la compensación de las rentas negativas 
de la base del ahorro derivadas de deuda subordi-
nada o de participaciones preferentes, o de valores 
recibidos a cambio de estos instrumentos, generadas 
con anterioridad a 1 de enero de 2015, con otras rentas 
positivas incluidas en la base del ahorro, o en la base ge-
neral procedentes de la transmisión de elementos patri-
moniales.

Por otra parte, con la finalidad de que los contribuyen-
tes con menores ingresos que realizan actividades pro-
fesionales puedan disponer de forma inmediata de una 
mayor liquidez, se establece un tipo reducido de re-
tención –el 15 por ciento– cuando en el ejercicio 
anterior los rendimientos íntegros derivados de es-
tas actividades obtenidos por el contribuyente hu-
bieran sido inferiores a 15.000 euros, siempre que, 
además, estos rendimientos representen más del 75 por 
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ciento de la suma de sus rendimientos íntegros de activi-
dades económicas y trabajo.

En línea con la medida aprobada para el Impuesto so-
bre la Renta de las Personas Físicas, se introduce, con 
efectos desde el 1 de enero de 2014, así como para los 
hechos imponibles anteriores a dicha fecha no prescritos, 
una exención en el Impuesto sobre el Incremento de Va-
lor de los Terrenos de Naturaleza Urbana para las perso-
nas físicas que transmitan su vivienda habitual mediante 
dación en pago o como consecuencia de un procedimien-
to de ejecución hipotecaria.

Se regula el régimen Jurídico 
de laS entidadeS de crédito, y Se 
refunden laS PrinciPaleS normaS de 
ordenación y diSciPlina de dichaS 
entidadeS
Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y 
solvencia de entidades de crédito. (BOE núm. 156, de 27 de 
junio de 2014)

El objeto principal de esta Ley es adaptar nuestro orde-
namiento a los cambios normativos que se imponen en el 
ámbito internacional y de la Unión Europea, continuando 
la transposición iniciada por el Real Decreto-ley 14/2013, 
de 29 de noviembre. En este sentido, el Reglamento (UE) 
n.º 575/2013, de 26 de junio, y la Directiva 2013/36/UE, 
de 26 de junio, suponen una alteración sustancial de la 
normativa aplicable a las entidades de crédito, toda vez 
que aspectos tales como el régimen de supervisión, los 
requisitos de capital y el régimen sancionador son profu-
samente modificados.

Esta Ley contiene, por lo tanto, el núcleo esencial del 
régimen jurídico aplicable a las entidades de crédito, sin 
perjuicio de la existencia de otras normas especiales que 
regulan aspectos concretos de su actividad o el régimen 
jurídico particular de un tipo específico de entidad de cré-
dito, como sucede con las cajas de ahorros y las coopera-
tivas de crédito.

jurisprudencia

Protección de datoS
no cabe la denuncia a una 
Procuradora de loS tribunaleS 
Por obtener un teStimonio de 
actuacioneS JudicialeS y PreSentarlo 
en un ProceSo en el Que actuaba 
como demandante
Audiencia Nacional Sala Contencioso – 13/05/2014

Se desestima el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto contra resolución del Director de la Agencia 
Española de Protección de Datos, por la que se acuerda 
no iniciar procedimiento sancionador.

La Sala declara que la presentación por la Procurado-
ra denunciada de la documentación judicial así obtenida 
ante un órgano judicial en el seno de un juicio ordinario 
en el que intervenía como parte demandante, en ejercicio 
de su legítimo derecho de defensa, se encuentra exone-
rada de la necesidad de consentimiento del titular de los 
datos personales obrantes en dicha documentación, tal y 
como prevé el artículo 11.2 de la LOPD, que exime de la 
necesidad de consentimiento del titular de los datos per-
sonales, su comunicación a los Jueces o Tribunales, en el 
ejercicio de las funciones que tienen atribuidas.

Tal previsión legal constituye uno de los límites del de-
recho de protección de datos, que presupone la prevalen-
cia del derecho a la defensa y a la tutela judicial efectiva 
sobre aquel otro derecho constitucional, con el que entra 
en este caso en conflicto, en la ponderación que de tales 
derechos fundamentales hace el propio legislador, y ha-
bilita el legítimo destino que la denunciada dio al testi-
monio de actuaciones judiciales obtenido, presentándolo 
como prueba documental ante en el Juzgado de Primera 
Instancia, en el seno de juicio ordinario sobre deslinde, 
seguido a instancias de dicha Procuradora en nombre y 
representación de los demandantes.

Puede leer el texto completo de la sentencia en www.
bdifusion.es marginal: 2454635

al día civil
jurisprudencia

donación
el Poder Para “hacer y acePtar 
donacioneS” no eS Suficiente Para 
hacer una donación de una finca a 
una PerSona concreta
Tribunal Supremo Sala Primera – 06/11/2013

Se declara no haber lugar al recurso de casación for-
mulado contra sentencia estimatoria de la Sección 17ª 
de la Audiencia Provincial de Barcelona, sobre solicitud 
de declaración de nulidad de una donación de terreno y 
edificaciones.

La Sala declara que el mandato representativo 
cuyo poder viene a referirse a un acto o actos de 
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disposición, sólo alcanza a un acto concreto, cuan-
do éste ha sido especificado en el sujeto y el objeto, 
en forma bien determinada.

Y esto no es lo que se ha dado en el presente caso, por 
lo que la donación que hizo el codemandado a la code-
mandada, no estaba dentro del mandato representativo y 
debe declararse inexistente por falta del consentimiento, 
elemento esencial del contrato, lo que así han hecho las 
sentencias de instancia.

Puede leer el texto completo de la sentencia en www.
bdifusion.es marginal: 2442857

reclamación de cantidad
la ocultación Por Parte del 
aSegurado de laS dolenciaS Que 
Padecía al SuScribir la Póliza exime a 
la comPañía aSeguradora del Pago de 
la indemnización
Audiencia Provincial de Cádiz Sala Civil – 30/04/2014

Se desestima el recurso de apelación interpuesto con-
tra sentencia desestimatoria dictada por la Ilma. Sra. Ma-
gistrada-Juez del Juzgado de 1ª Instancia nº 2 de Jerez de 
la Frontera, sobre reclamación de cantidad a aseguradora.

La Sala declara que ha quedado acreditado que el re-
currente no informó a la compañía aseguradora a través 
de sus respuestas a la declaración de salud de su real y 
verdadero estado, pues aun cuando no poseyera un diag-
nóstico de las dolencias, debió responder lo que sabía 
hasta ese momento, que su estado de salud no era bueno, 
que padecía disfunciones debido a las mialgias, dolores 
musculares por todo el cuerpo, cansancio generalizado y 
visión borrosa. El reflejo de estas circunstancias hubiere 
provocado un examen por el facultativo de la compañía 
más detenido y en definitiva, que la compañía de seguros 
hubiere conocido todas las circunstancias concurrentes 
para la correcta valoración del riesgo.

El demandante ocultó deliberadamente circuns-

nOtA IMPORtAnte

podrán rEclamar los salarios dE tramitación, tanto El EmprEsario quE, HabiEndo 
rEadmitido al trabajador dEspEdido con caráctEr improcEdEntE, Haya paGado di-
cHos salarios, como El trabajador dEspEdido En caso dE insolvEncia provisional 
dEl EmprEsario. más información al día laboral, páG 9

tancias relativas a su estado de salud influyentes y 
determinantes de la conclusión del contrato. Se ha de 
mostrar conformidad con la apreciación de dolo, o al 
menos culpa grave, en la conducta del asegurado, con 
la consecuencia anudada de quedar eximida la compañía 
de seguros del pago de la indemnización correspondiente.

Puede leer el texto completo de la sentencia en www.
bdifusion.es marginal: 2454455

al día fiscal
legislación

Se regula el Pago telemático de la 
taSa Por la geStión adminiStrativa 
del Juego 
Resolución de 20 de junio de 2014, de la Subsecretaría, por 
la que se establece el procedimiento para la liquidación y el 
pago por vía telemática de la tasa con código 099 “Tasa por 
la gestión administrativa del juego”. (BOE núm. 156, de 27 
de junio de 2014)

Mediante la presente Resolución se establece la apli-
cación del procedimiento para la presentación de la au-
toliquidación y el pago por vía telemática de la tasa con 
código 099 «Tasa por la gestión administrativa del juego», 
gestionada por el Ministerio de Hacienda y Administra-
ciones Públicas.

Podrán efectuar el pago de las tasas citadas en el apara-
to anterior, los sujetos pasivos, y en su caso representan-
tes, sean personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, 
que soliciten la prestación de cualquiera de los servicios 
que constituyan el hecho imponible de las mismas.

jurisprudencia

liQuidacioneS tributariaS
la adminiStración no eStá obligada 
a iniciar una inveStigación Para 
averiguar domicilioS alternativoS de 
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al día laboral
legislación

loS SalarioS de tramitación loS 
Podrá reclamar el emPreSario Que 
loS Pagó, y el trabaJador en caSo 
de inSolvencia ProviSional del 
emPreSario
Real Decreto 418/2014, de 6 de junio, por el que se modi-
fica el procedimiento de tramitación de las reclamaciones 
al Estado por salarios de tramitación en juicios por despido. 
(BOE núm. 147, de 18 de junio de 2014)

La experiencia acumulada en estos años ha revelado 
que el procedimiento que rige la tramitación y resolución 
de las reclamaciones al Estado de los salarios de tramita-
ción es demasiado complejo e ineficaz, por cuanto inter-
vienen en él diversos órganos de distinto ámbito territorial 
que dilatan innecesariamente la tramitación y el cobro de 
las cantidades reconocidas. Así, si bien corresponde a las 

loS obligadoS tributarioS
Audiencia Nacional Sala Contencioso – 08/05/2014

Se desestima el recurso contencioso administrativo in-
terpuesto contra liquidación tributaria.

La Sala declara que el artículo 112.1 LGT expresa-
mente indica que cuando la comunicación no sea posible, 
por causa no imputable a la Administración, ésta cumplirá 
con intentar la notificación en el domicilio fiscal indicado 
por la recurrente al menos dos veces, y en este caso han 
sido cuatro, bastando una sola si el motivo del rechazo de 
la notificación el de encontrarse el recurrente en situación 
de “desconocido”, lo que ocurrió en el presente caso. Esta 
situación abre la puerta a la notificación edictal, que será 
por ello, plenamente válida.

En definitiva, si la recurrente no recibió en su momento la 
notificación de las liquidaciones, fue por causa exclusivamen-
te imputable a ella, por lo que no puede acudir a la vía excep-
cional prevista en el artículo 217 de la LGT para impugnar un 
acto que, en su caso, pudiera ser simplemente anulable.

No está obligada pues, la Administración, ni por la ley 
ni por la jurisprudencia constitucional, a iniciar una inves-
tigación paralela para averiguar domicilios alternativos de 
los obligados tributarios.

Puede leer el texto completo de la sentencia en www.
bdifusion.es marginal: 2454636

Delegaciones de Gobierno la competencia para resolver 
las reclamaciones al Estado de salarios de tramitación, el 
pago de las cantidades reconocidas le corresponde al Mi-
nisterio de Justicia, en razón de la titularidad del corres-
pondiente crédito presupuestario.

Por todo ello se ha considerado necesario abordar una 
nueva regulación del procedimiento que, adaptada a la 
normativa actual, permita la resolución de las reclama-
ciones y, en su caso, el abono de las cantidades por este 
concepto en tiempos razonables.

Al objeto de agilizar el procedimiento, se modifican 
tanto el citado real decreto 2725/1998, de 18 de 
diciembre, como el real decreto 453/2012, de 5 
de marzo, para atribuir, por un lado, a las delega-
ciones y Subdelegaciones del gobierno la compe-
tencia para instruir y emitir la propuesta de resolu-
ción de las reclamaciones al estado por salarios de 
tramitación, y, por el otro, a la dirección general 
de relaciones con la administración de Justicia la 
competencia para resolver y, en su caso, efectuar 
el correspondiente pago derivado de tales reclama-
ciones.

Se regula la exPedición de loS ParteS 
médicoS de baJa, confirmación y alta, 
Para ahorrar en burocracia
Real Decreto 625/2014, de 18 de julio, por el que se regulan 
determinados aspectos de la gestión y control de los procesos 
por incapacidad temporal en los primeros trescientos sesenta 
y cinco días de su duración. (BOE num.176, de 21 de Julio 
de 2014).

Puesto que las nuevas tecnologías permiten tanto el 
intercambio de datos médicos para el control de la inca-
pacidad temporal, como el acceso por vía telemática de 
los inspectores médicos adscritos a las entidades gestoras 
de la Seguridad Social, a la documentación clínica que 
poseen los distintos servicios públicos de salud de los 
trabajadores del sistema de la Seguridad Social, se hace 
necesario adaptar también determinados aspectos del 
control de la prestación económica de la Seguridad Social 
por incapacidad temporal a las nuevas herramientas de las 
administraciones públicas, en la era de las comunicacio-
nes por vía electrónica.

Es importante modificar el modelo actual dando la 
oportunidad al médico de atención primaria de que de-
termine cuándo tiene que hacer un seguimiento de la 
enfermedad de su paciente sin condicionarlo, como ac-
tualmente, a que semanalmente deba expedir un parte 



10   Economist & Jurist   

información
al día

¡AtencIón! 

la administración no Está obliGada a iniciar una invEstiGación para avEriGuar do-
micilios altErnativos dE los obliGados tributarios. más información al día fiscal, 
paGs 8 y 9

médico de confirmación de la baja. 

A todas estas finalidades responde este real decreto, 
a través del cual se procede a regular también la ex-
pedición de los partes médicos de baja, confirma-
ción y alta, de manera que, manteniendo el rigor 
en la constatación de la enfermedad del trabajador 
y de su incidencia en la capacidad para realizar su 
trabajo, ahorre trámites burocráticos y adapte la ex-
pedición de los partes médicos a los diferentes tipos de 
patología que pueden padecer los trabajadores del sistema 
de la Seguridad Social.

Para ello, se han establecido unos protocolos de 
temporalidad de los actos médicos de confirmación 
de la baja, los cuales, sin perjuicio de que correspon-
da al criterio médico del facultativo que emite el parte 
asignar el plazo estimado de duración del proceso, facili-
tan al mismo unos plazos orientativos que se basan en el 
diagnóstico, la ocupación y la edad del trabajador. estos 
protocolos se materializan en unas tablas tipifica-
das para los distintos procesos patológicos y su in-
cidencia en las actividades laborales.

El real decreto se sitúa también en línea con la reco-
mendación 10 del Informe de Evaluación y Reforma del 
Pacto de Toledo, en la cual la Comisión no permanente 
de seguimiento y evaluación de los Acuerdos del Pacto 
de Toledo considera también que deben potenciarse los 
mecanismos de colaboración y las posibilidades de con-
trol por parte del Instituto Nacional de la Seguridad So-
cial y las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales de la Seguridad Social, en relación con los 
diferentes procesos de incapacidad temporal de los traba-
jadores del sistema de la Seguridad Social.

En cumplimiento de esta recomendación y teniendo 
en cuenta los avances que se han experimentado a lo largo 
de estos años en la gestión de la prestación de incapaci-
dad temporal, este real decreto introduce o mejora 

los mecanismos establecidos al objeto de aligerar 
los trámites y cargas burocráticas existentes en la 
actualidad para centrar los procesos de incapaci-
dad temporal en la protección del trabajador afec-
tado y en su pronta recuperación, mecanismos que 
adicionalmente suponen un mejor control de los 
procesos.

subvEncionEs
Estatales

Se conceden SubvencioneS 
Para aSociacioneS JudicialeS 
ProfeSionaleS
Acuerdo de 13 de mayo de 2014, de la Comisión Perma-
nente del Consejo General del Poder Judicial, por el que 
se aprueban las bases reguladoras de la concesión de sub-
venciones a las Asociaciones Judiciales Profesionales. (BOE 
núm. 124, de 22 de mayo de 2014)

final de la convocatoria: Las Asociaciones Judicia-
les que cumplan los requisitos mínimos de implantación 
exigidos, deberán presentar su solicitud para la concesión 
de la subvención en los plazos establecidos por el Consejo 
General del Poder Judicial en la convocatoria.

Se conceden SubvencioneS Para 
adQuirir vehículoS eléctricoS en 
2014
Real Decreto 414/2014, de 6 de junio, por el que se regula 
la concesión directa de subvenciones para la adquisición de 
vehículos eléctricos en 2014, en el marco de la Estrategia 
integral para el impulso del vehículo eléctrico en España 
2010-2014 (Programa MOVELE 2014). (BOE núm. 141, 
de 11 de junio de 2014)

final de la convocatoria:  31 de diciembre de 2014

Se convocan SubvencioneS Para 
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¡AtencIón! 

El mandato rEprEsEntativo cuyo podEr viEnE a rEfErirsE a un acto o actos dE dis-
posición, sólo alcanza a un acto concrEto, cuando éstE Ha sido EspEcificado En El 
sujEto y El objEto. más información al día civil, páGs 7 y 8

árbitroS de laS eleccioneS a 
rePreSentanteS de loS trabaJadoreS 
en laS emPreSaS de ceuta y melilla
Real Decreto 368/2014, de 23 de mayo, por el que se es-
tablecen las bases reguladoras de las subvenciones a los ár-
bitros designados conforme a lo dispuesto en el artículo 31 
del Reglamento de elecciones a órganos de representación de 
los trabajadores en la empresa, aprobado por Real Decreto 
1844/1994, de 9 de septiembre. (BOE núm. 137, de 6 de 
junio de 2014)

final de la convocatoria:  El plazo de presentación 
de solicitudes será de un mes a contar desde el día si-
guiente al de la comunicación del laudo a la oficina públi-
ca competente

Se aPrueban ayudaS Para formación de 
miembroS de la carrera Judicial

Acuerdo de 27 de mayo de 2014, de la Comisión Perma-
nente del Consejo General del Poder Judicial, por el que se 
aprueban las bases reguladoras de la concesión de ayudas 
para la financiación de actividades de formación realizadas 
por miembros de la Carrera Judicial y las auspiciadas o im-
pulsadas por las asociaciones judiciales. (BOE núm. 137, de 
6 de junio de 2014)

final de la convocatoria:  31 de diciembre de 2014

Se conceden SubvencioneS del 
Programa de incentivoS al vehículo 
eficiente 
Real Decreto 525/2014, de 20 de junio, por el que se regula 
la concesión directa de subvenciones del “Programa de In-
centivos al Vehículo Eficiente (PIVE-6)”. (BOE núm. 155, 
de 26 de junio de 2014)

final de la convocatoria:  El plazo para la presen-
tación de la documentación será el publicado en la con-
vocatoria.

Se aPrueban SubvencioneS Para 

ProyectoS de atención a muJereS 
y niñaS víctimaS de trata de SereS 
humanoS con fineS de exPlotación 
Sexual
Orden SSI/1171/2014, de 26 de junio, por la que se aprue-
ban las bases reguladoras para la concesión de subvenciones 
públicas destinadas a proyectos de atención a mujeres y ni-
ñas víctimas de trata de seres humanos con fines de explo-
tación sexual y sus hijos e hijas menores o con discapacidad 
y se efectúa la convocatoria correspondiente a 2014. (BOE 
núm. 164, de 7 de julio de 2014)

final de la convocatoria:  El plazo de presentación 
de solicitudes será el que se establezca en cada convoca-
toria.

autonómicas

Se conceden SubvencioneS Para el 
emPleo en andalucía  
Orden de 6 de junio de 2014, por la que se aprueban las 
bases reguladoras para la concesión de subvenciones del Pro-
grama de Apoyo a la Promoción y el Desarrollo de la Econo-
mía Social para el Empleo. (Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía de 13 de junio de 2014)

final de la convocatoria: El plazo de presentación 
de solicitudes se indicará en la correspondiente convoca-
toria.

Se convocan ayudaS Para la 
financiación de ProyectoS de 
reactivación induStrial en 2014 en 
cataluña
Resolución EMO/1277/2014, de 26 de mayo, por la que 
se hace pública la convocatoria para el año 2014 de 
la línea de ayudas en forma de garantía para la finan-
ciación de proyectos de reactivación industrial. (Diario 
Oficial de la Generalidad de Cataluña de 10 de junio 
de 2014) 

final de la convocatoria:  31 de diciembre de 2014
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SISTEMAS PARA CONSEGUIR LA MÁXIMA LIBERTAD 
PARA REGULAR LAS RETRIBUCIONES DE LOS 
ADMINISTRADORES

Gonzalo navarro martínez-avial. Socio de Roca Junyent

SUMARIO

1. Retribución de administradores:          
	 •			 En	la	ley	de	Sociedades	de	Capital.	 	 	 	 	 	 	 	
	 •			 En	los	estatutos	sociales.	Modificaciones	estatutarias	para	su	inclusión	 	 	 	
	 •			 Formas	y	tipos.	Combinaciones	de	tipos	de	retribución	 	 	 	 	 	
	 •			 Criterio	de	la	Administración	Tributaria:	gasto	fiscalmente	deducible	 	 	 	
	 •			 Conclusiones	

2. Tipos de cláusulas estatutarias de retribución de administradores

la rEtribución dE los 
administradorEs

En líneas generales, las principales 
premisas de las que hay que partir y 
que han sido objeto de doctrina y ju-
risprudencia distinta, pueden resu-
mirse de la forma siguiente:

• de acuerdo con la dic-
ción del artículo 217 de la ley 
de Sociedades de capital (LSC) 
(antiguos artículos 130 de la LSA y 66 
LSRL), el cargo de administrador 
es gratuito, a menos que los esta-
tutos sociales establezcan lo con-
trario. En este sentido, la regulación 
legal parte de una presunción de gra-

tuidad, por lo que cualquier omisión al 
carácter retribuido del cargo, implica 
necesariamente  que el administrador 
no tiene derecho a percibir remunera-
ción alguna por el desempeño de sus 
funciones.

• En sentido contrario, en 
aquellos casos en los que los es-

La retribución de los administradores de las sociedades mercantiles ha sido uno de los temas societa-
rios más cargado de polémica en los últimos años. Dicha polémica ha surgido no sólo desde la doctrina 
administrativa de la Dirección General de los Registros y Notariado (DGRN) sino también por la juris-
prudencia del Tribunal Supremo en distintas sentencias, entre otras, las del año 2008, ya analizadas 
muchas veces, y referidas al caso MAHOU.
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tatutos fijen la correspondiente 
cláusula retributiva, surge el de-
recho del administrador a perci-
bir honorarios por el desempeño 
de sus funciones. En lo que respec-
ta a la cuantía exacta, conviene pun-
tualizar que no es necesario que venga 
fijada en los estatutos, sino que ésta 
puede ser concretada por la junta ge-
neral en el ámbito de su competencia.

• La inclusión de la retribu-
ción de los administradores implica 
una modificación estatutaria y, por 
tanto, habrá que tener en cuenta que: 

- Para fijar una cláusula retributiva 
es necesario el consenso de los ac-
cionistas/socios de la compañía aten-
diendo al oportuno régimen de mayo-
rías previsto en cada caso.

- Serán necesarias las correspon-
dientes formalidades en escritura 
pública y posterior inscripción en el 
registro mercantil.

- Supone un elemento que ofrece 
información a futuros accionistas/so-
cios, a los propios administradores e 
incluso a terceros. En este sentido, la 
legislación actual obliga a consignar el 
importe de estas partidas en la memo-
ria explicativa del balance y cuenta de 
pérdidas y ganancias de la sociedad, 
tanto si se formula de forma ordinaria 

LEGISLACIÓN

www.bdifusion.es

•	 real Decreto legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba 
el texto refundido de la ley de sociedades de Capital. (legislación 
General. Marginal: 109184) Art. 217.

•	 ley 2/1995, de 23 de marzo, de sociedades de responsabilidad 
limitada. (Vigente hasta el 1 de septiembre de 2010). (legislación 
General. Marginal: 3646).Art. 66.

•	 real Decreto legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, por el que 
se aprueba el texto refundido de la ley de sociedades Anónimas. 
(Vigente hasta el 1 de septiembre de 2010) (legislación General. 
Marginal: 5620).Art.130.

“El cargo de administrador es gratuito, 
a menos que los estatutos sociales 
establezcan lo contrario”

como si se formula de manera abre-
viada.

• En cuanto a la forma y al 
tipo de retribución, ésta puede con-
sistir en:

- una retribución basada en 
una participación en las ganan-
cias de la sociedad. Los estatutos 
pueden reconocer a los administra-
dores una retribución consistente 

en una participación en el beneficio 
líquido, una vez cubiertas las atencio-
nes legales y estatutarias y los dere-
chos de los titulares de acciones sin 
voto, de los fundadores o de los pro-
motores y el dividendo mínimo de los 
accionistas del 4% o el más alto fijado 
en estatutos.

- la asignación de una canti-
dad fija. Es preciso que los estatutos 
sociales prevean la cantidad pagadera 
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jURISpRUdENCIA
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•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 13 de noviembre de 2008, 
nº rec. 2578/2004, (Marginal: 328088)

•	 sentencia del tribunal supremo de fecha 13 de noviembre de 2008, 
nº rec. 3991/2004, (Marginal: 328087)

a los administradores o, en su caso, 
los criterios que permitan determinar 
su cuantía o que atribuyan la facultad 
de fijarla a la junta general. Nada im-
pide que los estatutos fijen los crite-
rios para determinar el importe de la 
retribución o incluso la cuantía exacta 
de la misma. 

- retribución basada en la en-
trega de acciones, la entrega de 
opciones sobre acciones o una retri-
bución referenciada al valor de las 
acciones.

- dietas por su asistencia a las 
reuniones del consejo de admi-
nistración o comisiones delega-
das o ejecutivas.  

- retribución en especie (se-
guros de vida, planes de pensiones, 
etc.). La retribución no tiene por qué 
hacerse efectiva en metálico sino que 
puede consistir en una retribución en 
especie. Las retribuciones en especie 
más comunes, en la práctica, son la de 
uso de vivienda habitual o vacacional, 
automóviles, derechos a utilización de 
clubs sociales y deportivos, seguros, 
etc.

• Desde un punto de vista de 
derecho mercantil, no hay ningún 
inconveniente en que los estatu-
tos reconozcan una retribución 
consistente en una combinación 
acumulativa no alternativa de los 
distintos sistemas de retribución 
anteriormente señalados, siendo 
absolutamente imprescindible 
que dicho sistema retributivo se 
fije con la suficiente claridad y 
precisión en los estatutos, evitan-
do cualquier indeterminación o ambi-
güedad al respecto.

En tal sentido, se permite la apli-
cación de una cláusula con una 
combinación de dos o más siste-
mas retributivos con carácter cu-
mulativo siempre y cuando se uti-

“En caso de que la retribución sea variable 
y se concrete en una participación en 
beneficios, no basta la fijación de un límite 
máximo de esa participación, sino que 
el porcentaje debe estar perfectamente 
determinado en los estatutos”

lice la conjunción “y”, de tal modo 
que la cláusula estatutaria no arroje 
dudas acerca de cuál es la retribución 
que le corresponde al administrador.

Por el contrario, una cláusula es-
tatutaria que contenga dos o más 
sistemas retributivos y emplee 
en su redacción la conjunción 
disyuntiva “o” u otra que determi-

ne el carácter alternativo de uno 
u otro sistema, supondría que la 
junta pudiese decantarse, con ca-
rácter arbitrario, por cualquiera de 
ellos, arbitrariedad que prohíbe nues-
tro Tribunal Supremo a los efectos de 
proteger de la indeterminación tanto a 
los accionistas/socios como a los pro-
pios administradores.
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es)

•	 en el caso de existir una 
cláusula estatutaria retributiva, 
se presume que todos los miem-
bros del órgano de administración 
serán remunerados por igual. No 
obstante, cabría la posibilidad de es-
tablecer desigualdades entre los dis-
tintos administradores que atiendan 
a razones de peso como puede ser la 
dedicación a la sociedad, tareas espe-
cíficas, formar parte de comisiones 
especiales, etc. 

En este aspecto, la doctrina ad-
ministrativa ha manifestado en rei-
teradas ocasiones que la desigualdad 
retributiva entre administradores 
sólo podría tener cabida en aquellas 
sociedades dotadas de un órgano de 
administración con estructura com-
pleja donde es perfectamente posible 
distinguir las distintas funciones lle-
vadas a cabo por los administradores, 
en función del cargo que ostenten. En 
supuestos de administración solidaria 
o mancomunada se presume la igual-
dad entre los administradores, por 
lo que cualquier trato desigual en el 
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en portada

ámbito retributivo carecería, en prin-
cipio, de justificación legal.

Conviene precisar que si la remu-
neración se prevé solamente para de-
terminados miembros del órgano de 
administración es necesario que se 
especifique dicha circunstancia de 
manera objetiva, alejando cualquier 
sospecha de arbitrariedad. Tal es el 
caso de la figura del consejero dele-
gado, ya que las funciones delegadas 
especiales de dicho cargo sí pueden 
justificar que exista una remuneración 
específica.

• La Sala 3ª del Tribunal Su-
premo (Sala de lo Contencioso-admi-
nistrativo) a través de dos sentencias, 
ambas de 13 de noviembre de 2008, 
prácticamente idénticas referidas a 
dos ejercicios económicos de una mis-
ma entidad (sentencias MAHOU), 
añadió que únicamente la retribución 
de los administradores puede consi-
derarse para la sociedad gasto deduci-
ble en el Impuesto sobre Sociedades, 
cuando esté fijada de forma concreta 
en los estatutos sociales. 

A juicio del Tribunal Supremo no 
bastaba con señalar en los estatutos la 
retribución fijando un sistema mixto 
en virtud del cual los administrado-
res perciban una asignación fija y una 
variable en función de los beneficios, 
sino que debe claramente precisar-

se en qué consiste y especificarse en 
cada caso el porcentaje concreto.

Por lo tanto, en caso de que la 
retribución sea variable y se con-
crete en una participación en be-
neficios, no basta la fijación de un 
límite máximo de esa participa-
ción, sino que el porcentaje debe 
estar perfectamente determinado 
en estatutos. 

Si se trata de una retribución fija, 
es preciso que se prevea la cantidad de 
la remuneración en los estatutos o al 
menos, los criterios que permitan de-
terminar perfectamente, sin nin-
gún margen de discrecionalidad, 
su cuantía.

En los criterios del Tribunal 
Supremo de estas dos sentencias, 
hay que tener en cuenta que es la 
sala contencioso-administrativa 
quien las dicta y se refieren úni-
camente al hecho de poder ser o 
no deducibles fiscalmente como 
gasto en el Impuesto sobre Socie-
dades.

•	 Con	 posterioridad	 a	 las	
sentencias del Tribunal Supremo 
y en lo relativo a si son fiscalmen-
te deducibles o no las retribucio-
nes que perciba el administrador, 
parece que la tendencia general 
de la Administración Tributaria, 

a través de distintas consultas, es 
considerar como fiscalmente de-
ducible cualquier retribución que 
perciba como tal y que así conste 
en los estatutos sociales inscritos 
en el correspondiente Registro 
Mercantil.

tipos dE cláusulas 
Estatutarias

Para mayor claridad, a conti-
nuación establecemos, a modo de 
ejemplo, una serie de cláusulas de 
retribución de administradores, 
que a nuestro juicio y en nuestra 
experiencia, han venido siendo 
admitidas por los registradores 
mercantiles. No obstante, es im-
portante tener en cuenta que, no 
sólo habrá que revisar caso por 
caso la situación y retribución 
concreta, sino que muchas veces 
los criterios del registrador mer-
cantil pueden variar de uno a otro 
Registro:

a) cantidad fija

- El cargo de administrador 
será retribuido. La retribución 
consistirá en una cantidad anual 
que queda fijada en [***] euros. 
Dicha cantidad será actualizada 
anualmente, el día 1 de enero, 
con arreglo al I.P.C. publicado 
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“se permite la aplicación de una 
cláusula con una combinación de dos o 
más sistemas retributivos con carácter 
cumulativo siempre y cuando se utilice la 
conjunción `y´”

CONCLUSIONES           
             
la Dirección General de los registros y notariado ha venido, a través de varias resoluciones, a sentar la doctrina mer-
cantil referida a la retribución de los administradores. los principales puntos que han de ser considerados a la hora de 
fijar la retribución son los siguientes:           
              
          

•	  si el cargo de administrador es retribuido, la retribución ha de fijarse en los estatutos. En caso de no  
 fijarla, se entenderá que el desempeño de dicho cargo es gratuito

•	 	 los estatutos deben determinar el sistema de retribución, pudiendo hacerlo bien, mediante la fijación  
 de una cuantía, o bien estableciendo los criterios o sistemas para la determinación de la cuantía,   
 siendo el órgano competente la junta general

•	 	 los sistemas generalmente admitidos para retribuir a los administradores tanto por la ley como por   
             la doctrina y jurisprudencia son; participación en las ganancias de la sociedad, entrega de acciones,  
 dietas por asistencias a consejos de administración o comisiones, así como retribución en especie

por el Instituto Nacional de Es-
tadística u otro organismo que le 
sustituya. 

La retribución podrá ser dife-
rente entre los distintos admi-
nistradores, a criterio de la Junta 
general.

- El cargo de administrador 
será retribuido. Dicha remune-
ración será aprobada anualmen-
te por la Junta general de accio-
nistas/socios y consistirá en una 
retribución fija dineraria que se 
devengará con carácter anual/
mensual.

- El cargo de administrador 
será retribuido por medio de una 
cantidad fija anual igual al doble 
del sueldo bruto del director ge-
neral de la sociedad, la cual se 
repartirá a partes iguales entre 
todos los administradores.

b) dietas

- El cargo de administrador 
será retribuido mediante una 
dieta fija diaria por la asistencia 
a las sesiones del Consejo de Ad-

ministración y por la asistencia a 
cualquier otra actividad necesa-
ria para el desempeño de su car-
go como Consejero. Estas dietas 
serán aprobadas anualmente por 
la Junta general de accionistas/
socios.

c) retribución variable

El cargo de administrador será 
retribuido. Dicha remuneración 
será determinada anualmente por 
la Junta general de accionistas/
socios y consistirá en el [***] % 
del resultado que aparezca en el 
balance anual del ejercicio inme-
diato anterior y aprobado por la 

junta general. Dicho porcentaje 
sólo podrá ser detraído de los be-
neficios líquidos y una vez dotadas 
las reservas legales y estatutarias, 
si existieren, así como cubiertas 
las demás disposiciones legales y 
estatutarias y de haberse recono-
cido a los accionistas/socios un 
beneficio del 4% o el tipo más alto 
que los estatutos, en su caso, esta-
blezcan. La retribución podrá ser 
diferente entre los distintos admi-
nistradores, a criterio de la junta 
general. n
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MOTIVOS Y SUJETOS A LOS QUE SE PUEDE 
DESHEREDAR Y PRIVAR DE LA LEGíTIMA (I)

luis zarraluqui sánchez-Eznarriaga. Abogado. Especialista en Derecho de Familia.

Para afrontar este tema, hay que em-
pezar por diseccionar cualquier inci-
dencia de ley extranjera que pueda 
gravitar sobre la cuestión. Hay que 
tener en cuenta que, en la actualidad, 
en nuestro país conviven centenares 
de miles de extranjeros, que residen 
en España y muchos acomodan a los 
nuestros sus hábitos de vida, entre 
los que se encuentran los sucesorios. 

También son muchos los que en algún 
momento de sus vidas adquieren la 
nacionalidad española, que lleva apa-
rejada la aplicabilidad, a parte de sus 
actos, de nuestras leyes.

Aunque se hacen ciertos esfuerzos de 
homogeneización, uno de los prime-
ros problemas que se nos plantean es 
consecuencia no sólo de las enormes 

divergencias entre el contenido de las 
leyes de uno y otro país – incluidos 
los más próximos, geográfica y cultu-
ralmente, como ocurre con los de la 
Unión Europea -, sino entre las llama-
das normas de conflicto, que son las 
que regulan cual de entre las  reglas 
de posible aplicación debe aplicarse. 
No podemos ignorar que habitual-
mente cada país determina que son 

SUMARIO               
              
              
 a) Ley nacional aplicable a las sucesiones         
 b) Ley aplicable de entre las civiles coexistentes en el territorio español          
 c) La vecindad civil y los territorios forales y especiales                                                                                                                 

Como siempre que nos ocupamos de un tema sucesorio, debemos por empezar por recordar la multi-
plicidad de ordenamientos legales que existen en nuestro país y su extraordinaria variedad, así como la 
complejidad de la normativa que regula la aplicabilidad de uno u otro en cada materia y en cada caso.
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sus propias leyes las aplicables a toda 
situación conflictiva. Dentro de esa 
línea, el Código Civil español, en su 
art. 12.1 expresa que “la calificación 
para determinar la norma de conflicto 
aplicable se hará siempre con arreglo 
a la ley española” y que “2. La remi-
sión al derecho extranjero se entende-
rá hecha a su ley material, sin tener en 
cuenta el reenvío que sus normas de 
conflicto puedan hacer a otra ley que 
no sea la española”.

Pero entrando en el tema sucesorio 
que nos ocupa, no hay que olvidar 
que el art. 658 CC establece que “La 
sucesión se defiere por la voluntad del 
hombre manifestada en testamento – 
la testamentaria - y, a falta de éste, por 
disposición de la ley – la legítima- , 
y que “podrá también deferirse en 
una parte por voluntad del hombre, 
y en otra por disposición de la ley”. Y 
de conformidad con el art. 11.1 CC 
“1. las formas y solemnidades 
de los contratos, testamentos y 
demás actos jurídicos se regirán 
por la ley del país en que se otor-
guen. No obstante, serán también 
válidos los celebrados con las formas 
y solemnidades exigidas por la ley 
aplicable a su contenido, así como los 
celebrados conforme a la ley perso-
nal del disponente o la común de los 
otorgantes. Igualmente serán válidos 
los actos y contratos relativos a bienes 
inmuebles otorgados con arreglo a las 
formas y solemnidades del lugar en 

LEGISLACIÓN
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•	 Código Civil. (normas básicas. Marginal: 3716). Arts.; 9, 9.1, 9.2, 
11.1 y 2,  12.1 y 2, 14, 15, 15, 16.2, 17, 18 y 658.

•	 ley 3/1992, de 1 de julio, del Parlamento Vasco, del Derecho Civil 
Foral del País Vasco. (legislación General. Marginal: 389051). Art. 
133.

que éstos radiquen.

Además el art. 11.2 dispone que “si 
la ley reguladora del contenido de los 
actos y contratos exigiere para su vali-
dez una determinada forma o solem-
nidad, será siempre aplicada, incluso 
en el caso de otorgarse aquéllos en el 
extranjero” y en el párrafo 3 que “será 
de aplicación la ley española a los 
contratos, testamentos y demás actos 
jurídicos autorizados por funcionarios 
diplomáticos o consulares de España 
en el extranjero”.

En cuanto al fondo de la materia, de 
conformidad con el Código Civil (Art. 
9.1 CC) “la ley personal corres-
pondiente a las personas físicas” 
es la que rige “la sucesión por 
causa de muerte” y dicha ley per-
sonal es “la determinada por su nacio-
nalidad”. No obstante, ante la versati-
lidad de esta condición de la persona, 
se especifica que la ley de nacionali-

dad aplicable será la del “causante en 
el momento de su fallecimiento, 
cualesquiera que sean la naturaleza 
de los bienes y el país donde se en-
cuentren”.

Además y a este respecto, el párrafo 
8 del mismo art. 9 CC, ya citado, de-
termina que “las disposiciones hechas 
en testamento y los pactos sucesorios 
ordenados conforme a la ley nacional 
del testador o del disponente en el 
momento de su otorgamiento conser-
varán su validez, aunque sea otra la 
ley que rija la sucesión”.

No obstante, en lo que afecta a las le-
gítimas, éstas se ajustarán, en su 
caso, a la ley que rija la sucesión 
o sea, la de la nacionalidad del 
causante en el momento de su fa-
llecimiento, excepto los derechos 
que por ministerio de la ley se 
atribuyan al cónyuge supérstite, 
que se regirán por la misma ley 
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“las legítimas, se ajustarán, en su caso, a 
la ley que rija la sucesión, o sea, la de la 
nacionalidad del causante en el momento 
de su fallecimiento, excepto los derechos 
que por ministerio de la ley se atribuyan al 
cónyuge supérstite”

que regule los efectos del matri-
monio, a salvo, siempre, las legí-
timas de los descendientes.

Por lo tanto, y salvando la intangibili-
dad de las legítimas, los derechos del 
cónyuge viudo se rigen (art. 9.2 CC):

1º.- Por la ley personal común de los 
cónyuges al tiempo de contraerlo; 

2º.- En defecto de esta ley, por la ley 
personal o de la residencia habitual de 
cualquiera de ellos, elegida por ambos 
en documento auténtico otorgado an-
tes de la celebración del matrimonio; 

3º.- A falta de esta elección, por la ley 
de la residencia habitual común in-
mediatamente posterior a la celebra-
ción, y, 

4º.- A falta de dicha residencia, por la 

del lugar de celebración del matrimo-
nio.

Tenemos, pues, que a falta de la ley 
personal común o elección expresa de 
los contrayentes, la dificultad de de-
terminación puede ser importante por 
la imprecisión de algunos términos, 
como la residencia habitual común 
posterior a la celebración del matri-
monio.

A esta multiplicidad hay que añadir 
que por su especial naturaleza, la viu-
dedad aragonesa es objeto de un 
tratamiento singular, disponiendo 
el art. 16. 2 cc que “el derecho 
de viudedad regulado en la com-
pilación aragonesa corresponde 
a los cónyuges sometidos al ré-
gimen económico matrimonial 
de dicha compilación, aunque 

después cambie su vecindad civil, 
con exclusión en este caso de la 
legítima que establezca la ley su-
cesoria”.

la vecindad civil.- Pero el problema 
se agrava por la necesidad de concre-
tar la aplicación del régimen jurídico 
que corresponde a cada caso entre 
los civiles coexistentes en el territorio 
español, ya que dispone el art. 14.1 
CC que “la sujeción al derecho civil 
común o al especial o foral se deter-
mina por la vecindad civil”, siendo 
estas normas, forales o especiales, 
singularmente abundantes en materia 
sucesoria.

la vecindad civil es una gran des-
conocida entre los ciudadanos 
que no sólo la confunden con 
la vecindad administrativa, sino 
que desconocen su identidad y su 
trascendencia. Es más una gran ma-
yoría desconoce cuál es la propia

Para darse cuenta de la complejidad 
del tema basta acudir a la lectura del 
art. 14 CC que concreta la forma de 
determinar la vecindad de las per-
sonas refiriéndola sucesivamente a 
los diferentes supuestos que pueden 
concurrir. 

1º.- En primer lugar, se señala que la 
vecindad civil de una persona es la 
que corresponde a sus padres si los 
mismos tenían igual vecindad. 

2º.- Pero si los padres tenían distinta 
vecindad civil, “el hijo tendrá la que 
corresponda a aquel de los dos res-
pecto del cual la filiación haya sido 
determinada antes”. 

3º.- En tercer lugar, si su filiación ha 
sido determinada de modo simultá-
neo, supuesto éste el más común, 
“tendrá la del lugar del nacimiento”. 

4º.- Y por fin, si de ninguna de estas 
formas se ha podido establecer la ve-
cindad civil de origen, la persona ten-
drá “en último término, la vecindad de 
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“la ley establece una serie de posibilidades 
para que el interesado opte por una 
determinada vecindad civil”

derecho común”.

5º.- Pero aquí no termina esta identi-
ficación de la vecindad civil da cada 
persona, porque, no obstante lo an-
terior, “los padres, o el que de ellos 
ejerza o le haya sido atribuida la pa-
tria potestad, podrán atribuir al hijo 
la vecindad civil de cualquiera de 
ellos (que pueden diferir) en tanto no 
transcurran los seis meses siguientes 
al nacimiento o a la adopción”.

En todo caso, la complejidad de esta 
determinación, carece de toda estabi-
lidad, ya que la ley establece una 
serie de posibilidades para que el 
interesado opte por una determi-
nada vecindad civil.

1ª.- De una parte “el hijo desde que 
cumpla catorce años y hasta que 
transcurra un año después de su 
emancipación podrá optar bien por la 
vecindad civil 

a.- del lugar de su nacimiento, 

b.- la última de cualquiera de sus pa-
dres;

2ª.- Aunque “el matrimonio no alte-
ra la vecindad civil, “cualquiera de 
los cónyuges no separados, ya sea 
legalmente o de hecho, podrá, en 
todo momento, optar por la ve-
cindad civil del otro”. 

3ª.- También cabe legalmente otro 
supuesto de adquisición de la ve-
cindad civil por opción que es el 
correspondiente al extranjero que 
obtiene la nacionalidad española, 
que necesariamente ha de adquirir si-
multáneamente una vecindad civil en 
España. A este respecto el art. 15 CC 
le exige que ejercite esta opción las 
vecindades siguientes:

a.- la correspondiente al lugar de re-
sidencia, 

b.- la del lugar del nacimiento, 

c.- la última vecindad de cualquiera 

de sus progenitores o adoptantes o, 
finalmente, 

d.- la del cónyuge.

4ª.- Según el art. 15.2 CC, el extran-
jero que adquiera la nacionalidad por 
carta de naturaleza tendrá la vecindad 
civil que el Real Decreto de concesión 
determine, “teniendo en cuenta la op-
ción de aquél, de acuerdo con lo que 
dispone el apartado anterior u otras 
circunstancias que concurran en el 
peticionario”. 

En todo caso resulta de difícil aplica-
ción esta normativa a aquellos que de 
acuerdo con el art. 17 CC son españo-
les de origen por tener padre o madre 
españoles, nacidos fuera de nuestro 
país y que nunca han vivido en Espa-
ña (apartado a) o los presuntamente 
nacidos en territorio español cuyo 
primer lugar conocido de estancia 
sea territorio español (apartado d) de 
imposible concreción. Y ¿qué ocurre 
con los que en aplicación del art. 18 
CC consolidan su nacionalidad por la 
posesión y utilización continuada de 
la nacionalidad española durante diez 
años, con buena fe y basada en un tí-

tulo inscrito en el Registro Civil, cuyo 
título es anulado?

Pero todavía hay más. Además de los 
cambios que puedan operarse por la 
acción voluntaria de la persona, ya 
sea por el ejercicio de estas opciones, 
o por la expresión de la voluntad del 
sujeto tras residencia continuada du-
rante dos años en un territorio, cabe 
que sin voluntad del interesado, 
ni probablemente su conocimiento 
de esta consecuencia, por residencia 
continuada de diez años en un lugar, 
sin decir nada en contrario, pierda su 
vecindad y adquiera otra. Sin saberlo. 
Que en el mundo de la conquista de 
la exigencia del “informed consent” 
o consentimiento informado, pueda 
ocurrir algo semejante, parece verda-
deramente inverosímil. Pero es así.

Para hacerlo toda más sencillo, res-
pecto del Fuero de Guipuzcoa, tras 
disponer el art. 149 que “a los efectos 
del presente Fuero civil, son guipuz-
coanos quienes hayan ganado vecin-
dad civil en el territorio histórico de 
Gipuzkoa”, el art. 150 extiende esta 
ámbito a “aquellos guipuzcoanos que 
sean titulares de un caserío – definido 
en el art. 151 el conjunto formado por 
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“las formas y solemnidades de los 
contratos, testamentos y demás actos 
jurídicos se regirán por la ley del país en 
que se otorguen”

la casa destinada a vivienda y cuales-
quiera otras edificaciones, dependen-
cias, terrenos y ondazilegis anejos a 
aquélla, así como el mobiliario, semo-
vientes y máquinas afectos a su explo-
tación, si fuere objeto de ésta  - sito 
en el territorio histórico de Gipuzkoa”, 
que “podrán servirse de los instru-
mentos que disciplina el presente 
Fuero civil en orden a su transmisión, 
sin perjuicio de lo que, en relación al 
testamento mancomunado, establece 
el apartado 2 del artículo 172”. Aun-
que el término “titular” es ambiguo y 
puede comprender distintas clases de 
titularidad, la extensión de las conse-
cuencias de la vecindad civil es evi-
dente.

La concreción territorial de aplica-
ción de la legislación foral y especial, 
no presenta dificultad en ciertos ca-
sos, los más, como Cataluña, Navarra, 
Aragón o Galicia, al coincidir con los 
límites de la Comunidad Autónoma o 
con la anterior división administrati-
va de España. Pero hay otros casos en 
que coincide. En el caso de las Islas 
baleares no plantea especiales 
dificultades dada la fácil iden-
tificación territorial de las islas, 
pero las diferencias legales son 
de aplicación a mallorca, menor-
ca, o a  ibiza y formentera. Pero 
no es tan sencillo en el País Vasco. El 
Fuero de Bizkaia, rige en toda su ex-
tensión únicamente en el Infanzona-
do o Tierra Llana, que se corresponde 
con el Territorio Histórico de Bizkaia, 
con excepción de la parte no aforada 
de las Villas de Balmaseda, Bermeo, 
Durango, Ermua, Gernika-Lumo, La-

nestosa, Lekeitio, Markina-Xemein, 
Ondarroa, Otxandio, Portugalete y 
Plentzia, de la ciudad de Orduña y el 
actual término municipal de Bilbao. 
Por su parte, este territorio no aforado 
está integrado por el perímetro actual 
del respectivo núcleo urbano origina-
rio y el suelo contiguo al mismo que 
esté calificado como urbano en el pla-
neamiento vigente a la entrada en vi-
gor de este Fuero. A ello añade el art. 
12 que “a los efectos de este Fuero 
Civil, son vizcaínos quienes tengan 
vecindad civil en el Territorio Histó-
rico de Bizkaia” y “aforado o Infanzón 
es quien tenga su vecindad civil en te-
rritorio aforado”.

Siempre dentro del País Vasco, en el 
Fuero Civil de Álava se regula el ám-
bito de aplicación del Fuero de Ayala, 
que se aplica en todo el término de los 
municipios de Ayala, Amurrio y Okon-
do, y en los poblados de Mendieta, 
Retes de Tudela, Santa Coloma y So-
joguti, del municipio de Artziniega y 
la incorporación de uno o más muni-
cipios a algunos en los que se aplica 
el Fuero de Ayala, supone la extensión 
de este Fuero al municipio incorpora-
do, mientras que la de un municipio 
aforado a otro no aforado, o la segre-
gación de parte de su término munici-
pal, no afectarán al derecho civil que 
era aplicable en el territorio incorpo-
rado o segregado. Sin embargo, si al-
guno de los municipios aforados se fu-
siona con otro u otros no aforados, el 
Fuero de Ayala será de aplicación en 
el municipio resultante. En todo caso, 
“la vecindad civil determinará la apli-

cación del Fuero de Ayala” (art. 133).

Y no hablemos del Fuero del Baylío, 
cuya existencia hoy aceptada, ha sido 
discutida mucho tiempo y que, aun-
que no contiene normas sucesorias, 
puede tener importancia en la deter-
minación del patrimonio integrante 
del haber hereditario, por regular un 
régimen económico matrimonial de 
consorcio universal de bienes. Este 
Fuero es de aplicación a quienes 
ostentan la vecindad civil de las lo-
calidades de Alburquerque, Atalaya, 
Alconchel, Burguillos del Cerro, La 
Codosera, Cheles, Fuentes de León, 
Higuera de Vargas, Jerez de los Ca-
balleros (y por estar incluidos en su 
término municipal, rige también en 
Brovales, La Bazana y Valuengo), Oli-
va de la Frontera, Olivenza y sus al-
deas de Santo Domingo, San Benito, 
San Francisco y San Rafael, Táliga, 
Valverde de Burguillos, Valencia del 
Ventoso, Valencia del Mombuey, Va-
lle de Matamoros, Valle de Santa Ana, 
Villanueva del Fresno, Zahínos, así 
como a la Ciudad de Ceuta.

Como consecuencia de esta fragmen-
tación de territorios, surge una vecin-
dad local, que es objeto del art. 15. 4 
CC, que determina que “la depen-
dencia personal respecto a una 
comarca o localidad con especia-
lidad civil propia o distinta, den-
tro de la legislación especial o fo-
ral del territorio correspondiente, 
se regirá por las disposiciones de 
este artículo y las del anterior”.

Pues bien de esta desconocida, mis-
teriosa y voluble vecindad depende la 
aplicación de una legislación u otra 
nada menos que a la sucesión de las 
personas, que puede, como veremos, 
determinar la inexistencia de legítima 
o su extensión hasta nada menos que 
dos tercios de su patrimonio, pasan-
do por varias situaciones intermedias, 
como veremos en la segunda parte de 
este trabajo. n
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CONCLUSIONES

•	 Uno de los temas que a nivel general se encuentra hoy en una discusión más amplia y profunda es el de la 
persistencia de la sucesión forzosa o el de la delimitación de la parte de su patrimonio de la que cada persona 
no puede disponer. Esta controversia se extiende en un amplio abanico que abarca desde la absoluta libertad de 
determinar por actos de última voluntad las personas que hayan de suceder mortis causa a los testadores y sus 
respectivas participaciones en la herencia, hasta la concreción de los parientes a los que no se puede privar de 
su participación en la herencia en determinadas proporciones

•	 Aún en los casos de que la sucesión forzosa esté reconocida en la ley, se prevén en ésta determinados supuestos 
en que el testador puede excluir al legitimario de su participación legal, aunque esta posibilidad pasa de una 
exagerada excepcionalidad de los supuestos hasta la total libertad para desheredar sin necesidad de causa legal

•	 En España, la coexistencia de ordenamientos jurídicos distintos representa la convivencia de todos los sistemas, 
con criterio de aplicabilidad basados en la oscura vecindad civil       
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SITUACIóN DE LOS TRABAJADORES ANTE UN 
CONCURSO DE ACREEDORES

juan antonio linares polaino. Socio of Counsel del Dpto. Laboral de Ceca Magán Abogados 
maría fernández pérez. Abogada Asociada del Dpto. Laboral de Ceca Magán Abogados

El concurso de acreedores es utilizado por las empresas que se encuentran en situación de insolvencia 
y que, por tanto, no pueden hacer frente a la totalidad de los pagos que adeudan. Su objeto reside en 
la satisfacción ordenada de los acreedores en base a un principio de igualdad y jerarquía para deter-
minados créditos privilegiados que tienen preferencia respecto a otros. De esta forma, se consigue una 
satisfacción de créditos coordinada, evitando así los efectos negativos de las ejecuciones individuales 
de todos los acreedores. 

A continuación expondremos los distintos efectos del concurso de acreedores sobre los trabajadores, en 
función del momento en que su compañía entre en dicho concurso.

SUMARIO

1. Distintos escenarios de una Empresa con problemas económicos         
 a) Empresa con problemas económicos que todavía no ha entrado en concurso ni en preconcurso de   
     acreedores  
 b) Empresa en preconcurso (art. 5 bis de la Ley Concursal)       
 c) Empresa en concurso de acreedores

2. Valoración de creditos laborales en el concurso 
 a) Créditos contra la masa  
 b) Créditos privilegiados           
 c) Créditos ordinarios

distintos EscEnarios dE una 
EmprEsa con problEmas 
Económicos

Procedemos a analizar tres situa-
ciones distintas: (i) una empresa 

con problemas económicos que to-
davía no ha entrado en concurso ni 
en preconcurso, (ii) una empresa 
en preconcurso, y (iii) una empresa 
que se ha declarado en concurso de 
acreedores. 

Empresa con problemas 
económicos que todavía no 
ha entrado en concurso ni en 
preconcurso de acreedores

En este escenario, estudiaremos la 
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situación de una compañía con pro-
blemas económicos, pero que toda-
vía no se encuentra en estado de 
insolvencia y, por tanto, tampoco 
en concurso ni preconcurso de 
acreedores. A pesar de que se prevea 
que pueda entrar en dicha situación a 
corto plazo.

•	Situaciones comunes

En esta situación es muy frecuen-
te encontrarnos con empresas que 
tienen impago de salarios o que de-
ciden realizar despidos objetivos o 
incluso Expedientes de Regulación de 
Empleo (en adelante, ERE), ya sean 
temporales (suspensión de empleo y 
sueldo o reducción de jornada) o ex-
tintivos (despidos).

•	derechos de los trabajadores

los trabajadores cuya empresa 
no ha entrado en concurso dispo-
nen de todas las acciones y dere-
chos dispuestos en la normativa 
laboral.

Así pues, ante cualquiera de las 
anteriores situaciones podrán interpo-
ner una demanda ante la Jurisdicción 
Social, ya sea en reclamación de can-
tidad por impago de salarios, por im-
pugnación de despido o por cualquier 
otra cuestión de índole laboral.

El procedimiento en estos casos 
resulta sencillo habida cuenta que, en 
la mayoría de los casos, habrá que in-

terponer en primer lugar una papeleta 
de conciliación, señalándose el acto 
de conciliación en un período aproxi-
mado de 15 días. Posteriormente, en 
caso de no llegar a acuerdo en fase de 
conciliación se procederá a interponer 
demanda, señalándose fecha del acto 
de juicio en unos 6 meses aproxima-
damente.

En el procedimiento laboral no re-
sulta imprescindible que el trabajador 
acuda representado por un abogado 
(aunque sí es recomendable) y tam-

poco se requiere procurador ni hay 
condena en costas, por lo que se re-
duce considerablemente el coste de 
este tipo de procedimientos.

Una vez celebrado el juicio se dic-
tará Sentencia que será notificada a 
las partes en unos 2 meses aproxima-
dos. Además, las empresas que se 
encuentran en dificultades eco-
nómicas no suelen recurrir estas 
Sentencias, por cuanto no poseen 
liquidez suficiente para hacer 
frente a la consignación del im-
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“al contrario que ocurre en un ErE 
dentro de una empresa no concursada, la 
responsabilidad en el pago de las deudas con 
los trabajadores no se extiende al resto de 
empresas del grupo”



26   Economist & Jurist   

derecho
laboral

porte de la condena, tal y como 
exige la ley reguladora de la Ju-
risdicción Social para poder recu-
rrir. Por lo que, en caso de estimarse 
la demanda del trabajador, éste podrá 
disponer de un título ejecutivo para 
cobrar en un corto plazo (otra cuestión 
sería determinar cuándo y cómo lo co-
bra si la empresa no tiene liquidez).

Por otra parte, en casos de des-
pidos colectivos, los trabajadores 
se encuentran representados por 
los representantes de los trabaja-
dores, quienes velarán por sus in-
tereses a lo largo del período de 
negociaciones de dichos despidos 
colectivos. Período que dura apro-
ximadamente 30 días y que puede 
terminar con o sin acuerdo. En la 
gran mayoría de casos en los que la 
empresa tiene problemas de liquidez, 
los representantes de los trabajadores 
no querrán llegar a acuerdo alguno a 
no ser que exista una real garantía de 
cobro por parte de la empresa.

en caso de no haber acuer-
do, la empresa podrá igualmente 
efectuar los despidos con abono 
de una indemnización de 20 días 
de salario por año de servicio, con 
el límite de 12 mensualidades, e 
incluso podrá no poner a disposición 
del trabajador dicha indemnización si 
como consecuencia de su situación 
económica se viera imposibilitado a 
ello y lo hiciese constar expresamente 
en la comunicación escrita.

En cualquier caso, en el esce-
nario planteado, resulta interesan-
te cerrar acuerdos con la empresa, 
siempre que pase por un incremen-
to de la indemnización y garantía de 
pago, de tal forma que el trabajador 
se evita iniciar un procedimiento 
judicial y se asegura un pago más 
inmediato de las indemnizaciones.

Por último, cabe traer a colación 
la posibilidad de que el trabajador 

solicite la extinción de su contra-
to de trabajo vía artículo 50 del 
estatuto de los trabajadores, por 
la falta de pago o retrasos con-
tinuados en el abono del salario 
pactado. En tales casos, el trabajador 
tendrá derecho a una indemnización 
equivalente al despido improcedente 
(45/33 días de salario por año de ser-
vicio).

Por tanto, resulta ventajoso y 
beneficioso para el trabajador so-
licitar este tipo de extinción en 
cuanto concurran esos retrasos o 
falta de pago, habida cuenta que 
la viabilidad de éxito de la deman-
da es prácticamente absoluta y el 
trabajador no sólo conseguirá el re-
conocimiento de una indemnización 
mucho mayor a la que obtendría en 
caso de que su empresa procediese 
a su despido por causas económicas, 
sino que además podrá intentar el co-
bro de la indemnización a cargo de los 
activos de la empresa al no haber en-
trado todavía la misma en concurso de 
acreedores.

•	aspectos relevantes antes del 
concurso: el grupo de empresas

Resulta especialmente impor-
tante dilucidar si la empresa forma 
parte de un grupo de empresas a 
efectos laborales. En tal supuesto, 
se podrá solicitar responsabilidad 
al resto de empresas del grupo, lo 
cual resulta considerablemente útil 
cuando la empresa empleadora tiene 
problemas de liquidez que no le per-
mitan hacer frente a los pagos y las 
otras empresas del grupo tienen una 
mayor solvencia.

La doctrina tradicional relati-
va a la diferenciación entre grupo de 
empresas a nivel mercantil y laboral 
venía declarando la existencia de 
grupo laboral cuando concurrían 
las siguientes circunstancias (STS 
20/03/13):

- Funcionamiento unitario de las 
organizaciones de trabajo de las em-
presas del grupo.

- Prestación de trabajo común, si-
multánea o sucesiva, a favor de varias 
de las empresas del grupo.

- Creación de empresas aparentes 
sin sustento real, determinantes de 
una exclusión de responsabilidades 
laborales.

- Confusión de plantillas, confu-
sión de patrimonios, caja única, apa-
riencia externa de unidad empresarial 
y unidad de dirección.

Sin embargo, la Sentencia del 
tribunal Supremo de 27 de mayo 
de 2013 ha reformulado dicha doc-
trina, de tal forma que para diluci-
dar la existencia de grupo o no, 
laboral se deberá analizar el caso 
concreto, de tal forma que ya no es 
suficiente la dirección unitaria, ni el 
control a través de órganos comunes, 
tampoco cuando exista un administra-
dor único de una empresa, ni la apa-
riencia externa de unidad por sí sola, 
ni la circulación de empleados. Así 
pues, la concurrencia de cualquiera 
de las anteriores notas no lleva auto-
máticamente la aplicación de la teoría 
de grupo de empresas, necesitando 
la concurrencia de elementos adicio-
nales y, en concreto, la existencia de 
un abuso de personalidad jurídica que 
pueda producir un perjuicio a los de-
rechos de los trabajadores.

la declaración de grupo de em-
presas a efectos laborales, como 
ya hemos comentado, puede ser 
muy relevante en el caso de los 
trabajadores, por cuanto la res-
ponsabilidad del pago de sus sa-
larios, indemnizaciones, etc, se 
extenderá al resto de empresas 
del grupo. Para las empresas compo-
nentes de dicho grupo tiene un efecto 
relevante, ya que la empresa que ten-
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ga beneficios, muy probablemente se 
verá arrastrada por la compañía que 
tenga dificultades económicas.

•	 otro aspecto relevante: la 
ejecución de Sentencias o acuer-
dos

Otra situación relevante es la eje-
cución de Sentencias ante la insolven-
cia de la empresa. En el Juzgado de lo 
Social, al trabajador le puede resultar 
muy fácil obtener una Sentencia esti-
matoria de su demanda, sin embargo, 
le resultará de extrema dificultad ob-
tener la cuantía económica estipulada 
en la condena. En tal supuesto, el tra-
bajador tendrá que solicitar la ejecu-
ción de la Sentencia, cuyo fin persi-
gue el embargo de las cuentas o, en su 
caso, bienes de la empresa

resulta importante que el tra-
bajador tenga localizados los cré-
ditos regulares de su empresa y se 
lo facilite al Juzgado de lo Social 
correspondiente. De no estar locali-
zados, el Juzgado instará una investi-
gación para la búsqueda de activos e 
bancos y registros públicos que se di-
latará considerablemente en el tiem-
po y que, como ocurre en gran parte 
de los casos, no conseguirá encontrar 
bienes ejecutables del empresario.

•	aspecto relevante: fondo de 
garantía Salarial (fogaSa)

en caso de no poder ejecutar 
la Sentencia, el trabajador ten-

drá que reclamar el abono de 
parte de la condena al fondo de 
garantía Salarial. Si bien, para 
poder realizar dicha reclamación 
es condición indispensable la 
declaración de insolvencia pro-
visional de la empresa, la cual no 
se obtendrá hasta que el Juzgado de 
lo Social finalice las investigaciones 
para localizar bienes de la empresa 
y, al no encontrarlos, concluir que se 
encuentra en situación de insolvencia 
provisional. 

Así pues, en tales casos, el traba-
jador, que en un primer momento 
puede haber obtenido una Sentencia 
de forma rápida, puede verse inmer-
so en un procedimiento mucho más 
prolongado para cobrar la condena 
si su empresa tiene problemas de li-
quidez, llegando muchas veces la de-
claración de concurso de acreedores 
antes de que finalice dicho procedi-

miento de ejecución en el Juzgado de 
lo Social.

Empresa en preconcurso (Art. 5 bis 
de la ley Concursal) 

Una vez analizada la situación 
previa, procedemos a comentar un 
supuesto especial que se puede dar 
antes del concurso.

La Ley Concursal exige en su ar-
tículo 5 que toda empresa deberá 
solicitar la declaración de concurso 
dentro de los dos meses siguientes a 
la fecha en que hubiera conocido o 
debido conocer su estado de insol-
vencia. Sin embargo, si antes de ese 
plazo de dos meses la empresa 
pone en conocimiento del Juzga-
do de lo mercantil que ha inicia-
do negociaciones con sus acree-
dores para alcanzar un acuerdo 
de refinanciación o para obtener 
adhesiones a una propuesta anti-
cipada de convenio, quedará sus-
pendido el precitado plazo para 
solicitar la declaración de con-
curso voluntario y entrará en fase 
de preconcurso.

La empresa dispondrá de un perío-
do de tres meses, desde la precitada 
comunicación al Juzgado, para llegar 
a un acuerdo con sus acreedores. Si 
en ese plazo no hubiese llegado a un 

“respecto a las reclamaciones de salarios 
pendientes, a pesar de que sigan siendo 
competencia del juzgado de lo social, habrá 
que tener en cuenta que la estimación de la 
demanda por parte del trabajador, estando 
la empresa en concurso, no implica una 
garantía de cobro de los salarios mediante la 
ejecución en el juzgado de lo social”
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acuerdo, deberá solicitar la declara-
ción del concurso dentro del mes há-
bil siguiente.

En el transcurso de esos tres meses 
la empresa podrá gestionar sus relacio-
nes laborales en la misma forma que 
comentábamos en el apartado ante-
rior, esto es, realizar despidos objetivos 
individuales, Expedientes de Regula-
ción de Empleo, incurrir en impago de 
salarios, etc. 

Y los trabajadores dispondrán de 
las mismas acciones y derechos ya co-
mentados. Si bien, en este escenario 
es recomendable que los trabajadores 
que se vean inmersos en un ERE lle-
guen a un acuerdo con la empresa que 
establezca una garantía de pago. 

Empresa en concurso de acreedores

Visto todas las situaciones previas, 
procede analizar una situación total-
mente distinta donde la empresa tiene 
un régimen jurídico totalmente distin-
to. 

En este escenario, nos encontra-
mos con una empresa que no puede 
afrontar el pago regular de sus deudas 
y que ante su situación de insolvencia 
entra en concurso de acreedores.

•	Situaciones comunes

Las situaciones comunes habitua-
les en esta situación son las mismas 
que en el resto de escenarios, con la 
particularidad de que su funciona-
miento es distinto.

•	derechos de los trabajadores

Los trabajadores cuya empresa ha 
entrado en concurso disponen de cier-
tos límites y particularidades en fun-
ción del tipo de acción o procedimien-
to en el que se vean inmersos. 

La primera particularidad que en-

contramos se refiere a la competencia 
de los distintos órdenes jurisdicciona-
les. Así distinguimos entre Juzgado de 
lo Social y Juzgado de lo Mercantil.

a) Juzgado de lo Mercantil:

Lo más relevante que asume el Juz-
gado de lo Mercantil es la tramitación 
de los despidos colectivos, pues el art. 
8 de la Ley Concursal dispone que 
será competencia del Juez Mercantil 
del concurso todas las acciones socia-
les que tengan por objeto la extinción, 
modificación o suspensión colectiva 
de los contratos de trabajo, así como 
la suspensión o extinción de los con-
tratos de alta dirección.

Una especialidad es la extinción 
de contrato de trabajo vía artícu-
lo 50 del estatuto de los traba-
jadores que se tramitará a través 
del expediente de regulación de 
empleo concursal, de tal forma 
que estas acciones individuales 
en particular tendrán la conside-
ración de extinciones de carácter 
colectivo que tramitará el juez del 
concurso.  Así pues, dichos proce-
dimientos se suspenderán hasta que 
recaiga Sentencia firme en el juzgado 
del concurso en el procedimiento de 
despidos colectivos. Una vez firme 
dicha resolución, si la misma acuer-
da los despidos colectivos, producirá 
efectos de cosa juzgada, mientras que, 
si el juez del concurso desestima los 
despidos, el Juzgado de lo Social alzará 
la suspensión del procedimiento.

b) Juzgado de lo Social

Por tanto, quedan fuera del ámbito 
del juez del concurso todas las restan-
tes acciones individuales, tales como 
impugnación de despidos, reclamacio-
nes de salarios, clasificación profesio-
nal, impugnación de sanciones, etc, 
que se tramitarán ante el Juzgado de 
lo Social.

Por otra parte, respecto a las 
reclamaciones de salarios pen-
dientes, a pesar de que sigan siendo 
competencia del Juzgado de lo Social, 
habrá que tener en cuenta que 
la estimación de la demanda por 
parte del trabajador, estando la 
empresa en concurso, no implica 
una garantía de cobro de los sa-
larios mediante la ejecución en 
el Juzgado de lo Social, pues esta 
corresponde al orden mercantil y 
el trabajador tendrá que comuni-
car la correspondiente Sentencia 
al administrador concursal para 
que éste reconozca los créditos y 
pasen a formar parte del orden de 
cobro de los créditos del concur-
so.

•	despido colectivo en el con-
curso

Los Expedientes de Regulación de 
Empleo tramitados dentro del concur-
so encuentran su regulación en el art. 
64 de la Ley Concursal.

La gran diferencia respecto al des-
pido colectivo producido antes del 
concurso es que se puede demorar de 
forma prolongada en el tiempo, ya que 
requiere que el Juzgado de lo Mercan-
til designe al administrador concursal, 
verifique la situación de la empresa y 
decida iniciar el despido colectivo.

el despido colectivo una vez 
declarado el concurso se tramita-
rá ante el juez del concurso. Y las 
partes legitimadas para iniciarlo son: 
la administración concursal, el empre-
sario deudor y los trabajadores a través 
de sus representantes. 

La solicitud deberá presentarse 
ante el juez del concurso y, como re-
gla general, únicamente podrá presen-
tarse una vez la administración con-
cursal haya emitido informe sobre la 
situación de la empresa. Salvo que se 
estime que la demora en la aplicación 
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“para reclamar responsabilidad en el pago 
al foGasa se exige que los créditos se 
encuentren incluidos en la lista de acreedores 
de la administración concursal, o reconocidos 
como créditos contra la masa”

de las medidas colectivas pretendidas 
pueda comprometer gravemente la 
viabilidad futura de la empresa y del 
empleo o causar grave perjuicio a los 
trabajadores, en cuyo caso, y siempre 
que se acredite dicha circunstancia, 
podrá realizarse la solicitud en cual-
quier momento desde la declaración 
de concurso. 

una vez recibida la solicitud, 
el juez convocará a los represen-
tantes de los trabajadores y a la 
administración concursal para 
que mantengan el correspondien-
te período de consultas del ere. 
Se permitirá la participación de la 
empresa en dichas negociaciones en 
caso de intervención de facultades pa-
trimoniales.

Concluido el período de consul-
tas la administración concursal y los 
representantes de los trabajadores 
tendrán que comunicar al juez del 
concurso el resultado del mismo. En 
dicho período de consultas, al contra-
rio que ocurre en un ERE tramitado 
por una empresa que todavía no se 
encuentra en situación de concurso, 
existe una gran dificultad para acordar 
indemnizaciones superiores a los 20 
días de salario por año de servicio. De 
esta forma, es habitual ver empresas 
en concurso que finalizan el período 
de consultas con acuerdo con el mero 
abono de unos 22-23 días de indem-
nización, cuestión que choca con los 
acuerdos que se suelen cerrar en em-
presas no concursadas, que son a par-
tir de 28 días de indemnización.

Posteriormente, el secretario judi-
cial recabará informe de la autoridad 
laboral sobre las medidas propuestas 
o, en su caso, sobre el acuerdo alcan-
zado por las partes, que deberá remitir 
en el plazo de 15 días.

Cumplidos todos los trámites ante-
riores, el juez del concurso tendrá un 
plazo de 5 días para dictar resolución. 

en los ere de empresas decla-
radas en concurso, el juez no se 
limita a realizar una mera autori-
zación del mismo, sino que debe 
declarar la extinción para que 
surta efectos.

Contra dicha resolución cabe, por 
un lado, recurso de suplicación cuan-
do lo que se recurra sea la decisión 
colectiva, y, por otro lado, interposi-
ción de un incidente concursal ante 
el juez concursal frente a la resolución 
concursal cuando se recurra algún as-
pecto de la relación jurídica individual 
de un concreto trabajador (esto es, 
salario, antigüedad, etc). Frente a la 
Sentencia que recaiga en el inciden-
te concursal cabe recurso de supli-
cación. Estos recursos se tramitarán 
ante la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia correspondiente.

Cabe traer a colación que, a pesar 
de que este procedimiento tiene unos 
plazos específicos de obligado cumpli-
miento, la realidad es que actualmente 
debido a la saturación de los Juzgados 
y al volumen de procedimientos exis-
tentes, se producen grandes demoras 
de los mismos, no cumpliéndose con 
los plazos estipulados al efecto.

•	declaración del concurso es-
tando en tramitación un ere

Cuestión relevante resulta cuando 
a la fecha de declaración de concurso 
de acreedores estuviere en plena tra-
mitación un ERE. En este supuesto, 

la autoridad laboral deberá remitir lo 
actuado al juez del concurso.

dentro de los tres días siguien-
tes a su recepción, el secretario 
judicial citará a comparecencia 
a los legitimados para iniciar un 
ere en concurso para exponer 
y justificar, en su caso, la proce-
dencia de continuar con la trami-
tación de las medidas colectivas. 
Las actuaciones practicadas en el ex-
pediente anterior hasta la fecha de la 
declaración de concurso conservarán 
su validez en el expediente que se tra-
mite ante el juzgado.

• grupos de empresas

En virtud de la reforma efectuada 
en 2013 del art. 64 de la Ley Con-
cursal, cuando los trabajadores en un 
ERE dentro de un concurso invoquen 
la existencia de grupo de empresas, el 
juez concursal podrá invitar a las em-
presas de ese grupo a participar en el 
despido colectivo y aportar la docu-
mentación económica consolidada o 
la relativa a otras empresas a efectos 
de valorar la realidad económica del 
conjunto empresarial.

Sin embargo, al contrario que 
ocurre en un ere dentro de una 
empresa no concursada, la res-
ponsabilidad en el pago de las 
deudas con los trabajadores no 
se extiende al resto de empresas 
del grupo, por cuanto el Juzgado del 
concurso no tiene competencia para 
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derivar tal responsabilidad al resto de 
sociedades.

Así pues, curiosamente, en tales 
supuestos, la división de compe-
tencias impide la extensión de 
responsabilidad al resto de em-
presas del grupo, lo que supondrá 
un perjuicio para los trabajado-
res, que verán limitadas sus ga-
rantías de cobro de las indemni-
zaciones.

•	responsabilidad del fogaSa

Habíamos visto la dificultad para 
conseguir cobrar del FOGASA cuan-
do la empresa no se encontraba toda-
vía en concurso, fundamentalmente 
debido al tiempo que consumía el 
Juzgado de lo Social en investigacio-
nes patrimoniales y en determinar la 
situación de insolvencia provisional. 
Por el contrario, en caso de concur-
so, ya existe situación de insolvencia 
declarada, por lo que los trabajadores 
pueden acudir directamente al FO-
GASA nada más tener reconocidos 
sus créditos.

En virtud del artículo 33 del Es-
tatuto de los Trabajadores, el fondo 
de garantía Salarial (en adelan-
te, fogaSa) abonará las indem-
nizaciones reconocidas como 
consecuencia de Sentencia, Auto, 
Acto de conciliación judicial o Reso-
lución administrativa a favor de los 
trabajadores a causa de despido o ex-
tinción de los contratos conforme a 
los artículos 50, 51 y 52 de esa Ley, 
y de extinción de contratos conforme 
al artículo 64 de la Ley Concursal, 
así como las indemnizaciones por ex-
tinción de contratos temporales o de 
duración determinada en los casos 
que legalmente procedan. en todos 
los casos con el límite máximo de 
una anualidad, sin que el salario 
diario, base del cálculo, pueda 
exceder del doble del salario mí-
nimo interprofesional, incluyen-

do la parte proporcional de las 
pagas extraordinarias.

El importe de la indemnización, a 
los solos efectos de abono por el 
fondo de garantía Salarial para 
los casos de despido o extinción 
de los contratos conforme al artí-
culo 50 de esta ley, se calculará 
sobre la base de treinta días por 
año de servicio, con el límite fija-
do en el párrafo anterior.

Así pues, ante una empresa decla-
rada en concurso el FOGASA actúa 
como responsable subsidiario frente 
a los créditos salariales, continuan-
do, una vez realizado este pago, como 
acreedor del concurso.

Para que un trabajador pueda re-
clamar responsabilidad en el pago 
al fogaSa se exige que los cré-
ditos se encuentren incluidos en 
la lista de acreedores de la admi-
nistración concursal, o reconoci-
dos como créditos contra la masa.

No obstante, también cabe la po-
sibilidad de que se puedan incluir a 
posteriori en la lista de acreedores. 

Esto ocurre, por ejemplo, cuando un 
trabajador interpone una demanda 
en materia de impugnación de un 
despido objetivo. En caso de que el 
procedimiento termine con una Sen-
tencia estimatoria de la demanda que 
reconozca la improcedencia del despi-
do con abono de una indemnización 
equivalente a 45/33 días de salario por 
año de servicio, el trabajador podrá 
solicitar a la administración concursal 
que incluya en la lista de acreedores 
dicha indemnización. Una vez in-
cluida en la lista, el trabajador podrá 
solicitar responsabilidad de pago al 
FOGASA.

valoración dE créditos 
laboralEs En El concurso

Los administradores del concurso 
deberán abonar las deudas laborales 
conforme a las siguientes reglas:

•	Créditos contra la masa

Antes de que se proceda al pago de 
los créditos concursales, han de satis-
facerse, de manera inmediata, el abo-
no de los créditos contra la masa, que 
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son aquellos generados por el ejercicio 
de la actividad del deudor, tales como:

- Salarios de los últimos 30 
días de trabajo efectivo anteriores 
a la declaración de concurso y en 
cuantía que no supere el doble 
del Smi. Estos créditos se pagarán 
de forma inmediata, siendo abonados 
los restantes créditos a sus respectivos 
vencimientos.

- los generados por el ejercicio 
de la actividad profesional o em-
presarial del deudor tras la decla-
ración del concurso, incluyendo 
los créditos laborales, comprendi-
das en ellos los salarios y las indem-
nizaciones de despido o extinción de 
los contratos de trabajo posteriores a 
la fecha que declara el concurso. Asi-
mismo se incluyen los recargos sobre 
las prestaciones por incumplimiento 
de las obligaciones en materia de sa-
lud laboral, hasta que el juez acuerde 
el cese de la actividad profesional o 
empresarial, o declare la conclusión 
del concurso.

Una vez satisfechos los créditos 
contra la masa, se procede al abono de 
los siguientes créditos del concurso:

•	Créditos privilegiados

créditos con privilegio espe-
cial:

- los créditos de los trabaja-
dores sobre los objetos por ellos 
elaborados mientras sean propie-
dad o estén en posesión del con-
cursado, conocidos como créditos 
refaccionarios, se cobrarán con cargo 
a los mismos.

créditos con privilegio general:

Aquellos créditos anteriores a la fe-
cha del Auto que declara el concurso 
que señalamos a continuación:

- Salarios debidos, en la cuan-
tía que resulte de multiplicar 
el triple del Smi por el número 
de días de salario pendientes de 
pago.

- indemnizaciones derivadas de 
extinciones de contratos de traba-
jo, en la cuantía correspondiente al 
mínimo legal calculada sobre una base 
que no supere el triple del SMI.

- indemnizaciones derivadas de 
accidentes de trabajo y enferme-
dad profesional.

- recargos sobre prestaciones 

por incumplimiento de medidas 
en materia de salud laboral, siem-
pre que hayan sido devengados con 
anterioridad a la declaración del con-
curso.

- capitales coste de Seguridad 
Social, siempre que hayan sido de-
vengados con anterioridad a la decla-
ración del concurso.

- créditos laborales hasta el 
50% de su importe.

- créditos tributarios y demás 
de derecho público, así como los 
créditos de Seguridad Social que 
no gocen de privilegio especial. 
Este privilegio puede ejercerse para 
el conjunto de los créditos de la Ha-
cienda Pública y para el conjunto de 
los créditos de la Seguridad Social, 
respectivamente, hasta el 50% de su 
importe.

•	Créditos ordinarios

Son todos aquellos créditos que 
no han sido calificados como privile-
giados ni subordinados, y no tienen 
ninguna preferencia para su abono. n

CONCLUSIONES

El concurso de acreedores es utilizado por las empresas que se encuentran en situación de insolvencia y que, por tanto, 
no pueden hacer frente a la totalidad de los pagos que adeudan. En una empresa con problemas económicos se pueden 
dar tres situaciones:

•	 Empresa con problemas económicos que todavía no ha entrado en concurso ni en preconcurso. los trabajadores 
cuya empresa no ha entrado en concurso disponen de todas las acciones y derechos dispuestos en la normativa 
laboral 

•	 Empresa en preconcurso. la empresa dispondrá de un período de tres meses, desde la precitada comunicación 
al Juzgado, para llegar a un acuerdo con sus acreedores. Es recomendable que los trabajadores que se vean 
inmersos en un ErE lleguen a un acuerdo con la empresa que establezca una garantía de pago 

•	 Empresa que se ha declarado en concurso de acreedores. los trabajadores cuya empresa ha entrado en concurso 
disponen de ciertos límites y particularidades según el tipo de acción en el que se vean inmersos 



32   Economist & Jurist   

CASOS 
PRÁCTICOS

MODIFICACIóN DE MEDIDAS 
DEFINITIVAS DICTADAS EN SENTENCIA 
DE SEPARACIóN. GUARDA Y CUSTODIA 
COMPARTIDA

www.ksolucion.es 
info@ksolucion.es

SUMARIO

•	 El Caso
•	 Supuesto de hecho
•	 Objetivo. Cuestión planteada
•	 La estrategia del abogado

•	 El Procedimiento Judicial
•	 Partes
•	 Peticiones realizadas
•	 Argumentos
•	 Normativa
•	 Documentación
•	 Prueba
•	 Resolución judicial

•	 Jurisprudencia relacionada con el caso
•	 Documentos jurídicos
•	 Biblioteca
•	 Formulario: Demanda de modificación de medidas

El caso

supuesto de hecho

Madrid, 31/01/2013

Juan, padre de un menor, ha inter-

puesto una demanda por medio de la 
cual pretende modificar las medidas 
acordadas en sentencia de separación 
contenciosa dictada por el Juzgado de 
violencia sobre la mujer solicitando se 
le otorgue la guarda y custodia, con 
motivo de los frecuentes hechos de 

violencia entre la nueva pareja de la 
madre y esta, que ostenta la guarda 
y custodia del menor. Todo ello por 
cuanto se acredita un cambio en las 
circunstancias que existían con an-
terioridad a acordarse las medias de 
separación y que rigen hasta ahora las 
relaciones entre los ex cónyuges y la 
menor. 

objetivo. Cuestión planteada

En este caso nuestro cliente es el 
padre de la menor y el objetivo princi-
pal es conseguir una modificación de 
las medidas acordadas en sentencia 
de separación contenciosa dictadas 
por el Juzgado de violencia sobre la 
mujer. 

la estrategia. solución propuesta

Interponer demanda de modifica-
ción de medidas ante el Juzgado de 
violencia justificando el cambio de 
las circunstancias que existían al mo-
mento de dictar dichas medidas.
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El procEdimiEnto judicial

- orden Jurisdiccional: Civil.

- Juzgado de inicio del procedi-
miento: Juzgado de violencia sobre 
la mujer.

- tipo de procedimiento: Modifica-
ción medidas definitivas.

- fecha de inicio del procedi-
miento: 31/01/2013

Partes

demandante: 

Sr. Juan.

demandada: 

Sra. María.

Peticiones realizadas 

demandante:

- Que sean modificadas las medi-
das acordadas en sentencia de sepa-
ración, dictadas por el Juzgado de vio-
lencia sobre la mujer.

- Que se le otorgue la guarda y cus-
todia de la menor.

- Que se fije un régimen de visitas 
en favor de la madre, idéntico al que 
hasta ahora disfrutaba el padre.

- Que se le atribuya el domicilio 
familiar al menor y en consecuencia 
al padre.

- Que se fije una pensión de ali-
mentos de 200 euros.

demandada:

- Que desestime en su integridad 
la demanda interpuesta, acordando 
el régimen de visitas previsto por la 
sentencia de separación condenando 
expresamente en costas al actor por 
su evidente mala fe.

- Que se establezca la medida tera-
péutica a la que deba someterse al pa-
dre a fin de superar los problemas que 
le hacen tener esa actitud destructiva.

Argumentos

demandante:

- Que la demandada manifestó a 

la demandante la negativa a pagar la 
hipoteca, motivo por el cual de forma 
libre y voluntaria abandonó el domi-
cilio familiar junto con su hija, per-
maneciendo el actor en el domicilio 
familiar con la abuela de la menor 
haciéndose cargo de los gastos de la 
vivienda que a duras penas a podido 
sufragar, por lo que se ha visto obliga-
do a alquilar una de las habitaciones, 
y poder pagar los 90 € de la pensión 
de alimentos que el Juzgado fijó.

- Que debido a las situaciones de 
violencia y poco apropiadas que la 
menor ha presenciado entre su ma-
dre y su actual pareja, en el mes de 
julio, la hija menor manifestó al ac-
tor su intención de ir a vivir con él, 
ya que la convivencia con su madre y 
su pareja se hacía insostenible para la 
menor. Igualmente alega el actor que 
también ha sido objeto de distintas 
agresiones ocasionadas por la actual 
pareja de la madre, por lo que ha pre-
sentado varias denuncias, por lo que 
se demuestra que la convivencia en 
casa de la madre y en compañía de su 
nueva pareja, no son apropiados para 
la menor.

- Que la madre se ha desentendi-
do del pago de los gastos ocasionados, 
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tanto de libros por importe de 271 €, 
gafas de graduación por un importe de 
130 €, así como gastos por concepto 
de IBI de la vivienda, así como la fal-
ta de pago de la mitad del préstamo 
hipotecario que grava la vivienda que 
adquirieron conjuntamente.

demandada:

- Que el actor carece de capacidad 
económica alguna para poder quedar-
se con la guarda y custodia de la me-
nor.

- Que es cierto que la menor soli-
citó a la madre pasar con el padre los 
meses de verano, pero después volvió 
al domicilio materno, regresando todo 
a la normalidad.

- Que la menor se encuentra mani-
pulada por el padre.

- Que no existe ninguna situación 
de violencia entre la madre y su actual 
pareja.

- Que es la madre la que se hace 
cargo en exclusivo, de los gastos de la 
menor.

- Que el instituto donde estudia la 
menor se encuentra muy próximo al 
domicilio de la madre.

normativa

demandante:

•	Procesal:

-Ley de Enjuiciamiento Civil (Arts. 5, 
36, 6, 750, 23, 61, 768, 775, 771)

•	fondo:

-Código Civil (Arts. 91)

demandada:

•	Procesal:

-Ley de Enjuiciamiento Civil (Arts. 5, 
36, 6, 750, 23, 61, 768, 775, 771)

•	fondo:

-Código Civil (Arts. 91)

Documentación

demandante:

- Certificado de matrimonio

- Sentencia de separación

- Recibos de IBI

- Denuncias presentadas en contra 
de la pareja actual de la madre

- Certificado de la Dirección Pro-
vincial del Servicio Público de Empleo 
Estatal de Madrid

- Escrito de la hija menor

demandada:

- Sentencia orden de alejamiento 
del demandante

- Recibos seguro dental

- Póliza de seguro dental

- Informe de evaluación académica 
de la menor

- Folletos publicitarios de la activi-
dad comercial del demandante

- Nóminas de la demandada

Prueba

demandante:

En su escrito de demanda solicitó 
declaración de la menor, informe de 
la trabajadora social, declaración de 
la renta del año 2011, certificado de 
haberes del año 2012 y seis últimas 

nóminas de la madre.

demandada:

- Informe del equipo psicosocial 
adscrito al Juzgado

resolución Judicial

fecha de la resolución judicial: 
27/02/2014

fallo o parte dispositiva de la re-
solución judicial: Estimando par-
cialmente la demanda de modifica-
ción de medidas se dispone:

1)   El establecimiento de régimen 
de guarda y custodia compartida, se-
gún el cual la menor disfrutará de la 
compañía de cada uno de sus progeni-
tores por meses alternados.

2)   Durante la estancia de la menor 
con cada uno de sus progenitores, re-
girá a favor del otro, un régimen de vi-
sitas flexible que garantice el derecho 
de la menor a relacionarse con el otro 
progenitor cómo y cuándo lo desee.

3)   Las vacaciones de verano se dis-
frutarán  por cada progenitor  durante 
el mes que le corresponda estar en 
compañía de la menor conforme al sis-
tema de meses alternado establecido. 
Las vacaciones de semana santa, dado 
que se disfrutarán en fechas distintas 
cada año, corresponderán al proge-
nitor que se encuentre en compañía 
de la menor el mes en cuestión. Las 
vacaciones de navidad se establecen 
únicamente la necesidad de que den-
tro del régimen de visitas establecido 
con carácter general, la menor disfrute  
de la compañía  del progenitor que no 
ostente  la custodia ese mes o bien la 
festividad de noche buena-navidad o 
noche vieja-año nuevo.

4)    Fijado el sistema de guarda y 
custodia compartido por meses alter-
nados, se establece que el progenitor 
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que disfrute de la compañía del menor 
cada mes, habrá de hacerse cargo de 
satisfacer todos los gastos ordinarios 
de manutención, vestido o educación 
de la menor. Se mantiene también la 
obligación de ambos progenitores  de 
satisfacer el 50 % de los gastos extraor-
dinarios de la hija en común debiendo 
incluirse expresamente el gasto de li-
bros  y cualquier otro que derive de la 
escolaridad de la menor.

fundamentos jurídicos de la reso-
lución judicial:

Visto el contenido de la explora-
ción judicial de la menor, el informe 
psicosocial y el acuerdo alcanzado 
finalmente por las partes, procede 
acreditar el cambio sustancial de las 
circunstancias  tenidas en cuenta  al 
tiempo de dictar sentencia de separa-
ción, y respetando la voluntad y el de-
seo de la menor, así como los términos 
del acuerdo alcanzado por los dos pro-
genitores, homologar judicialmente el 
mismo.

Se fija un sistema de guarda y cus-
todia compartida, una vez acreditado 
que las responsabilidades penales 
del demandante se encuentran ya ex-
tinguidas por el cumplimiento de las 
penas, y por lo tanto, desaparece el 
obstáculo legal contemplado en el art. 
92 del CC para establecimiento de tal 
régimen de guarda y custodia.

Así mismo el régimen de custodia 
compartida se considera  el adecuado 
por el momento para proteger el inte-
rés de la menor y salvaguardar a esta 
de las presiones, que de forma indirec-
ta o directa, consciente o inconscien-
te, ambos progenitores han ejercido  
sobre ella para lograr que el resultado 
de este procedimiento les favoreciera 
y les atribuyera la guarda y custodia de 
la hija. 

jurisprudEncia rElacionada 
con EstE caso

•	 Sentencia	 Audiencia	 Provin-
cial de Cádiz. Núm. 218/2014, de 
24/04/2014. bdi economist & Ju-
rist. Penal. 2454352.

•	 Sentencia	 Audiencia	 Provin-
cial de Cádiz, núm. 194/2014, de 
04/04/2014. bdi economist & Ju-
rist. Penal. 2454339

•	 Sentencia	 Tribunal	 Supremo.	
Núm. 178/2014, de 26/03/2014. 
bdi economist & Jurist. Penal. 
2450720

•	 Sentencia	 Audiencia	 Provin-
cial de Cádiz. Núm. 140/2014, de 
13/03/2014. bdi economist & Ju-
rist. Penal. 2451094
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al Juzgado de violencia de la muJer nº __ de __

Doña _________ Procuradora de los Tribunales y de _________ según tengo acreditado por designación de 
turno de oficio, y bajo la dirección del letrado ______ también designado por turno de oficio, ante el Juzgado 
comparezco y, como mejor proceda en Derecho DIGO:

Que por medio del presente escrito y en la representación que ostento, vengo a interponer DEMANDA DE 
MODIFICACIÓN DE MEDIDAS acordadas en sentencia de fecha __ de mayo de ___, por el Juzgado de 
Violencia contra la Mujer Nº __ de ______, contra Doña ________ con domicilio en la calle ______.

Se basa la presente demanda en los siguientes,

hechoS

Primero: Mi mandante Don _______ y Doña _______ contrajeron matrimonio civil el día 26 de febre-
ro de 1984 en __________, según se acredita mediante certificación literal de matrimonio que se acompaña 
como documento Nº1.

Segundo: De dicho matrimonio ha nacido y vive una hija menor de edad, llamada _________ nacida el 
4 de febrero de 1999, contando en la actualidad con 14 años. Se acompaña como documento nº2, certificado 
de nacimiento de la menor.

tercero: Que con fecha 18 de mayo de 2012, el Juzgado de Violencia sobre la mujer _________dictó 
sentencia de separación contenciosa, con las siguientes medidas:

1. Atribución a la madre de la guarda y custodia de la hija común menor de edad, _______________ sin 
perjuicio del ejercicio conjunto de la patria potestad por ambos progenitores.

2. La fijación a favor del padre de un régimen de visitas para la hija menor consistente en fines de se-
mana alternos con pernocta, desde el viernes a las 20.00 horas hasta el domingo a las 20.00 horas, así como 
la mitad de los periodos de vacaciones escolares de navidad, Semana Santa y verano, eligiendo en caso de 
desacuerdo, el padre los años pares y la madre los años impares.

3. Atribución de la hija y a la esposa del uso del domicilio familiar y del ajuar doméstico en él existente.

4. Fijación a cargo del esposo de la obligación de satisfacer en concepto de pensión alimenticia, y hasta 
que la hija alcance la plena independencia económica, la cantidad de NOVENTA EUROS (90 €) a pagar de 
forma anticipada, en los cinco primeros días de cada mes, los doce meses del año. Así mismo, ambos cónyuges 
deberán satisfacer por mitad los gastos extraordinarios de cuidado y educación de la hija menor.

5. Siendo una obligación de la sociedad de gananciales y no una carga del matrimonio, ambos cónyuges 
habrán de satisfacer el préstamo hipotecario que grava la vivienda de acuerdo a los términos de la escritura de 
constitución.

Se acompaña como documento Nº 3, la sentencia de separación contenciosa.

Que pese a las medidas acordadas, y tener adjudicada ___ la vivienda familiar junto con su hija, lo cierto 
es que la demandada manifestó a su esposo la negativa a pagar la hipoteca, motivo por el cual, de forma libre 
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y voluntaria abandonó el domicilio familiar junto con su hija, residiendo ambas en el domicilio de un familiar, 
tío de la menor, sito en la calle _____, permaneciendo mi mandante en el domicilio familiar con la abuela de 
la menor, haciéndose cargo de los gastos de la vivienda, que a duras penas ha podido sufragar dado que ___ se 
encuentra en situación de desempleo, motivo por el cual se ha visto obligado a alquilar una de las habitaciones 
de la casa para poder salir adelante, y poder pagar los 90 € de pensión de alimentos que el Juzgado.

Se acompaña como documentos Nº 4 a 9, los recibos de IBI que acreditan el pago de los mismos por mi 
mandante.

cuarto: Que debido a las situaciones violentas y poco apropiadas que la menor ha presenciado entre su 
madre y su actual pareja, el pasado mes de julio, la menor _____ manifestó a su padre el deseo de ir a vivir con 
él, ya que la convivencia con su madre y su pareja se hacía insostenible para ésta, habiéndolo manifestado por 
escrito el pasado mes de septiembre. Se acompaña como documento Nº10 el escrito de la hija menor.

Que dichas situaciones obre situaciones violentas vividas por la menor, aunque no han sido constatadas por 
mi mandante, ya que se producen supuestamente dentro del domicilio familiar, tal y como son relatadas por 
la hija menor de edad, lo que si podemos confirmar es el carácter violento de Don _________ toda vez que mi 
mandante ha sido objeto de distintas agresiones ocasionadas por esa persona, lo que le ha obligado a presentar 
varias denuncias contra él.

Se acompaña como documentos Nº 11 y 12 las denuncias presentadas contra Don _____ así como las par-
tes de lesiones, como documento Nº 13 y 14.

Como se puede desprender de una de ellas, el día 24 de septiembre de 2012, cuando mi mandante se dirigía 
a recoger a su hija en el Instituto _____ coincidió con su ex mujer y su actual pareja, dirigiéndose éste hacia 
Don _____ en una actitud violenta, increpándole y golpeándoles violentamente lo que le ocasionó distintas 
lesiones recogidas en el parte de lesiones que se aporta. Igualmente y en otra ocasión, siendo el día 17 de oc-
tubre de 2012, y estando Don _____ con su hija en el Registro Civil para tramitar la nacionalidad, se personó 
la demandada con su actual pareja antes de la hora que tenían señalada,  procediendo éste a amenazar a Don 
_____. Al existir una orden de alejamiento entre Don _____ y su ex mujer, éste comunicó lo sucedido al Juz-
gado de Violencia de ____, quien requirió a la demandada para que se marchase del lugar y acudiera a la hora 
que le habían citado, y no antes, para así evitar un incumplimiento involuntario de la orden de alejamiento por 
Don ___.

Así mismo, y en una tercera ocasión, el pasado 24 de octubre de 2012, cuando Don _____, se dirigía a re-
coger a su hija, apareció de nuevo su ex mujer con su pareja, increpándole de nuevo de forma muy agresiva y 
provocándole, sacándole fotos con el móvil. En ese momento y antes de llamar al 091, Don ____ le pide a Don 
que no vuelva a ir al colegio a ver a su hija, ya que la niña le había manifestado a su padre que no quería ver a 
Don _____ por su carácter agresivo.

Quinto: Que desde que la menor empieza de nuevos las clases en el mes de septiembre, la madre se ha 
desentendido del pago de los gastos ocasionados, tanto de libros, material escolar, como las necesidades médi-
cas de la menor, siendo el padre el que ha abonado la totalidad de los gastos de libros por importe de 271 €, las 
gafas graduadas por importe de 130 €, así como los gastos por concepto de IBI de la vivienda que constituía el 
domicilio familiar. Además, desde el mes de abril y debido a la delicada situación económica de mi mandante, 
puesto que la Sra. _____ no cumple con su obligación de pagar la mitad del préstamo hipotecario que grava la 
vivienda que adquirieron constante matrimonio, ha sido imposible hacer frente al pago de la hipoteca, estando 
pendiente un proceso de ejecución.



38   Economist & Jurist   

CASOS 
PRÁCTICOS

Sexto: Respecto a la situación económica de los progenitores, hemos de indicar que mi mandante, como 
ya hemos manifestado, se encuentra en situación legal de desempleo percibiendo tan solo 426 €/mes, tal y 
como se acredita en el Certificado de la Dirección Provincial del Servicio Público de Empleo Estatal de Ma-
drid, como documento Nº 15.

La demanda por el contrario tiene un trabajo fijo que le reporta unos ingresos de al menos 1000 €/mes, sin 
contar las pagas extraordinarias y las horas extras que puede hacer en su trabajo como vigilante de seguridad.

SéPtimo: Todo lo manifestado anteriormente acredita de forma rotunda un cambio en las circunstancias 
que existían con anterioridad a acordarse las medidas de separación que rigen hasta ahora las relaciones entre 
los cónyuges y la menor, sobre todo y fundamentalmente por el entorno de violencia en el que vive la hija, de 
forma que permite a mi mandante solicitar una modificación de las mismas en beneficio y protección de la 
menor.

fundamentoS de derecho ProceSal

i. JuriSdicción: Son competentes los Tribunales civiles de conformidad con lo dispuesto en los artí-
culos 5 y 36 de la LEC.

ii. caPacidad: Mi representado ostenta la capacidad necesaria para ser parte en el presente proceso, 
de conformidad con lo dispuesto en los arts. 6 y siguientes de la LEC.

iii. rePreSentación ProceSal y dirección letrada: La representación del actor y la 
dirección técnica a la presente demanda es la procedente conforme a los arts. 750 y 23 y siguientes de la LEC.

iv. legitimación: Corresponde a mi representado la activa y a la demandada la pasiva.

v. comPetencia: De acuerdo con lo establecido en los arts. 61 y 769 de la LEC la competencia obje-
tiva y territorial corresponden al Juzgado de Violencia sobre la Mujer Nº __ al que me dirijo.

vi. Procedimiento: El establecido en el Art. 775 de la LEC, el relación al art. 771 del mismo texto 
legal, el primero de los cuales dispone que los cónyuges podrán solicitar del Tribunal la modificación de las 
medidas convenidas por los cónyuges o de las adoptadas  en defecto de acuerdo, siempre que hayan variado 
sustancialmente las circunstancias tenidas en cuenta al aprobarlas o acordarlas.

Estas peticiones se tramitarán conforme a lo establecido en el art. 771.

de fondo

Art. 91 del Código Civil, con especial referencia a su párrafo último que dispone que las medidas acordadas 
adoptadas con anterioridad “podrán ser modificadas cuando se alteren sustancialmente las circuns-
tancias”.

Las circunstancias se han visto alteradas desde el momento en que la madre de la menor ha decidido iniciar 
su vida con otra pareja con la que convive, de la que recibe malos tratos, obligando de esta forma a su hija 
menor a presenciar escenas de violencia y malos tratos, que pueden ser perjudiciales para el desarrollo y evo-
lución de la menor. Es la madre quien está sufriendo malos tratos o tratos degradantes, si se quiere, por parte 
de su pareja, pero también es la que está obligando a su hija a convivir con una persona así y en un ambiente 
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de violencia nada apropiado para la menor.

Así mismo, el abandono de la menor en cuanto al sostenimiento de los gastos necesarios para su manuten-
ción y atención, pese a que el padre no ha dejado de pagar la pensión de alimentos fijada en la sentencia de 
separación.

Por tanto, habida cuenta de las circunstancias que concurren en el presente caso, es necesario tener en 
cuenta la voluntad de la menor cuando la misma, por su edad, tiene suficiente juicio y madurez para formar 
una opinión fundada. (SAP de Barcelona, Secc. 18ª, de 19 de febrero de 2007, resolución 99/2007, recurso 
273/2006,  SAP de Barcelona, Secc. 18, resolución 156/2006, rec. 1000/2004)

intervención del miniSterio fiScal: De conformidad con lo dispuesto en el art. 749 LEC 
resulta preceptiva la intervención del Ministerio Fiscal por la existencia de hijos menores.

coStaS: Son de aplicación los arts. 394 y 396 LEC en cuanto a las costas procesales.

Por lo expuesto,

SuPlico al Juzgado: Que teniendo por presentado este escrito, junto con sus copias y documentos, 
se sirva admitirlos, tenga por formulada demanda en Solicitud de modificación de me-
didaS acordadas en Sentencia de Separación, de fecha _____, dictada por el Juzgado de Violencia sobre la 
Mujer, Nº __ bajo el Nº de autos __ contra Doña _____, cuyos datos personales a efectos de notificaciones se 
ha dejado señalado en el encabezamiento de este escrito y previo los trámites legales oportunos, con citación 
del Ministerio Fiscal en defensa de los intereses de los menores, se dicte sentencia en virtud de la cual se 
acuerde:

1. Otorgar la guarda y custodia de la menor ___ a favor del padre, Don _____.

2. Establecer un régimen de visitas a favor de la madre, idéntico al que hasta ahora se había establecido 
a favor del padre.

3. Atribuir el domicilio familiar, sito en la calle ______ a la menor y en consecuencia al progenitor que 
ostente guarda y custodia.

4. Fijar la cuantía de la pensión de alimentos en 200 €, y los gastos extraordinarios por mitad.

otroSí digo, Que esta parte solicita el recibimiento a prueba:

1. Se tome declaración a la menor, al ser mayor de 12 años, a fin de acreditar los hechos de la demanda 
referidos a la decisión adoptada por la misma de permanecer con su padre.

2. Se solicite informe de la trabajadora social _____, equipo para tratamiento familiar, para manifestar lo 
anteriormente indicado en el punto octavo.

SuPlico al Juzgado, Que tenga por hecha la anterior manifestación a los efectos oportunos.

Por ser de justicia que pido en _____, a __ de enero de 2013



40   Economist & Jurist   

derecho
penal

LA DIFUSA FRONTERA ENTRE EL ILíCITO MERCANTIL 
Y EL ILíCITO PENAL EN LOS DELITOS SOCIETARIOS

Gabriel castro. Socio del Departamento de Derecho Penal de Garrigues

La aparición de los delitos societarios fue polémica desde el principio. Si siempre se reclamó un delito 
de administración desleal aplicable al ámbito societario, la aparición de diferentes tipos penales que, 
en muchos casos, contemplaban supuestos ya previstos y tratados en el legislación mercantil, generó 
una controversia que dieciocho años no ha cesado. La jurisprudencia no ha sido ajena al debate 

SUMARIO
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Recientemente se han cumplido 
dieciocho años de la llegada a nuestro 
ordenamiento jurídico de los delitos 
societarios, que se incorporaron por 
vez primera a nuestra ley penal sus-
tantiva con ocasión de la promulga-
ción del Código Penal de 1995, cuya 
entrada en vigor se produjo en mayo 
de 1996. 

De las muchas novedades que in-
trodujo ese remozado Código Penal 
(bautizado entonces como el Código 
Penal de la democracia) no fue la me-
nor de ellas la llegada de estos nue-
vos tipos penales, incrustados dentro 
del Título XIII dedicado a los delitos 
contra el patrimonio y contra el orden 
socioeconómico, y que sin embargo no 
merecieron en la exposición de moti-

vos que acompañó a la L.O. 10/1995, 
de 23 de noviembre, ninguna mención 
especial. La cosa se despachó con una 
genérica referencia a que: “…se ha 
afrontado la antinomia existente entre 
el principio de intervención mínima y 
las crecientes necesidades de tutela en 
una sociedad cada vez más compleja, 
dando prudente acogida a nuevas for-
mas de delincuencia…” 
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•	 ley orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. (nor-
mas básicas. Marginal: 14269) Arts.; 290, 291, 292, 293, 294 y 
295.

Tomándole la palabra al autor de la 
exposición de motivos cabría pregun-
tarse ahora, con la perspectiva que 
nos dan los dieciocho años transcurri-
dos, si efectivamente fue un acto de 
prudencia incorporar al Código Penal 
este conjunto de delitos. Reconozcá-
moslo: aunque siempre es tentador 
cargar contra el legislador en este 
caso debe admitirse que una regula-
ción penal sobre la materia era por 
aquel entonces una de las demandas 
más recurrentemente planteadas por 
la doctrina, y de hecho los distintos 
proyectos que precedieron al Código 
Penal finalmente promulgado trataron 
de una u otra forma la cuestión. El 
resultado en todo caso no satisfizo a 
todos, y en general se ha cuestionado 
que varios de nuevos delitos debieran 
tener tal consideración. Valgan en este 
sentido las palabras de Miguel Bajo y 
Silvina Bacigalupo1 cuando señalan 
que, de todos los preceptos incorpora-
dos, solo la administración desleal 
(artículo 295 CP) y la información 
inveraz de cuentas anuales y otros 
documentos (artículo 290 CP) me-
recen realmente tener relevancia 
penal, descartando así que la impo-
sición de acuerdos abusivos (ar-
tículos 291 y 292 CP), la negación 
de derechos de los socios (artículo 
293 CP) o el impedimento de ac-
tuaciones de inspección (artículo 
294 CP) pudieran tenerla.

Ciertamente nos enfrentamos a una 
de las manifestaciones concretas más 
elocuentes de un creciente fenómeno 
general como es el de la expansión del 
Derecho penal, que en acertadas pala-
bras de Jesús Silva2  resultaría ser una 
situación que no solo se explica por el 
permanente recurso a la legislación 
penal que el aparato estatal utiliza 
como rápida solución a los problemas 
sociales, sino que igualmente se justi-
fica en la existencia en nuestro ámbito 
cultural de una verdadera demanda 
social de más protección.

En todo caso las modestas preten-
siones de este artículo no se centran 
en determinar si los diferentes com-
portamientos que se engloban dentro 
de los delitos societarios realmente 
necesitan algo más que la protección 
que ya les brinda el ordenamiento 
mercantil, y si en recapitular suma-
riamente cuales son los criterios 
dominantes que se están utilizan-
do a la hora de discernir cuando 
basta el derecho privado y cuando 
se considera que los hechos me-
recen reproche penal. En definitiva 
intentar precisar donde se encuentra 

        1 BAJO FERNÁNDEZ. M/BACIGALUPO SAGESSE. S “Derecho penal económico” 2ª ed. 2010. Pág. 614.    
 2 SILVA SÁNCHEZ. JM “La expansión del Derecho Penal” 2ª Ed. 2008 Pág. 6      
 

“una llevanza incompleta de la contabilidad 
no supone existencia de delito contable en 
tanto en cuanto no haya falseamiento”
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“si el administrador no sólo incumple 
los deberes de fidelidad, sino que actúa 
prevaliéndose de las funciones propias de 
su cargo con la intención de obtener un 
beneficio propio o de procurárselo a un 
tercero, el comportamiento tiene los perfiles 
netos de una administración desleal”

esa difusa frontera a la que aludía en 
el título, pues como bien señalan Fer-
nando Sequeros y Manuel Dolz3  es 
dudoso que puedan aportarse argu-
mentos incontestables para solven-
tar los problemas de calificación que 
entrañan la mayoría de las conductas 
tipificadas en los artículos 290 a 295.

La primera de las conductas a ana-
lizar es la consistente en el falsea-
miento de las cuentas anuales 
prevista en el artículo 290 cP, 
también denominado “delito con-
table”. En el mismo se sanciona el 
falseamiento de las cuentas anua-
les u otros documentos que de-
ban reflejar la situación jurídica o 
económica de la entidad y que sea 
de forma idónea para causar un 
perjuicio económico a la misma, 
a alguno de sus socios, o a un ter-
cero. No se exige una efectivo daño 
monetario a estos últimos para enten-
der consumado el ilícito, y si concurre 
se aplica una pena agravada.

La jurisprudencia tiene indicado 
que la irregularidad no equivale a fal-
seamiento, que siempre ha de reflejar 
una imagen infiel de la sociedad (Sen-
tencia de la Sección 1ª de la au-
diencia Provincial de la coruña 
de 11 de diciembre de 2007) y en 
diversas ocasiones ha señalado que 
una llevanza incompleta de la con-
tabilidad no supone su existencia 
en tanto en cuanto no haya fal-
seamiento (Sentencia de la Sec-
ción 6ª de la audiencia Provincial 
de zaragoza de 22 de marzo  de 
2010; Sentencia de la Sección 
3ª de la audiencia Provincial de 
madrid de 31 de enero de 2001; 
Sentencia del tribunal Supremo 
de 19 de marzo de 2013).

Se ha precisado que, no obstante 
resultar un numerus apertus los docu-

mentos que pueden generar la aplica-
ción del tipo, es preciso que reflejen 
la situación económica de la sociedad. 
Así, por ejemplo, la Sentencia del 
tribunal Supremo de 26 de sep-
tiembre de 2012 señala que el libro 
mayor no es un libro obligatorio ni 
describe la situación real de la empre-
sa. En Sentencia del tribunal Su-
premo de 7 de noviembre de 2003 
se descartó la aplicación del precepto 
analizado por entender que las dife-
rencias entre los balances presentados 
por los administradores y los interven-
tores  eran atribuibles a los distintos 
criterios de contabilidad aplicados.

El artículo 291 CP sanciona los 
acuerdos abusivos consistentes en 

imponer acuerdos abusivos, con 
ánimo de lucro propio o ajeno, en 
perjuicio de los demás socio, y sin 
que reporten beneficios a la sociedad 
prevaliéndose de una situación mayo-
ritaria en la Junta de accionistas o el 
órgano de administración de cualquier 
sociedad constituida o en formación.

La discutida trascendencia penal 
del comportamiento definido ha que-
dado demostrada, en la práctica, por 
los escasos pronunciamientos conde-
natorios que se han producido con 
aplicación de este precepto. la Sen-
tencia de 17 de marzo de 2003 
de la Sección 2ª de la audiencia 
Provincial de islas baleares, con 
expresa invocación del principio de in-

     3   SEQUEROS SAZATORNIL. F/DOLZ LAGO. MJ “Delitos societarios y conductas afines” 3ª ED. 2013 Pág. 1265    
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tervención mínima, señalaba que de-
cisiones que podían vulnerar pre-
visiones estatutarias eran temas 
estrictamente civiles. Se ha negado 
jurisprudencialmente que acuerdos de 
disolución de la sociedad, cuestiona-
dos por accionistas minoritarios como 
abusivos, pudieran colmar las exigen-
cias típicas (Así Sentencia 29 de la 
audiencia Provincial de lugo de 
29 enero de 2000, auto de la au-
diencia Provincial de castellón 
de 31 de enero de 2000 o Senten-
cia del tribunal Supremo de 17 
de abril de 2002). Incluso, aunque 
ciertamente el artículo 291 no espe-
cifica qué clase de perjuicio deben 
sufrir los socios como consecuencia 
de la adopción del acuerdo supuesta-
mente abusivo, se tiende a considerar 
que el contenido del perjuicio debe-
rá ser de carácter patrimonial (auto 
de la Sección 6ª de la audiencia 
Provincial de barcelona de 23 de 
junio de 2004).

Por su parte, el artículo 292 CP 
castiga los denominados acuerdos 
lesivos consistentes en imponer o 
aprovechar para sí o para un ter-
cero, en perjuicio de la sociedad o 
de alguno de sus socios, un acuer-
do lesivo adoptado por una mayo-
ría ficticia, obtenida por abuso de 
firma en blanco, por atribución 
indebida del derecho de voto a 
quienes legalmente carezcan del 
mismo, por negación ilícita del 
ejercicio de este derecho a quie-
nes lo tengan reconocido por la 
ley, o por cualquier otro medio o 
procedimiento semejante.

Nuevamente nos enfrentamos a un 
precepto cuya escasa utilidad queda 
demostrada por la práctica inexisten-
cia de pronunciamientos condenato-
rios. La Sentencia de la Sección 
1ª de la audiencia Provincial de 
la coruña de 5 de febrero de 2014 
indica que, aun cuando se había ocul-
tado la existencia de la participación 

en la sociedad de un socio, las irregu-
laridades o ilegalidades mercantiles 
no tienen por qué generar un delito y 

la ley penal ha de ser interpretada res-
trictivamente, sin que, pueda hacer-
se una interpretación extensiva de la 
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norma contra reo. En similar sentido 
se manifiesta la Sentencia del tri-
bunal Supremo de 19 de diciem-
bre de 2013 cuando confirma que 
el inciso “por cualquier otro medio o 
procedimiento semejante” ha de ser 
interpretado restrictivamente pues el 
acuerdo ha de ser perjudicial para la 
propia sociedad o para alguno de sus 
socios, sin contemplarse el perjuicio a 
otra sociedad.

El artículo 293 sanciona el impe-
dimento a un socio el ejercicio de 
sus derechos castigando a los ad-
ministradores que sin causa legal 
negaren o impidieren a un socio 
el ejercicio de los derechos de 
información, participación en la 
gestión o control de la actividad 
social, o suscripción preferente 
de acciones reconocidos por las 
leyes.

la Sentencia del tribunal Su-
premo de 14 de julio de 2006  pre-
cisa en relación a este precepto que es 
necesario restringir los supuestos que 
justifican la intervención penal, que 
deben quedar limitados a los compor-
tamientos más abiertamente impedi-
tivos del ejercicio de estos derechos 
básicos, para diferenciarlos de los su-
puestos en que lo que se discute es 
simplemente la suficiencia del modo 
en que se ha atendido a los derechos 
de los accionistas, supuestos natural-
mente reservados al ámbito mercan-
til. la Sentencia de la Sección 1ª 
de la audiencia Provincial de las 
islas baleares de 13 de febrero 
de 2014 indica que “negar” equivale 
a desconocer dichos derechos e “im-
pedir” equivale a imposibilitar, por lo 
que las alegaciones sobre demoras, 
omisiones o simples dificultades que-
dan al margen del comportamiento 
típico sin perjuicio de la responsabi-
lidad que proceda en el ámbito mer-

“se tipifica la gestión desleal que se 
comete habiéndose probado que existió un 
perjuicio para el patrimonio social como 
consecuencia de la gestión de la mercantil 
con infracción, consciente y consentida, 
de los deberes de fidelidad inherentes a la 
función administradora desempeñada por el 
sujeto activo”

cantil. El hecho de que los accionistas 
puedan considerar insuficientes o in-
satisfactoria las informaciones, acla-
raciones o explicaciones ofrecida por 
el órgano de administración es ajeno 
al tipo penal (Sentencia de la Sec-
ción 3ª de la audiencia Provincial 
de madrid de 23 de diciembre de 
2004).

El artículo 294, en el denominado 
delito de impedimento de la actua-
ción inspectora, castiga la nega-
ción o imposibilidad de la actua-
ción de las personas, órganos o 
entidades inspectoras o supervi-
soras  en una sociedad sometida 

o que actúe en mercados sujetos 
a supervisión administrativa.

Respecto de este precepto, cuyo 
cuestionamiento ha sido particular-
mente intenso desde el momento mis-
mo de su aparición, se ha advertido 
siempre de la necesidad de delimitar 
bien su aplicación pues obviamente 
cualquier sociedad está sometida a 
supervisión administrativa, conclu-
yéndose que esa supervisión ha de 
ser, conforme a la mejor doctrina, de 
naturaleza financiera4, no pudiendo 
dejar de advertirse que al tratarse de 
comportamientos sujetos a super-
visión administrativa pueden llegar 

       4  BAJO FERNÁNDEZ. M/BACIGALUPO SAGESSE. S “Derecho penal económico”  Pág. 674.     
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CONCLUSIONES            
           

•	 la materia se presta más a un análisis según el tradicional método del derecho de casos anglosajón que al esta-
blecimiento de principios uniformes con pretensiones de generalidad, pues en el marco de su normal cometido 
los administradores, directivos o socios de las entidades mercantiles pueden verse inmersos en responsabilidad 
civil o delictiva ejecutando conducta de apariencia idéntica. la jurisprudencia que ha emanado de diferentes 
delitos societarios ha sido sensible a esta circunstancia y, en general, ha optado por una aplicación restrictiva 
descartando la imposición de condenas cuando se entendía que las controversias tenían una razonable resolu-
ción civil 

a darse potenciales situaciones de 
vulneración del principio “non bis in 
ídem”5 . Lo cierto es que, salvo error 
por mi parte, dieciocho años después 
no se ha dado ningún pronunciamien-
to condenatorio con invocación de 
este artículo.

Y finalmente queda el artículo 295 
que sanciona la administración des-
leal consistente en disponer frau-
dulentamente de los bienes de la 
sociedad o contraer obligaciones 
a cargo de ésta causando direc-
tamente un perjuicio económi-
camente evaluable a sus socios, 
depositarios, cuentapartícipes o 
titulares de los bienes, valores o 
capital que administren, hacién-
dolo en beneficio propio o de un 
tercero y con abuso de las funcio-
nes propias del cargo.

este precepto justifica por sí 
solo la novedad de los delitos so-
cietarios y es, con mucho, el más 
intensamente invocado, el más 
estudiado por la doctrina y el 
más aplicado por juzgados y tri-
bunales, al punto que el análisis de 
sus puntos de fricción con los ilícitos 
civiles –así como con otros tipos pena-
les, señaladamente el delito de apro-
piación indebida.

Baste por ello decir, como reca-
pitula la reciente Sentencia de la 
sección 6ª de la audiencia Pro-
vincial de Santa cruz de teneri-
fe de 10 de enero de 2014  que el 
delito tipifica la gestión desleal que 
se comete habiéndose probado que 
existió un perjuicio para el patrimo-
nio social como consecuencia de la 
gestión de la mercantil con infrac-

ción, consciente y consentida, de 
los deberes de fidelidad inherentes 
a la función administradora desem-
peñada por el sujeto activo. No se 
exige en todos sus casos un «animus 
rem sibi habendi», aunque tampoco 
se excluya, y para su perfección en 
el plano subjetivo se precisa de un 
dolo genérico sobre el conocimien-
to y consentimiento del perjuicio 
que se ocasiona al principal. Si el 
administrador no sólo incumple los 
deberes de fidelidad, sino que ac-
túa prevaliéndose de las funciones 
propias de su cargo con la intención 
de obtener un beneficio propio o de 
procurárselo a un tercero, el com-
portamiento tiene los perfiles netos 
de una administración desleal. n

      5  SEQUEROS SAZATORNIL. F/DOLZ LAGO. MJ “Delitos societarios y conductas afines” Pág. 1320 y ss.  
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LA ASISTENCIA LETRADA EN DEPENDENCIAS 
POLICIALES A LA VISTA DE LAS MODIFICACIONES 
OPERADAS POR LAS DIRECTIVAS EUROPEAS 

andrés maluenda martínez. Abogado de Molins & silva, Defensa Penal 
Vocal de la sección de Derecho Penal del ICAB

La actual redacción del artículo 520 de la LECrim, que regula los derechos del detenido y la asistencia 
letrada, se remonta a la LO 14/1983, de 12 de diciembre, que modificó nuestra ley rituaria. Sin em-
bargo, en estos últimos dos años se han producido más propuestas de modificación que en los últimos 
30, con el permiso de las modificaciones incidentales operadas por la Ley 38/2002 y LO 8/2002, que 
introdujeron los juicios rápidos en la LECrim. Si bien el texto del referido artículo sigue intacto, hoy 
estamos ante un momento decisivo cuyo desenlace va a definir el modelo sobre asistencia al detenido 
en nuestro país para los próximos lustros. 

En efecto, desde instituciones locales, como el Ilustre Colegio de Abogados de Barcelona, que en el mes 
de octubre de 2013 celebró su 1er Congreso del Turno de oficio, con una especial mención a la asisten-
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3. Modificaciones previstas para el artículo 520 de la LECrim, regulador de la Asistencia al detenido.                 
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introducción

En el plano legislativo, cuatro gran-
des proyectos de ley planean sobre 
este y otros muchos elementos de 
nuestro sistema penal, sustantivo y 
procesal: (1) el Código Procesal Pe-
nal; (2) la reforma del Código Penal, 
que tendrá repercusiones en el plano 
procesal y (3) el Anteproyecto del Es-
tatuto de la Víctima, cuya disposición 
final quinta incluye una modificación 
del propio artículo 520 de la LECrim 
por último, (4) el Proyecto de ley or-
gánica sobre intercambio de informa-
ción de antecedentes penales a nivel 
europeo que comportará consecuen-
cias directas en las detenciones po-
liciales (esta información será muy 
relevante si se tiene en cuenta que, 
en el futuro, las detenciones, y en es-

jURISpRUdENCIA

www.bdifusion.es

•	 Auto del tribunal Constitucional de fecha 30 de enero de 2006.

•	 sentencia del tribunal de Justicia de la Comunidad Europea, sala 
Pleno, de fecha 5 de octubre de 2004.

•	 sentencia del tribunal de Justicia de la Comunidad Europea, sala 
Pleno, de fecha 22 de febrero de 1990.

•	 sentencia del tribunal Constitucional de fecha 19 de septiembre de 
1994, núm. 252/1994, nº rec. 249/1993, (Marginal: 53605)

“la asistencia letrada consiste en; 
garantizar los derechos del detenido; 
consignar cualquier incidencia sucedida 
durante la detención y, entrevistarse con el 
detenido tras su declaración”

cia al detenido, pasando por la 
reciente Propuesta de Normas 
de reparto para 2014 emitida 
por los Magistrados de los Juz-
gados de Instrucción de Barce-
lona hasta las críticas emana-
das del propio Consejo General 
del Poder Judicial a la redacción 
del Anteproyecto del Estatuto de 
la Víctima, todos los operado-
res jurídicos exigen desde hace 
tiempo una modificación del ré-
gimen del detenido.

pecial las de los extranjeros, deberán 
ser motivadas). 

Por encima de todo lo anterior, el 
Parlamento Europeo y el Consejo han 
dictado dos Directivas que inciden 
directamente en la asistencia al dete-
nido (además de la antigua Directiva 
2010/64/UE sobre el Derecho a la 
traducción e interpretación). La pri-
mera, la Directiva 2012/13/UE sobre 
derecho de información en los proce-

dimientos penales, cuya trasposición 
debería haberse producido el pasa-
do 2 de junio de 2014 (y al momen-
to de este artículo sigue sin haberse 
traspuesto) y, la segunda, la Directiva 
2013/48/UE sobre derecho a la asis-
tencia letrada en procesos penales, 
cuya trasposición está prevista para el 
27 de noviembre de 2016. 

Las únicas modificaciones que ha 
experimentado el régimen sobre asis-



48   Economist & Jurist   

derecho
penal

tencia al detenido han sido las que ha 
ido introduciendo la Comisión Nacio-
nal de Coordinación de Policía Judi-
cial a través de sus “Criterios genera-
les para la práctica de diligencias por 
la Policía Judicial”, pues desde este 
órgano se dictan directrices, al estilo 
de las Circulares de Fiscalía, para el 
ejercicio de las funciones policiales 
(por ejemplo, la entrega de la decla-
ración policial al letrado que asiste a 
la misma). 

sistEma lEGal viGEntE

la asistencia al detenido 
viene regulada en el artículo 
520 de la lecrim, que a su 
vez viene complementado por 
aquellos preceptos relativos a 
los derechos del imputado y a 
las normas de interrogatorio 
judicial contempladas en las 
reglas del sumario (artículos 
118 y 385-409 LECrim). 

El artículo 520 se estructura 
del siguiente modo: por un lado, 

regula los derechos del detenido 
y, por el otro, delimita el conte-
nido de la asistencia letrada en 
dependencias policiales, aspecto 
este en el que profundizaremos 
en este artículo, regulado en su 
último párrafo que dice así: 

“6. La asistencia del Abogado 
consistirá en:

a) Solicitar, en su caso, que se 
informe al detenido o preso de los 
derechos establecidos en el número 
2 de este artículo y que se proceda 
al reconocimiento médico señalado 
en su párrafo f). 

b) Solicitar de la autoridad ju-
dicial o funcionario que hubiesen 
practicado la diligencia en que el 
Abogado haya intervenido, una vez 
terminada ésta, la declaración o am-
pliación de los extremos que con-
sidere convenientes, así como la 
consignación en el acta de cualquier 
incidencia que haya tenido lugar du-
rante su práctica. 

c) Entrevistarse reservadamen-
te con el detenido al término de 
la práctica de la diligencia en que 
hubiere intervenido”. 

a la vista de la legalidad vi-
gente, podemos concluir que, 
actualmente, la asistencia letra-
da consiste en: 1) garantizar los 
derechos del detenido; 2) con-
signar cualquier incidencia su-
cedida durante la detención y, 3) 
entrevistarse con el detenido tras 
su declaración.

modificacionEs prEvis-
tas para El artículo 520 dE 
la lEcrim, rEGulador dE la 
asistEncia al dEtEnido

A) a nIVEl CoMUnItArIo

Entre el año 2012 y el año 2013 se 
han dictado dos importantes Directi-
vas europeas: 

a) Directiva 2012/13/UE 

directiva fecha publicación douE órgano título trasposición

2012/13/uE 22/05/2012 l-142 1/06/2013
parlamento Euro-
peo y del consejo

relativa al derecho 
a la información 
en los procesos 

penales

02/06/2014

novedades más relevantes
acceso al atestado, al expediente y las pruebas materiales así como impug-

nar la situación de privación de libertad

invocabilidad de la directiva
no ha sido traspuesta pero puede ser invocada al amparo de la jurispruden-

cia del tjcE
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•	 ley de Enjuiciamiento Criminal. (normas básicas. Marginal: 3544). Arts.; 118, 385-409, 520, 776.3

•	 ley 38/2002, de 24 de octubre, de reforma parcial de la ley de Enjuiciamiento Criminal, sobre procedimiento 
para el enjuiciamiento rápido e inmediato de determinados delitos y faltas, y de modificación del procedimiento 
abreviado. (legislación General. Marginal: 23573)

•	 ley orgánica 8/2002, de 24 de octubre, complementaria de la ley de reforma parcial de la ley de Enjuicia-
miento Criminal, sobre procedimiento para el enjuiciamiento rápido e inmediato de determinados delitos y 
faltas, y de modificación del procedimiento abreviado. (legislación General.Marginal:23146)

•	 ley orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del código penal. (normas básicas. Marginal: 14269)

•	 Directiva 2010/64/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de octubre de 2010, relativa al derecho a 
interpretación y a traducción en los procesos penales.

•	 Directiva 2012/13/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 22 de mayo de 2012 relativa al derecho a la 
información en los procesos penales. (normas básicas. Marginal: 4870040). Arts.; 4.2.a), 4.3, 4.5, 7, 7.2, 
7.5, 8.2. 

•	 Directiva 2013/48/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de octubre de 2013, sobre el derecho a la 
asistencia de letrado en los procesos penales y en los procedimientos relativos a la orden de detención europea, 
y sobre el derecho a que se informe a un tercero en el momento de la privación de libertad y a comunicarse con 
terceros y con autoridades consulares durante la privación de libertad. (legislación General.Marginal:684435). 
Arts.; 3. a), 3.b), 3. c), 4, 6, 7, 8, 10.

•	 ley 14/2003, de 26 de mayo, de modificación de la ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el 
Estatuto orgánico del Ministerio Fiscal.

• novedades procesales más 
relevantes

 - artículo 4.2.a: acceso al ates-
tado: “Derecho del detenido de acce-
so a los materiales del expediente”. 

- artículo 4.3: impugnación de 
la situación de privación de li-
bertad. “La declaración de derechos 
contendrá, asimismo, información 
básica relativa a las posibilidades, 
con arreglo a la legislación nacional, 
de impugnación de la legalidad de la 
detención, obtención de una revisión 
de la misma, o solicitud de la liber-
tad provisional”. Ello debe ponerse en 
relación con la Ley Orgánica de 24 
de mayo de 1984 (en adelante L.O. 

6/84), de Habeas Corpus, que tiene 
como finalidad, poner al detenido in-
mediatamente a disposición de la Au-
toridad Judicial competente, para que 
ésta realice un control de la legalidad 
o ilegalidad de la detención.

- artículo 4.5: traducción 
e interpretación. “Los Estados 
miembros garantizarán que la perso-
na sospechosa o acusada reciba una 
declaración de derechos escrita en 
una lengua que comprenda. Cuando 
no se disponga de la declaración de 
derechos en la lengua apropiada, se 
informará a la persona sospechosa o 
acusada de sus derechos oralmente, 
en una lengua que comprenda. Pos-
teriormente se le deberá entregar, sin 

demora indebida, una declaración de 
derechos en una lengua que com-
prenda”.

- artículo 7. derecho a los 
materiales del expediente (salvo 
excepciones): “Cuando una persona 
sea objeto de detención o privación 
de libertad en cualquier fase del 
proceso penal, los Estados miem-
bros garantizarán que se entregue a 
la persona detenida o a su abogado 
aquellos documentos relaciona-
dos con el expediente específico 
que obren en poder de las autori-
dades competentes y que resulten 
fundamentales para impugnar de 
manera efectiva, con arreglo a lo 
establecido en la legislación na-
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cional, la legalidad de la deten-
ción o de la privación de libertad. 
Ello, debe completarse con el Con-
siderando (30), que señala: “los do-
cumentos y, si procede, fotogra-
fías y grabaciones de sonido o de 
vídeo, que resulten fundamenta-
les para impugnar de forma efec-
tiva la legalidad de la detención o 
privación de libertad de una persona 
sospechosa o acusada, con arreglo a la 
legislación nacional, deben ponerse a 
disposición de esta o de su abogado a 
más tardar antes del momento en que 
una autoridad judicial competente 
deba decidir sobre la legalidad de la 
detención o privación de libertad de 
conformidad con el artículo 5, apar-
tado 4, del CEDH, y en el momen-
to oportuno para permitir el ejercicio 
efectivo del derecho a impugnar la 

legalidad de la detención o privación 
de libertad”.

- artículo 7.2: equidad del 
proceso. acceso a las pruebas 
materiales “Los Estados miembros 
garantizarán que la persona acusada 
o sospechosa o su abogado tengan 
acceso al menos a la totalidad de las 
pruebas materiales en posesión de las 
autoridades competentes a favor o en 
contra de dicha persona, para salva-
guardar la equidad del proceso y pre-
parar la defensa”.

Todos los materiales, documen-
tos y pruebas, se entregarán gratui-
tamente (artículo 7.5). La denega-
ción de los derechos anteriores sin 
motivo, será objeto del correspon-
diente recurso (artículo 8.2).

Esta directiva se avanza, de 
modo indirecto, al contenido de 
la Directiva 2013/48/UE, pues 
aunque no se especifique en su 
articulado, su anexo i, modelo 
indicativo de la declaración 
de derechos, de la directiva 
2012/13/ue, permite la posi-
bilidad de aconsejar al dete-
nido sobre guardar silencio. 
en el anexo i puede leerse: 
“derecho a permanecer en si-
lencio”. cuando le interrogue 
la policía u otras autoridades 
competentes, no está obligado 
a responder a preguntas sobre 
el supuesto delito. Su abogado 
puede ayudarle a decidir sobre 
esta cuestión”.

b) Directiva 2013/48/UE

directiva fecha
publicación 

douE
órgano título trasposición

2013/48/
uE

22/10/2013
l-294/1 

6/11/2013

parlamento 
Europeo y 

del consejo

sobre el derecho a la asistencia del 
letrado en los procesos penales y 

en los procedimientos relativos a la 
orden de detención europea sobre el 
derecho a que se informe a un terce-
ro en el momento de la privación de 
libertad y a comunicarse con terceros 
y con autoridades consulares durante 

la privación de libertad

27/11/2016

novedades más relevantes
Entrevista previa del abogado con el detenido así como la posibilidad del deteni-

do de comunicar con terceros

invocabilidad de la
 directiva

no ha sido traspuesta y no puede ser invocada hasta noviembre de 2016
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•	novedades procesales más 
relevantes

- artículo 3.a: entrevista previa 
del abogado con el detenido: “Los 
Estados miembros velarán por que el 
sospechoso o acusado tenga derecho 
a entrevistarse en privado y a comuni-
carse con el letrado que lo represente, 
inclusive con anterioridad a que sea 
interrogado por la policía u otras fuer-
zas o cuerpos de seguridad o autori-
dades judiciales”. Esta modificación 
es la más relevante pues, hasta ahora, 
las únicas resoluciones que ampara-
ban el consejo del letrado al detenido 
sobre declarar en sede policial era la 
Jurisprudencia emanada del Tribunal 
Constitucional. Por todos, el Auto del 
TC 23/2006, de 30 de enero y la STC 
252/1994, de 19 de septiembre, que 
señala: el letrado prestará “el debido 
asesoramiento técnico sobre la con-
ducta a observar en los interrogato-
rios, incluida la de guardar silencio”. 
A pesar de que este derecho no esta 
positivizado, en el fondo es habitual 
llevar a cabo esta conducta, a pesar 
de la directriz contenida en los “Cri-
terios Generales para  la práctica de 
diligencias por la Policía Judicial” que 
establece “en caso de injerencias 
del abogado, antes o durante la 
declaración, aunque la ley no lo 
explicita, la práctica recomien-
da suspenderla y dar cuenta a la 
autoridad judicial y al colegio de 
abogados y, en su caso, solicitar 
la presencia de nuevo letrado”. 
Como es de suponer, los correspon-
dientes colegios de abogados ar-

chivan inmediatamente los expe-
dientes disciplinarios si la causa 
de esta injerencia es la de acon-
sejar sobre si guardar silencio o 
no. Como se ha avanzado en el punto 
anterior, ya el propio Anexo I de la Di-
rectiva 2012/13/UE contempla esta 
posibilidad.

- artículo 3.b: asistencia efec-
tiva: “Los Estados miembros velarán 
por que el sospechoso o acusado ten-
ga derecho a que su letrado esté pre-
sente e intervenga de manera efectiva 
cuando lo interroguen”. 

- artículo 3.c: Presencia letra-
da en la investigación: “Los Esta-
dos miembros velarán por que el sos-
pechoso o acusado tenga derecho al 
menos a que su letrado esté presente 
en las siguientes actuaciones de inves-
tigación o de obtención de pruebas… 
Ruedas de reconocimiento; careos; 

reconstrucción de los hechos”. 

- artículo 4. confidencialidad: 
“Los Estados miembros respetarán la 
confidencialidad de las comunicacio-
nes entre los sospechosos o acusados 
y sus letrados, en el ejercicio del dere-
cho a la asistencia de letrado previsto 
en la presente Directiva. Dichas co-
municaciones incluirán las reuniones, 
la correspondencia, las conversacio-
nes telefónicas y otras formas de co-
municación permitidas de conformi-
dad con la normativa nacional”. 

- artículo 6: comunicación del 
detenido con terceros (salvo ex-
cepciones): “Los Estados miembros 
velarán por que los sospechosos o 
acusados que estén privados de liber-
tad tengan derecho a comunicarse sin 
demora injustificada con, al menos, 
un tercero de su elección, por ejemplo 
un familiar. Del mismo modo, el ciu-

“las directivas comunitarias pueden ser invocadas por los 
operadores jurídicos, incluso por los particulares, si cumplen 
los requisitos de la jurisprudencia del tribunal de justicia de la 
comunidad Europea”
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dadano europeo, podrá comunicarse 
con su consulado (artículo 7). 

Todos estos derechos tienen pre-
vistas unas excepciones que deberán 
motivarse y ser proporcionadas y li-
mitadas en el tiempo (artículo 8). Por 
último, se establece la necesidad de 
ser asistido por un letrado en los pro-
cedimientos de orden de detención 
europea (artículo 10). 

c) la trasposición de Directivas 
Comunitarias 

A pesar de que las Directivas entran 
en vigor una vez son publicadas en el 
DOUE, para que las mismas produzca 
efectos en el estado miembro deben 
ser traspuestas al ordenamiento 
nacional. Sin embargo, las mismas 
pueden ser invocadas por los 
operadores jurídicos, incluso por 
los particulares, si cumplen los 
requisitos de la jurisprudencia 
del tribunal de Justicia de la 
comunidad europea, a saber, 
1) Que haya transcurrido el plazo 
señalado para la trasposición o que 
se haya realizado una trasposición 
incorrecta, 2) que el precepto no 

esté sujeto a condición y 3) que el 
mismo sea suficientemente preciso. 
Exponente de esta doctrina son las 
STJCE (Sala Pleno) de 22 de febrero 
de 1990 y STJCE (Gran Sala) de 
5 de octubre de 2004. Esta última 
señala: “desde el punto de vista de su 
contenido, (aquellas directivas que) 
no estén sujetas a condición alguna 
y sean suficientemente precisas, 
los particulares están legitimados 
para invocarlas ante los órganos 
jurisdiccionales nacionales contra el 
Estado, bien cuando éste no adapte el 
Derecho Nacional a la directiva dentro 
de los plazos señalados, bien cuando 
haga una adaptación incorrecta”. 

Consecuencia de lo anterior es que 
el contenido de la Directiva 2012/13/
UE sobre el Derecho a la información 
en los procesos penales podría ser 
invocado por cualquier particular, 
a pesar de no haber sido 
traspuesta. En los mismos términos 
se podrá invocar la Directiva 2010/64/
UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de octubre de 2010, 
relativa al derecho a interpretación y 
a traducción en los procesos penales, 
cuya trasposición estaba prevista 

para el 27 de octubre de 2013, sin 
que la misma se haya incorporado al 
ordenamiento procesal penal español. 
Para invocar la Directiva 2013/48/
UE habrá que esperar al mes de 
noviembre de 2016. 

El contenido de estas dos Directivas 
(2010/64/UE y 2012/13/UE) ha 
sido parcialmente traspuesto en las 
disposiciones finales cuarta y quinta 
del Anteproyecto de Ley Orgánica 
del Estatuto de la víctima, todavía 
pendiente de entrar en vigor. Sin 
embargo, el legislador ha perdido la 
oportunidad de incluir determinados 
derechos, como la entrevista previa 
del abogado  con el detenido policial, 
que han sido ya promulgados por el 
Parlamento Europeo y el Consejo, 
extremo este criticado por el CGPJ.

B) A nIVEl EstAtAl  

Anteproyecto de ley orgánica 
del estatuto de la víctima del 
delito: Disposición final cuarta y 
quinta (http://www.mjusticia.gob.
es/cs/Satellite/es/1215198252237/
ALegislativa_P/1288774452773/
Detalle.html)

novedad: Modificación de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal para la 
transposición de la Directiva 2010/64/
UE y la 2012/13/UE. Se introduce 
un nuevo artículo 123 que permite 
la traducción de los documentos 
esenciales para garantizar el derecho a 
la defensa y se modifica el artículo 118 
y el artículo 520 de la LECrim que 
introduciendo el derecho de acceso 
a los elementos de las actuaciones 
que sean esenciales para impugnar la 
legalidad de la detención o privación 
de libertad así como imponiendo la 
obligación de  informar al detenido de 
los plazos máximos legales de duración 
de la detención y del procedimiento 
por medio del cual se puede impugnar 
la legalidad de la detención.
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Situación legislativa: en trámite. 
Texto aprobado por el Gobierno en 
fecha 1 de agosto de 2014.

Anteproyecto de ley Procesal 
Penal: Arts. 167-168 y 172-173

novedad: (1) Designar Abogado 
y solicitar su presencia para que le 
asista en la preparación y desarrollo 
de sus interrogatorios, e intervenga 
en todo reconocimiento del que sea 
objeto a efectos de identificación; 
(2)  Derecho al conocimiento de 
las actuaciones mediante petición 
realizada al Fiscal, salvo que se declare 
el secreto y (3) Modificación del plazo 
en el que el abogado debe acudir al 
centro de detención, de las anteriores 
8 horas a las 3 horas, a contar desde 
el momento de la notificación al 
correspondiente colegio de abogados. 

Situación legislativa: en trámite.

Proyecto de ley Órgánica sobre 
intercambio de información 
de antecedentes penales y 
consideración de resoluciones 
judiciales penales en la Unión 
Europea: Arts. 6 y 10

novedad: Por un lado, el Registro 
Central de Penados informará sobre 
las condenas pronunciadas en España 
a la autoridad central del Estado de 
la nacionalidad del condenado y por 
otro, se establece la posibilidad de que 
un estado miembro pueda consultar 
los Registros Centrales de Penados de 
los demás estados miembro, siempre 
en el marco de un proceso penal.  

Situación legislativa: En trámite. 
Texto enviado a las Cortes Generales

Propuesta de normas de reparto 
2014 dictada por los Magistrados 
de los Juzgados de Instrucción de 
Barcelona: Base Primera. Juzgado 
de Detenidos

novedad: Introducción de una 
segunda conducción policial de los 
detenidos: “Las distintas policías 
presentarán los atestados en el 
Juzgado de Guardia de detenidos 
número 1, a las 9 horas con carácter 
general. Si es necesario se realizará 
una segunda conducción a las 12.30 
horas”. 

Situación legal: En vigor desde el 2 
de julio de 2014 (aprobada por la Sala 
de Gobierno del TSJC el 6 de mayo 
de 2014).

conclusionEs

Primera.-   El marco legal vigente 
en relación con la asistencia al 
detenido es el del  artículo 520.6 de 
la LECrim, en su redacción dada por 
la LO 14/1983, de 12 de diciembre, 
que debe complementarse con las 
siguientes conclusiones. 

Segunda.- El abogado deberá 
acudir al centro de detención a la 
mayor brevedad y, en cualquier caso, 
en un plazo máximo de 8 horas. 

tercera.- En la declaración 
policial del detenido, tanto éste 
como el letrado que le asista, tendrán 
derecho a conocer el motivo de la 
detención; a acceder al atestado, 
así como a los documentos y a las 
pruebas materiales, todo ello de forma 
gratuita. 

•	Fundamentación	 jurídica:	Directiva	
2012/13/UE, artículos 4.2, 7.1 y 7.2 en 
relación con las STJCE (Sala Pleno) de 
22 de febrero de 1990 y STJCE (Gran 
Sala) de 5 de octubre de 2004. 

•	Impugnación	en	caso	de	denegación:	
Consignar la incidencia al amparo del 
artículo 520.6.b de la LECrim una 
vez finalizado el interrogatorio del 
detenido pero en la misma acta de 
declaración. 

cuarta.- Una vez trasladados al 
letrado los motivos que justifican la 
detención, éste podrá impugnar la 
misma.

•	Fundamentación	jurídica:	Directiva	
2012/13/UE, artículo 4.3 en relación 
con las STJCE (Sala Pleno) de 22 de 
febrero de 1990 y STJCE (Gran Sala) 
de 5 de octubre de 2004. 

•	 Impugnación	 de	 la	 detención:	 En	
sede policial, deberá impugnarse 
la detención instando a la Policía 
Judicial a que revise la situación de 
privación de libertad, sobre la base 
del  artículo 520.6.b de la LECrim 
una vez finalizado el interrogatorio 
del detenido pero en la misma acta 
de declaración. De ser desatendida la 
petición en comisaría, se deberá instar, 
en sede judicial, el procedimiento 
de Habeas Corpus con arreglo a las 
disposiciones de la Ley Orgánica 6/84 
de 24 de mayo de 1984 de Habeas 
Corpus.

Quinta.- El letrado podrá aconsejar 
a su cliente sobre si debe o no guardar 
silencio en la declaración policial.

•	 Fundamentación	 jurídica:	 Auto	
del TC 23/2006, de 30 de enero y la 
STC 252/1994, de 19 de septiembre; 
Directiva 2012/13/UE, Anexo I, 
Modelo Indicativo de la declaración 
de derechos (que señala su abogado 
podrá ayudarle a decidir sobre esta 
cuestión) en relación con las STJCE 
(Sala Pleno) de 22 de febrero de 1990 
y STJCE (Gran Sala) de 5 de octubre 
de 2004. 

•	 Impugnación:	En	el	 supuesto	caso	
de que la Policía Judicial¸ a la vista 
de que el letrado ha aconsejado al 
cliente sobre si guardar silencio o no, 
decida suspender la declaración y dar 
cuenta a la Autoridad y al Colegio 
de Abogados, se deberá consignar, 
al amparo del artículo 520.6.b de la 
LECrim, la posibilidad que permite 
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el TC así como la Directiva Europea 
sobre este extremo. En cualquier 
caso, el Juzgado de Guardia remitirá el 
oficio policial al Colegio de Abogados 
correspondiente, que lo archivará 
inmediatamente.

Sexta.- El detenido tendrá derecho 
a interpretación desde el mismo 
momento de la detención y a que le 
sean traducidos los documentos más 
relevantes. 

•	Fundamentación	jurídica:	Directiva	

2010/64/UE, artículos 2.1 y 3.1 en 
relación con las STJCE (Sala Pleno) 
de 22 de febrero de 1990 y STJCE 
(Gran Sala) de 5 de octubre de 2004.

•	Impugnación	en	caso	de	denegación:	
Consignar la incidencia al amparo del 
artículo 520.6.b de la LECrim una 
vez finalizado el interrogatorio del 
detenido pero en la misma acta de 
declaración.

SéPtima.- Segunda conducción. 
Desde el 2 de julio de 2014, y 

únicamente en la ciudad de Barcelona, 
el letrado, conociendo que un 
detenido cumple los requisitos para 
poder ser conducido a los Juzgados de 
Guardia, podrá solicitar una segunda 
conducción. 

•	Fundamentación	Jurídica:	Propuesta	
de Normas de reparto para 2014 
emitida por los Magistrados de los 
Juzgados de Instrucción de Barcelona.

•	 Solicitud:	 En	 el	 juzgado	 de	
Incidencias.n
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contenido de la asistencia letrada 
en comisaría a la vista de la legali-

dad vigente, las directivas euro-
peas dictadas y la jurisprudencia 

del tEdH y el tc

fundamentación jurídica vía impugnación

Garantizar derechos del detenido. 
Consignar cualquier incidencia 
sucedida durante la detención. 

Entrevistarse con el detenido tras 
su declaración

520.6 lECrim
520.6.b lECrim y Juzgado de 

Incidencias

Derecho del abogado a acceder 
al atestado policial, documentos 

y pruebas materiales en sede 
policial, con anterioridad a la 

declaración

Directiva 2012/13/UE, artículos 
4.2, 7.1 y 7.2 en relación con las 

stJCE (sala Pleno) de 22 de febre-
ro de 1990 y stJCE (Gran sala) de 

5 de octubre de 2004

Consignar la incidencia al amparo 
del artículo 520.6.b de la lECrim 

y Juzgado de incidencias

Derecho a impugnar la detención

Directiva 2012/13/UE, artículos 
4.2, 7.1 y 7.2 en relación con las 

stJCE (sala Pleno) de 22 de febre-
ro de 1990 y stJCE (Gran sala) de 

5 de octubre de 2004

En sede policial, consignar la 
incidencia al amparo del artículo 

520.6.b de la lECrim. De ser des-
atendida la petición en comisaría, 

se deberá instar, en sede judi-
cial, el procedimiento de Habeas 

Corpus

Derecho a aconsejar a su cliente 
sobre si debe o no guardar silencio 

en la declaración policial

Auto del tC 23/2006, de 30 de 
enero y la stC 252/1994, de 19 de 
septiembre; Directiva 2012/13/UE, 
Anexo I, Modelo Indicativo de la de-
claración de derechos, en relación 
con las stJCE (sala Pleno) de 22 
de febrero de 1990 y stJCE (Gran 

sala) de 5 de octubre de 2004

En el supuesto que la Policía 
Judicial decida suspender la 

declaración se deberá consignar, 
al amparo del artículo 520.6.b de 
la lECrim, que este posibilidad 

es permitida tanto por el tC como 
por la Directiva Europea

El abogado podrá exigir que al 
detenido extranjero le asista un 

intérprete y le sean traducidos los 
documentos más relevantes

Directiva 2010/64/UE, artículos 
2.1 y 3.1 en relación con las stJCE 

(sala Pleno) de 22 de febrero de 
1990 y stJCE (Gran sala) de 5 de 

octubre de 2004

Consignar la incidencia al amparo 
del artículo 520.6.b de la lECrim 
una vez finalizado el interrogatorio 

del detenido pero en la misma 
acta de declaración

Derecho del letrado a solicitar una 
segunda conducción (únicamente 
en la ciudad de Barcelona y única-
mente si el detenido cunple con 

los requisitos)

normas de reparto para 2014 emiti-
da por los Magistrados de los Juzga-

dos de Instrucción de Barcelona

solicitarlo en el Juzgado de Inci-
dencias
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CONSIDERACIONES LEGALES SOBRE EL DELITO DE 
ACUSACIóN Y DENUNCIA FALSA

francesc bierge Gili y antoni prats vilallonga. Abogados del Departamento de Derecho 
Penal de Marimón Abogados

El Código penal, en su artículo 456, regula el delito de acusación y denuncia falsa, considerando que lo 
cometen quienes, con conocimiento de su falsedad o temerario desprecio hacia la verdad, imputaren a 
alguna persona hechos que, de ser ciertos, constituirían infracción penal, si esta imputación se hiciera 
ante funcionario judicial o administrativo que tenga el deber de proceder a su averiguación.

Y continúa diciendo, dicho precepto, que no podrá procederse contra el denunciante o acusador sino 
tras sentencia o auto firmes de sobreseimiento o de archivo del juez o tribunal que haya conocido de la 
infracción imputada.  

Y añade finalmente que éstos mandarán proceder de oficio contra el denunciante o acusador siempre 
que en la causa principal resulten indicios bastantes de la falsedad de la imputación, sin perjuicio de 
que el hecho pueda también perseguirse previa denuncia del ofendido.

SUMARIO

1. Naturaleza y requisitos del delito de acusación y denuncia falsa; análisis jurisprudencial
2. La posible participación del abogado en la comisión del delito                     

Supuestos prácticos           
							 	•	Posibilidad	de	cometer	el	delito	en	un	supuesto	de	separación	contenciosa		 	 	 	
									•	Agente	de	la	autoridad	de	tráfico	que	redacta	una	denuncia	frente	al	conductor	de		 	 	
     un vehículo            
	 	•	Aspectos	prácticos	del	tipo	penal	en	el	ejercicio	de	la	abogacía

3. Modelo de querella
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naturalEza y rEquisitos

De una primera lectura del pre-
cepto, observamos que se trata de un 
delito de los denominados pluriofen-
sivos,  es decir, aquél que protege al 
mismo tiempo varios bienes jurídicos. 
Por una parte, el honor de la perso-
na acusada o denunciada falsamente 
(a quien se le imputa la realización 
de un hecho delictivo) y, por otra, la 
correcta actuación de la Administra-
ción de Justicia (por cuanto implica 
la utilización indebida de la actividad 
jurisdiccional).

Ahora bien, ¿cuáles son los ele-
mentos de tipo penal y, en conse-
cuencia, los requisitos que juris-
prudencialmente se exigen para 
considerar subsumible una con-
ducta en el delito de acusación y 
denuncia falsa?

•	 En	primer	 lugar,	 tiene que 
darse una imputación. Es decir, 
atribuir a otro una acción, en este 
supuesto un delito, que ha de ser 
falso o, lo que lo mismo, contra-
rio a la verdad. Pero, ¿que se en-
tiende por verdad a efectos punitivos? 
¿A qué verdad se refiere la Ley? ¿Se 
refiere a la verdad objetiva -comparar 
lo que es con lo que se dice que es en 
la denuncia o acusación- o a la subje-
tiva; es decir, lo que el denunciante 
o acusador entendía razonablemente 
que era?

Aunque no existe una visión pa-
cífica y unitaria de esta cuestión, se 
impone la tesis de la veracidad subje-
tiva, de manera que la consumación 
del delito exigirá, además de que exis-
ta una discrepancia entre los hechos  
denunciados y lo realmente ocurrido, 
que el sujeto activo del delito actúe a 
sabiendas de esa discrepancia, o bien, 
con un cierto grado de temeridad.

En este sentido, la jurispruden-
cia del Supremo ha exigido, como 
elemento subjetivo del tipo, la 
intención de faltar a la verdad 

(“con conocimiento de su falsedad o 
temerario desprecio hacia la verdad”), 
lo cual, como siempre que se hace re-
ferencia al ánimo en el derecho penal 
o en cualquier otro sector del orde-
namiento jurídico sancionador, habrá 
de ser inferido de las circunstancias 
concurrentes. Otra solución condu-
ciría a hacer prácticamente inefec-
tivo el derecho a la denuncia como 
una manifestación muy decisiva del 
derecho a la tutela judicial efectiva, 
teniendo en cuenta que, en general, 
en abstracto, el denunciante, cuan-
do hace la correspondiente declara-

LEGISLACIÓN

www.bdifusion.es

•	 ley orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. (nor-
mas básicas. Marginal: 14269) Art; 456.

“los hechos denunciados tienen que ser 
inequívocos y no meras sospechas de 
que aquél al que se acusa pudiera estar 
cometiendo un delito, quedando excluida la 
forma culposa”
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ción, casi nunca tiene la certeza de 
que el hecho que denuncia y, sobre 
todo, que la participación en él, de 
una determinada persona, son cier-
tas. Por tanto, casi siempre se estará 
en presencia de probabilidades y no 
de certezas. Quiere decirse entonces 
que, excluida la forma culposa, este 
delito sólo puede atribuirse a título de 
dolo, únicamente cuando se pruebe o 
se infiera razonable y razonadamente 
que el sujeto llevó a cabo su acusa-
ción o denuncia con malicia. Es decir, 
con conocimiento de la falsedad o con 
manifiesto desprecio hacia la verdad.

Con ello se pone de manifiesto la 
diferencia sustancial existente entre 
que no resulten probados los hechos 
denunciados y la certeza de que quien 
denunció lo hizo a sabiendas de la 
falsedad de lo que imputaba o, como 
mínimo, con temerario desprecio a la 
verdad.

•	 Por	 otra	 parte,	 es	 importan-
te señalar que lo que sanciona el art. 
456 del Código Penal es la falsa im-
putación de hechos que, de ser 
ciertos, constituirían infracción 
penal, no la calificación jurídica 
abusiva de unos hechos determi-
nados. Si los hechos, tal como se 
narran, son sustancialmente ciertos, 
la imputación de que son ilícitos y de 
que constituyen un delito determina-
do podrá ser errónea, carente de base, 
o incluso abusiva y maliciosa, pero no 
integra los elementos del tipo penal 
de acusación o denuncia falsa, ya que 
esta calificación está sujeta en todo 
momento al control del órgano que re-
cibe la denuncia, que no está en modo 
alguno vinculado a la calificación que 
les quiera dar el denunciante ni con-
dicionado por ella.

•	 Otra	 interesante	 cuestión	
que plantea el tipo penal estudiado 
es la existencia de una condición 
de procedibilidad o persiguibili-
dad, como es la necesidad de una 

previa sentencia o auto firme de 
sobreseimiento o archivo. 

Antaño, la jurisprudencia del Tri-
bunal Supremo exigía como requisitos 
procesales para la persecución de este 
delito los siguientes: 

a) Sentencia o auto firme de 
sobreseimiento. La sentencia tenía 
que ser absolutoria y el auto de so-
breseimiento libre. El sobreseimiento 
provisional impedía perseguir el deli-
to. 

b) acuerdo de proceder. Era pre-
ciso que en la sentencia o en el auto 
el propio Tribunal acordara proceder 
contra el denunciado o acusado.

Estos presupuestos procesales de 
perseguibilidad después de la Sen-
tencia del Tribunal Constitucional 
34/1983, de 6 mayo, fueron cuestio-
nados. Respecto al primero, la aludi-
da resolución declaró que el auto de 
sobreseimiento podía ser libre o pro-
visional y, respecto al segundo, que 
el particular podía ejercitar cualquier 
acción penal u otras que estimare per-
tinentes.

De ello se deduce que, actual-
mente, el único requisito para 
perseguir el delito de acusación 
o denuncia falsa es que la causa 
incoada haya terminado por sen-
tencia absolutoria o por auto de 
sobreseimiento libre o provisio-
nal, siendo estas resoluciones fir-
mes, pudiendo abrirse la causa tanto 

en función del testimonio de particu-
lares que ordene librar el juez instruc-
tor para investigar un posible delito de 
acusación o denuncia falsa, como por 
denuncia del propio ofendido.

la posiblE participación 
dEl aboGado En la comisión 
dE EstE dElito

Mención aparte merece el estu-
dio de la participación del abogado 
en el delito de acusación y denuncia 
falsa. 

Por una parte, es obvio que el abo-
gado que interponga una querella en 
nombre de su cliente a sabiendas de 
que los hechos que en la misma se 
contienen son falsos, está partici-
pando activamente en la comisión 
del delito, ya sea en concepto de 
cooperador necesario (redactando 
y fundamentando materialmente la 
querella) o de inductor (aconsejan-
do al cliente su interposición como 
estrategia para ganar una posición 
favorable en una posterior negocia-
ción).

La duda surge en el supuesto en 
el que el abogado no tenga la certeza 
sobre la veracidad de los hechos que 
le manifiesta su cliente y que poste-
riormente traslada en la querella o 
denuncia. Entendemos que no pue-
de exigirse, en términos generales, al 
abogado la obligación de verificar los 
mismos. En consecuencia, no esta-
ríamos ante una conducta típica.

“la acusación o denuncia falsa puede 
interponerse tanto después de dictado 
un auto de sobreseimiento libre como de 
sobreseimiento provisional”
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las sanciones que se prevén son las siguientes

1º. pena de prisión de seis meses a dos años y multa de doce a veinticuatro meses, si se imputara un delito 
grave

2º. pena de multa de doce a veinticuatro meses, si se imputara un delito menos grave

3º. pena de multa de tres a seis meses, si se imputara una falta

Pero es evidente que la mejor 
manera de adentrarse en el estudio 
de cualquier tipo penal es analizando 
algunos casos que, a partir de su de-
sarrollo en la sentencia, ilustran las 
diversas situaciones en las que nos 
podemos hallar en el ejercicio diario 
de nuestra profesión. 

En fecha 1 de marzo de 2013, un 
prestigioso diario nacional publicó 
que “las denuncias falsas es un tema 
que despierta pasiones en España”, 
país que ha experimentado una ace-
lerada influencia del feminismo ins-
titucional en la última década. Unos 
dicen que no se denuncia lo suficien-
te. Otros, que buena parte de esas 
denuncias son falsas. La Fiscalía Ge-
neral del Estado declaró que las de-
nuncias falsas son un 0,01% del total 
(unas 19 por año). Y por supuesto 
hay quienes recelan de esta estadís-
tica. ¿Dónde se encuentra la verdad?

El periodista Carlos Morán publi-
có en el blog de Don Emilio Calata-
yud, Juez de menores de Granada, 
que no es raro que en las separacio-
nes muy conflictivas se incluyan acu-
saciones gravísimas entre los cónyu-
ges como alcoholismo, drogadicción 
o mantenimiento de relaciones se-
xuales delante de los hijos para tratar 
de obtener una sentencia favorable 
por parte del acusador. Esto des-
encadena en muchos casos que in-
tervenga el equipo técnico judicial, 
que retrasa el proceso 8 ó 9 meses. 
Pues bien, el 80 ó 90% de los infor-
mes del referido equipo psicosocial 
desmienten las duras acusaciones 

que se hacen los progenitores. ¿Nos 
encontramos ante acusaciones o 
denuncias falsas? ¿Cuándo una re-
acción desmesurada tras una discu-
sión, en el ámbito familiar,   puede 
acabar en un supuesto de acusación 
o denuncia falsa?

Proceso de separación contenciosa

Analicemos, a partir de un supues-

to práctico, cuándo nos encontramos 
ante este delito. En este caso, se trata 
de un proceso de separación conten-
ciosa con un hijo menor de edad en 
el que uno de los cónyuges, a la que 
llamaremos Antonia, denuncia a su 
pareja por un delito de maltrato en el 
ámbito familiar. Antonia, la presunta 
agredida, denuncia una agresión de la 
que se deriva un eritema en el cuello 
producido por un agarrón, un fuerte 
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golpe y un posterior desmayo. Presen-
ta como prueba documental un infor-
me médico emitido el día de los he-
chos en el que se refleja el eritema, si 
bien no refiere ningún golpe y, menos 
aún, ningún desmayo. Dos días des-
pués, Antonia es visitada por el médi-
co forense, el cual emite un informe 
diciendo que el eritema es muy leve, 
incluso compatible con la llevanza de 
un collar, y que si bien se aprecia un 
golpe, éste es de escasa considera-
ción e insuficiente para provocar un 
desmayo. En suma, considera que el 
desmayo ha sido fingido.

Por tanto, el informe médico emi-
tido el día de los hechos no coincide 
con el informe del médico forense.  
En este último, el paciente refiere un 
golpe que no aparece en el primero y 
concluye que no ha habido desmayo. 
La resolución médica es rotunda:  el 
propio acusado se ha autolesionado.

En el Plenario, Antonia se ratificó 
en la denuncia, constituyendo una 
imputación falsa, precisa y categó-
rica sobre hechos muy concretos y 
específicos y contra una persona de-
terminada. Y no solo eso.  Antonia en 
ningún momento de la instrucción ni 
en el Plenario mostró ningún atisbo 
de duda acerca de los hechos denun-
ciados. Todo lo contrario explicó, con 
todo lujo de detalles, una agresión que 
después quedó probado que era falsa. 
En un momento de la declaración, An-
tonia incluso denunció mantener una 
relación carnal con su pareja, cuando 
después quedó acreditado que había 
mantenido una relación estable desde 
hacía más de un año. Este hecho en-
cendió la ira del Juez haciendo cons-
tar en sentencia que “en este sentido, 
se sea “de pueblo” o “capitalino”,  esta 
duradera relación carnal permite vis-
lumbrar una relación de pareja”.

A la vista de todo ello, el Juez con-
sideró que se daban todos los ele-
mentos del tipo que analizamos, pues 

Antonia había imputado unos hechos 
que, de ser ciertos, hubieran consti-
tuido una infracción penal (delito de 
maltrato doméstico) por parte de una 
persona determinada (su pareja es-
table) y con conocimiento de su fal-
sedad o temerario desprecio hacia la 
verdad (acreditado con los informes 
médicos privado y del médico forense) 
y todo ello ante un funcionario judi-
cial que tenía el deber de proceder a 
su averiguación.

El Juez llegó a preguntarse en la 
sentencia por el móvil/motivo que, 
en principio, guía la comisión de todo 
delito doloso. “¿Qué intención guiaba 
a Antonia cuando no sólo presentó 
la denuncia inicial, luego ratificada y 
después se autolesionó?”, escribió.  La 

única respuesta fue perjudicar a su pa-
reja; pues, de otro modo, no hubiera 
efectuado tales actos.

Denuncia falsa de un agente de la 
autoridad

Veamos ahora otro supuesto. En 
este caso se trata de  un agente de la 
autoridad de Tráfico que redacta una 
denuncia frente al conductor de un 
vehículo por conducir con temeridad 
manifiesta y poniendo en concreto 
peligro la vida o la integridad de las 
personas. La realidad es que el pre-
sunto infractor no estuvo presente en 
ese lugar, hora y día y, por tanto, tal 
hecho no se produjo. Además en la 
instrucción quedó acreditada la mani-
fiesta enemistad entre el agente de la 
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autoridad y el presunto infractor. Con 
anterioridad, la mujer del infractor ha-
bía denunciado al Guardia Civil por 
unas vejaciones, denuncia que acabó 
en Juicio de faltas y condena para el 
Guardia Civil. Asimismo quedó acre-
ditado que el Guardia Civil había 
estado consultando los datos del in-
fractor en la base de datos que tenía 
a su alcance y, sorprendentemente, en 
un momento en el que estaba de baja 
laboral y, por tanto, no se estaba tra-
mitando ningún expediente en contra 
del infractor.

En el Plenario, el Guardia Civil se 
ratificó en que su actuación había sido 
real y correcta y que, incluso el día 
de los hechos, procedió a identificar 
al conductor denunciado por medio 
de su permiso de conducción. Por su 
lado, el infractor ofreció una declara-
ción absolutamente opuesta, manifes-
tando que todo era falso, que el día de 
la supuesta infracción de tráfico libró 
en su trabajo y que ni siquiera usó el 
vehículo denunciado ni ningún otro.

¿Qué llevó al juzgador a condenar 
al Guardia Civil y a tener la certeza de 
que se encontraba ante un supuesto 
de denuncia falsa? Pues, simplemen-
te, la comprobación de lo que había 
declarado el Guardia Civil en el Ple-
nario y su coincidencia con lo que se 
había ido averiguando a lo largo de la 
instrucción.

Recordemos que el Guardia Ci-
vil manifestó que su actuación había 
sido real y correcta. Si hubiera sido 
así, ¿por qué averiguó los datos del 
infractor con anterioridad a la presun-
ta infracción y en un momento en el 
que se encontraba de baja? ¿Por qué 
manifestó el Guaria Civil que él mis-
mo había procedido a la identificación 
del conductor a través de su carnet de 
conducir cuando había en la carretera 
otro coche oficial que prestaba el ser-
vicio de vigilancia en equipo? ¿Cómo 
pudo realizar esta identificación el 

día en que el infractor había librado 
en el trabajo y no había conducido? 
¿Había algún motivo por el que el 
Guardia Civil quisiera perjudicar al 
infractor? ¿Existía alguna razón para 
“denunciar” a este conductor y no a 
otro? Es decir, en terminología penal, 
¿existía un móvil para que el Guardia 
Civil cometiera este delito? También 
lo había. Recordemos que la mujer lo 
había denunciado con anterioridad y a 
resultas de ello había sido condenado 
en un juicio de faltas.

Pues bien, todas estas preguntas y 
contradicciones llevaron al Juez a con-
cluir que estaba ante la imputación de 
unos hechos que de ser ciertos, cons-
tituirían infracción penal, que se im-
putaban a una persona concreta y ante 
un funcionario judicial o administra-
tivo que tenía el deber de proceder a 
su averiguación. En definitiva, estaba 
ante unos hechos en los que se daban 
todos los elementos que configuran el 
tipo penal del artículo 456 del Código 
Penal.

¿Qué movió al Guardia Civil a in-

terponer esta acusación y denuncia 
falsa? Quizás, el hecho de que era 
agente de la autoridad y, por tanto, su 
autoridad y presunción de certeza le 
amparaban, y también,  seguramente, 
el ánimo de revancha que tenía frente 
a la mujer del infractor que, tiempo 
atrás, le había denunciado.

Aspectos prácticos del ejercicio

De lo dicho hasta hora, conclui-
mos que el delito de acusación 
y denuncia falsa sólo puede atri-
buirse a título de dolo.  Es decir, 
únicamente cuando se pruebe o se 
infiera razonable y razonadamente 
que el autor del mismo llevó a cabo 
su acusación o denuncia con malicia, 
con conocimiento de la falsedad o con 
manifiesto desprecio hacia la verdad. 
los hechos denunciados tienen 
que ser inequívocos y no meras 
sospechas de que aquél al que se 
acusa pudiera estar cometiendo 
un delito, quedando excluida la 
forma culposa. Por este motivo, el 
Juez tendrá muy en cuenta la forma-
ción del denunciante, pues no es lo 

“la jurisprudencia del supremo exige, como 
elemento subjetivo del tipo, la intención de 
faltar a la verdad”
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mismo que el autor de una acusación 
o denuncia falsa sea una persona ca-
rente de conocimiento o, por ejemplo, 
un letrado en ejercicio.   

A propósito de este último aspecto, 
planteamos ahora unas cuestiones que 
fácilmente pueden surgir en la prác-
tica del ejercicio. Por ejemplo, cabría 
plantearse las siguientes preguntas: 
¿qué ocurriría en el supuesto de de-
nunciarse unos hechos que resultan 
ser ciertos, si bien el denunciante cree 
que son contrarios a Derecho, los im-
puta a una persona y, finalmente, de 
la calificación jurídica resulta que no 
eran delictivos?

La Jurisprudencia ha resuelto que 
la precisión no es baladí ya que, si el 
hecho y la participación en él, de la 
persona imputada son ciertos, su in-

correcta calificación como delito o 
falta carece de trascendencia jurídica 
penal. Así lo entienden numerosas 
sentencias al poner de relieve que “... 
el acusado deja constancia de unos 
hechos que él estimaba contrarios a 
Derecho, posiblemente a su juicio, 
conformadores de una ilicitud penal 
y, al actuar así, no quebrantó en ab-
soluto ninguno de los bienes jurídicos 
protegidos, pues no faltó a la verdad, 
al menos no lo hizo subjetivamente, 
sino que describió hechos que eran 
sustancialmente ciertos”.

¿Cabría la posibilidad de interponer 
denuncia por acusación o denuncia 
falsa cuando el procedimiento penal 
ha finalizado con un Auto de sobresei-
miento provisional? Recordemos que 
los procedimientos penales pueden 
finalizar por resolución judicial que 

adopta la forma de Auto, el cual puede 
ser provisional o libre. Será provisio-
nal cuando se paraliza el proceso pero 
puede reabrirse posteriormente (por 
ejemplo, con la obtención de nuevas 
pruebas incriminatorias para el im-
putado) y será libre cuando finaliza el 
procedimiento, nace el efecto de cosa 
juzgada y no puede abrirse posterior-
mente. respondiendo a la cues-
tión planteada, concluimos que la 
acusación o denuncia falsa puede 
interponerse tanto después de 
dictado un auto de sobreseimien-
to libre como de sobreseimiento 
provisional. eso sí, siempre que 
dichos autos sean firmes.

Para concluir, diremos que el 
Tribunal Supremo ha establecido 
que “el elemento subjetivo del 
delito de acusación y denuncia 
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CONCLUSIONES

•	 El delito de acusación y denuncia falsa previsto en el art. 456 del Código Penal está concebido por el legislador 
para proteger, de una parte, el honor de la persona que ha sido denunciada o acusada y, de otra, el correcto 
funcionamiento de la Administración de Justicia

•	 los elementos que integran el tipo penal son:         
                        
1) la acción de imputar falsamente un delito ante funcionario que tenga el deber de proceder a su                 
    averiguación                       
2) El elemento subjetivo consistente en la intención de faltar a la verdad                  
3) la finalización de la causa en virtud de sentencia, auto de sobreseimiento libre o provisional firmes,                                                                                                                  
    como condición para perseguir este delito                 

•	 la participación del abogado en la comisión del delito podría darse en concepto de cooperador necesario, por el 
simple hecho de haber redactado la querella, o de inductor, cuando ha aconsejado su interposición al cliente. 
lógicamente, siempre que se den los elementos integrantes del tipo penal

falsa debe ser objeto de cuida-
dosa investigación y examen y de 
rigurosa exigencia, porque una 
laxitud de criterio sobre este 
punto podría afectar al derecho-

obligación de denuncia que es 
un aspecto importante de la li-
bertad de expresión”. Por tanto, 
lo que el Alto Tribunal está conclu-
yendo es que para no perjudicar el 

deber/obligación que tiene toda per-
sona de denunciar, el delito de acu-
sación y denuncia falsa debe ser ob-
jeto de una cuidadosa investigación 
y tratamiento. n
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al Juzgado de inStrucción de loS de... Que Por turno correSPonda

don ………….., Procurador de los Tribunales y de don …………….., según se acredita mediante escri-
tura de poder que, debidamente bastanteada, se acompaña por copia para su unión a los autos con devolución 
del original, ante el Juzgado comparezco y como mejor en Derecho proceda, digo:

Que con arreglo a las instrucciones de mi mandante, formulo Querella criminal contra las perso-
nas que a continuación se mencionarán y en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 277 y siguientes de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, paso a expresar lo siguiente, 

Primero.- comPetencia territorial

La presente querella se interpone ante los Juzgados de ……….., por haberse cometido en este partido ju-
dicial los delitos que la motivan y ser el competente, según lo dispuesto en el apartado 2º del artículo 14 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Segundo.- Querellante

Es querellante mi representado DON ………….., mayor de edad, con domicilio a estos efectos en 
……………...

tercero.- QuerelladoS

La presente querella, sin perjuicio de las acciones civiles y penales que correspondan contra otras personas 
que a lo largo del proceso aparezcan relacionadas, se dirige CONTRA:

1º.- don …….., con domicilio en …………., provisto de D.N.I. nº …………..

2º.-  don …….., con domicilio en …………., provisto de D.N.I. nº ………….

cuarto.- relación fáctica Que motiva la Querella

a) los querellados interpusieron denuncia contra mi mandante el Sr……

El pasado .. de …. de 2013, los querellados interpusieron una denuncia contra el Sr. ……. ante el Juzgado 
de Guardia de ……….. en la que le imputaban la comisión de los delitos que se dirán. Dicha denuncia la 
interpusieron los denunciantes en su condición de consejeros de la sociedad ………..

Mi mandante declaró en calidad de imputado el día ………… y, sin más trámites, el procedimiento quedó 
sobreseído en virtud de Auto de Sobreseimiento Provisional de fecha ………...

Acompañamos testimonio de la querella interpuesta así como testimonio del Auto de Sobreseimiento Pro-
visional

Dicho Auto, fue notificado al Ministerio Público y a los denunciantes y no ha sido recurrido por ninguna de 
las partes por lo que ha devenido FIRME.

b) hechos que los querellados imputaron a mi mandante el Sr. ………..
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c) breve referencia a la sociedad  ………. y de la relación que vincula a los querellados y a mi 
mandante el Sr. ……… con dicha sociedad.

d) elementos que acreditan que la denuncia y acusación que interpusieron los querellados 
contra el Sr. …………. fue totalmente infundada y con conocimiento de su falsedad

Quinto.- reSPecto del PorQué loS QuerelladoS formularon una acuSa-
ción y denuncia falSa, a SabiendaS de Su falSedad

Sexto.- diligenciaS Que intereSan

En cuanto a las diligencias que interesamos se practiquen para la comprobación de los hechos y de todo lo 
expuesto, es de solicitar:

1.- Que se tenga por presentada y aceptada la documental que acompaña el cuerpo de la presente querella.

2.- Que se reciba declaración en calidad de IMPUTADOS a

1º.- DON …….., con domicilio en …………., provisto de D.N.I. nº …………..

2º.-  DON …….., con domicilio en …………., provisto de D.N.I. nº ………….

3.- Que se reciba declaración en calidad de PERJUDICADO a DON ………… el cual podrá ser citado a 
través de su representación procesal. 

4.- Que se reciba declaración en calidad de TESTIGO a ………., con domicilio en ………………

En su virtud,

al Juzgado SuPlico que, teniendo por presentado este escrito y documentos que se acompañan 
en nombre y representación de don ………… y, previa ratificación del mismo, se sirva admitir esta Querella 
Criminal, tenerme por parte en el procedimiento penal que se incoe, practicar las diligencias solicitadas, de-
cretando, en su día, el procesamiento de los querellados.

en ……….., a .. de …. de 2014

Querellante

abogado      Procurador de los tribunales
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¿CUÁNDO PUEDE UN ABOGADO RENUNCIAR A LA 
DEFENSA DE SU CLIENTE?

Eduardo García sánchez. Socio de AGM Abogados
david alonso reina y alberto González martín. Abogados de AGM Abogados 

El propósito de este artículo es intentar aclarar ciertas dudas al respecto del Derecho del Letrado a re-
nunciar a la defensa de su cliente, las razones que ampararían a ésta, y el modo de hacerlo sin incurrir 
en perjuicios para su cliente y sin contravenir la normativa que le ampara.

SUMARIO

1. Introducción: Derecho de Defensa. Tratados Internacionales y Legislación española
2. El principio de confianza en la relación abogado/cliente       

            a)  Introducción           
     b) Causas de la extinción de la relación abogado/cliente. Asistencia letrada de oficio y designación   
         particular             

3. Revocación del mandato al abogado. Causas procedimiento a seguir       
     a) Introducción           
     b) Causas            
            c) Procedimiento

4. Conclusión

introducción: dErEcHo 
dE dEfEnsa. tratados 
intErnacionalEs y 
lEGislación Española

No debemos olvidar que el de-
recho de defensa se incardina 
de forma global en el art. 24 de 

la constitución, pero no sólo en 
ésta, también los convenios in-
ternacionales suscritos por espa-
ña imponen garantizar el derecho 
de defensa del enjuiciado, así el 
art. 6.3 c) del Convenio de Roma de 
1950, recoge que “todo acusado tiene 
como mínimo, derecho a defenderse 

por sí mismo, o solicitar la asistencia 
de un defensor de su elección y, si no 
tiene los medios para remunerarlo, 
poder ser asistido gratuitamente por 
un abogado de oficio cuando los in-
tereses de la justicia los exijan”, como 
lo reconoce el art. 14.3 d) del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y 
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Políticos de 19 diciembre 1966, en 
cuanto a que todo aquel acusado de 
un delito tendrá derecho “a defender-
se personalmente o ser asistido por un 
defensor de su elección, a ser infor-
mado, si no tuviera defensor, del dere-
cho que le asiste a tenerlo, y siempre 
que el interés de la justicia lo exija, a 
que se nombre defensor de oficio, gra-
tuitamente, si careciese de los medios 
suficientes para pagarlo”.

Principios éstos, que han sido re-
definidos por el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos en la Sentencia 
del caso “Ártico”, (13/02/80), como 
“derecho a la defensa adecuada”, 
consagrando la preferencia de otorgar 
la defensa técnica al letrado de libre 
elección por el propio defendido fren-
te a la designación de oficio, que en-
trará en juego en tanto en cuanto éste 
no puede acceder a la primera, y en 
cualquier caso, no siendo suficiente 
con la mera designación, sino con la 
efectiva asistencia Letrada en su más 
amplio abanico, tal y como nuestro 
propio tribunal constitucional 
define en su Sentencia de 1999 (nº 
162/1999), quien al respecto del 
derecho de defensa del enjuicia-
do abarcaría desde defenderse 
por sí mismo, a hacerlo mediante 
asistencia letrada de su elección 
y, en determinadas condiciones, a 
recibir asistencia letrada gratui-
ta, pero todas ellas sujetas a una 
limitación, como es que el enjui-
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ciado no disponga a su voluntad 
y antojo del desarrollo propio del 
procedimiento, a saber, renun-
ciando a su letrado, o al revés, 

que sea el propio letrado el que 
con su renuncia pueda entorpecer 
la continuación de dicho proceso, 
lo que impone la necesidad de llevar a 
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cabo ésta en base a unas causas que 
la pudieran legitimar, y obviamente 
conforme al seguimiento de un pro-
cedimiento, y respetando los tiempos.

Así en la STS de 25 enero 2009 (nº 
1394/2009), reiterando la doctrina de 
la STS 816/2008 de 2 diciembre, el 
derecho a la libre designación del Le-
trado constituye uno de los signos que 
identifican a un sistema procesal res-
petuoso con los principios constitu-
cionales que definen la noción de un 
proceso justo, sin embargo, ese dere-
cho no puede considerarse ilimitado, 
encontrándose limitado, entre otros 
supuestos, por la obligación legal del 
Tribunal a rechazar aquellas solicitu-
des que entrañen abuso de derecho, 
o fraude de ley procesal según el art. 
11.2 de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial.

Por ello, causa, procedimiento, y 
momento temporal, imponen la nece-
sidad de un juicio crítico de ponde-
ración de intereses eventualmente en 
conflicto, ya que el ejercicio del de-
recho a una asistencia letrada podría 
en ocasiones entrar en conflicto con 
los intereses de su defendido, ampa-
rado éste por el derecho fundamental 
que prescribe el consabido art. 24.2 
de nuestra Constitución, de modo tal, 
que en el derecho de defensa y al de 
asistencia de Letrado se encuentra 
amparado el derecho a cambiar de 
letrado, sustituyendo al de oficio por 
otro de libre designación, o supliendo 
al abogado de confianza por otro, lo 
que sin lugar a dudas adquiere mayor 
importancia por el ámbito en que nos 
encontramos, tal y como reconoce el 
propio preámbulo del Código Deon-
tológico (CD de ahora en adelante) 
aprobado en el Pleno de 27/11/02, 
adaptado al nuevo Estatuto General 
de la Abogacía Española.

Parte el meritado preámbulo, en-
carnando el derecho de defensa del 
cliente en el abogado, y como tal la-

bor, una función social, y que deter-
minará sin lugar a dudas las relaciones 
entre ellos a la hora de componer la 
relación abogado- defendido/cliente, 
pues el primero como tal, y así recoge 
el meritado, la independencia del 
abogado está íntimamente ligada 
al principio de libertad de elec-
ción, libertad ésta que preside la 
relación de ambos antes, duran-
te, y después del servicio, de tal 
manera que no sólo el letrado 
podrá asumir dicha defensa, sino 
renunciar a ella posteriormente 
cuando tenga razones para ello, 
personales o profesionales como 
veremos más adelante, pero siem-
pre con estricto cumplimiento a 
las normas deontológicas y pro-
cedimentales que regulan éstas, lo 
que será ponderado por la Administra-
ción de Justicia en aras de evitar crear 
indefensión al defendido, así como 
impedir el indebido uso de dicha re-
nuncia para obstruir u obstaculizar el 
desarrollo del procedimiento en que 
se esté incurso.

En este sentido, sin lugar a dudas 
es clarificador el art. 26 del Estatu-
to del Abogado, aprobado por el RD 
658/2001 de 22 junio, en tanto en 
cuanto “Los abogados tendrán plena 
libertad de aceptar o rechazar la direc-
ción del asunto, así como de renunciar 
al mismo en cualquier fase del proce-
dimiento, siempre que no se produzca 
indefensión al cliente”, libertad que 
también remarca el art. 13.3 del CD, 
si bien distingue entre designación 
oficial y privada, así en cuanto a ésta 
última, “el abogado tendrá plena 

libertad para aceptar o rechazar 
el asunto en que se solicite su in-
tervención, sin necesidad de jus-
tificar su decisión. así mismo el 
abogado podrá abstenerse o cesar 
en la intervención cuando surjan 
discrepancias con el cliente. De-
berá hacerlo siempre que concurran 
circunstancias que puedan afectar a 
su plena libertad e independencia en 
la defensa o la obligación de secreto 
profesional. El abogado que renuncie 
a la dirección Letrada de un asunto 
habrá de realizar los actos necesarios 
para evitar la indefensión de su clien-
te”, no así cuando dicha intervención 
venga impuesta por un servicio pú-
blico, así “Cuando se trate de defen-
sa asumida por designación colegial, 
la aceptación, rechazo, abstención o 
cese habrá de acomodarse a las nor-
mas sobre justicia gratuita y sobre este 
tipo de designaciones”.

Aun así, no debemos olvidar que 
la profesión de abogado es como la 
de cualquier profesional que de-
sarrolla un trabajo en atención a 
un contrato de arrendamiento de 
servicios, (con independencia de 
quien le abone sus honorarios), si 
bien su importancia radica en que 
su actuación tendrá consecuencias 
tanto en el ámbito privado (rela-
ción con su cliente), como en el 
público (consecuencias de su ac-
tuación), lo que obliga a un espe-
cial control no sólo en su actuar, 
sino en su abandono, bien por par-
te de la Administración, bien por 
los propios Colegios de Abogados, 
y en ocasiones de ambos.

“El abogado que haga uso de abandonar un 
asunto deberá asegurarse de que el cliente 
podrá encontrar la asistencia de un colega a 
tiempo para evitar sufrir un perjuicio”
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El principio dE confianza 
En la rElación aboGado/
cliEntE

Introducción

Sin lugar a dudas, para entender 
la relación entre abogado y cliente se 
hace preciso traer el art. 4 del CD de 
la Abogacía Española, en cuanto con-
figura el principio básico que marca-
rá ésta, como cualquier otra relación 
contractual, pero que adquiere mayor 
importancia sí cabe en este ámbito, la 
confianza, que según dicho artículo, 
“se fundamenta en la confianza y exi-
ge de éste una conducta profesional 
íntegra, que sea honrada, leal, veraz y 
diligente”. Estando obligado a “no de-
fraudar la confianza de su cliente y a 
no defender intereses en conflicto con 
los de aquel”.

Esto es, podríamos decir que la 
confianza cliente/abogado es el pilar 
sobre el que se asienta la relación 
contractual entre ambos, tal es así 
que nuevamente se habla de ésta en 
el art. 13, apartado 1 del citado CD, 
“La relación entre el abogado y 
el cliente debe fundarse en la re-
cíproca confianza”, tal y como el 
Tribunal Supremo en su Sentencia 
de 03/04/90 consideró, “la relación 
del cliente con el abogado está basada 
en la confianza, de suerte que desapa-
recida ésta, debe cesar dicha relación”, 
y en igual sentido  en su Sentencia de 
03/11/04, “estimamos que hay razones 
para entender que esta tensa relación 
del acusado con su abogado, que queda 
de manifiesto en los 2 escritos referidos, 
existía desde antes de la iniciación del 
juicio oral, de modo que éste se celebró 
encontrándose ya enfrentados el aboga-
do defensor y su cliente, enfrentamiento 
que no es, desde luego, un clima ade-
cuado para la defensa de nadie, y que 
adquiere mayor relevancia en un caso 
tan grave como el aquí examinado en 
el que repetimos, el Ministerio Fiscal, 
única parte acusadora, había solicitado 

penas por un total de 14 años de pri-
sión, 10 por el delito de violación y 4 
más por el de lesiones (folios 43 y 99 vto 
del rollo de la audiencia).”

Cusas de la extinción de la relación 
abogado/cliente. Asistencia letrada 
de oficio y designación particular

Expuesto lo anterior, se podría 
concluir que una vez quebrada la 
confianza entre ambos sujetos, 
la relación deviene imposible y 

por tanto debe extinguirse,  si 
bien, la posibilidad de dar por con-
cluída esa relación mixta de mandato/
arrendamiento de servicios por “falta 
de confianza”, ¿se configura como un 
derecho absoluto?, ¿está sujeta sólo a 
limitaciones legales o también de otro 
tipo?

En primer lugar, debe tenerse en 
cuenta que el abogado solo podrá en-
cargarse de un asunto por mandato de 
su cliente, encargo de otro abogado 
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“los abogados tendrán plena libertad 
de aceptar o rechazar la dirección del 
asunto, así como de renunciar al mismo en 
cualquier fase del procedimiento”

que represente al cliente o por de-
signación colegial. Lo que nos lleva a 
distinguir 2 situaciones distintas se-
gún se trate de un abogado designado 
de manera particular por el cliente o 
el mismo haya sido designado a través 
de la Asistencia Jurídica Gratuita o 
Turno de Oficio.

En el caso de un letrado desig-
nado de manera particular por 
un cliente al que encarga un asunto, 
el abogado tendrá plena libertad 
para aceptar o rechazar el asun-
to en que se solicite su interven-
ción, sin necesidad de justificar 
su decisión. El abogado también 
podrá abstenerse o cesar en la inter-
vención cuando surjan discrepancias 
con el cliente. 

Deberá hacerlo siempre que con-
curran circunstancias que puedan 
afectar a su plena libertad e indepen-
dencia en la defensa o en la obliga-
ción de secreto profesional cuidando 
siempre, y aquí se encuentra el primer 
límite, que efectúe los actos nece-
sarios para evitar la indefensión 
de su cliente. 

Un segundo límite, viene deter-
minado por lo establecido en el art. 
553.4 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, que estable la corrección 
disciplinaria a los abogados, “cuando 
renuncien injustificadamente a la de-
fensa o representación que ejerzan en 
un proceso, dentro de los 7 días ante-
riores a la celebración del juicio o vistas 
señaladas”.

Con relación al justiciable, el tri-

bunal constitucional declara (STS 
1989/2000 de 3 marzo y 1732/2000 
de 10 noviembre), que si bien la fa-
cultad de libre designación de 
letrado por parte del acusado 
implica, a su vez, la de cambiar 
de letrado cuando lo considere 
oportuno en defensa de sus inte-
reses, este derecho ”no es ilimitado 
pues está modulado, entre otros supues-
tos, por la obligación legal del tribunal 
de rechazar aquellas solicitudes que 
entrañen abuso de derecho, fraude de 
la ley o procesal”. A lo que habría que 
añadir también que la citada libertad 
de designación se halla sujeta a con-
diciones cuando el nombramiento de 
nuevo letrado implique la suspensión 
del juicio.

Por tanto, el abogado no podrá 
aceptar la defensa de intereses 
contrapuestos con otros que esté 
defendiendo o con los del propio 
abogado. Caso de conflicto de in-
tereses entre dos clientes del mismo 
abogado, deberá renunciar a la defen-
sa de ambos, salvo autorización expre-
sa de los dos para intervenir en defen-
sa de uno de ellos. tampoco puede 
el abogado aceptar encargos pro-
fesionales que impliquen actua-
ciones contra un anterior cliente, 
cuando exista riesgo de que el secreto 
de las informaciones obtenidas en la 
relación con el antiguo cliente pueda 
ser violado, o que de ellas pudiera re-
sulta beneficio para el nuevo cliente, 
y en cualquier caso, deberá abstener-
se de ocuparse de los asuntos de un 
conjunto de clientes afectados por 
una misma situación, cuando surja 
un conflicto de intereses entre ellos, 

exista riesgo de violación del secreto 
profesional, o pueda estar afectada su 
libertad e independencia.

En el caso de la asistencia letra-
da de oficio, hay que partir que la 
misma no deriva de la exclusiva volun-
tad de las partes para contratar, sino 
del mandato jurídico del art. 119 de 
la Constitución Española y que desa-
rrolla la Ley 1/1996 de 10 enero de 
Asistencia Jurídica Gratuita, en trámi-
tes de ser modificada, y que reconoce 
el derecho a la tutela judicial efectiva 
y el acceso a la Justicia a todas aque-
llas personas que carecen de recursos 
económicos suficientes, siempre y 
cuando se les haya reconocido el ci-
tado derecho. 

El carácter jurídico público de la 
designación efectuada y el control ad-
ministrativo de la misma, configuran 
de manera muy diferente la relación 
abogado- cliente, quebrando el prin-
cipio de la autonomía de la volun-
tad, puesto que el Letrado de oficio 
queda constreñido al contenido de 
la designa, no pudiendo modificar el 
contenido de la misma, ya sea unila-
teralmente o por medio de acuerdo 
con su defendido administrativo de la 
designación efectuada. La única posi-
bilidad de que el abogado designado 
ejercite una acción distinta a la que le 
han asignado es que ambos renuncien 
a la designación de oficio y contraten 
de manera privada, con libertad de 
pactos y asesoramiento entre las par-
tes.

existen 2 casos en los cuáles el 
abogado de oficio puede solicitar 
la renuncia a ejercitar la defensa 
que le ha sido asignada:

 - 1) En el orden penal, podrán 
los abogados designados excusarse 
de la defensa siempre que concu-
rra un motivo “personal y jus-
to”, que deberá ser apreciado 
por los decanos de los colegios 
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(art. 31 de la LAJG).

 - 2) insostenibilidad de la pre-
tensión (arts. 32 y siguientes de la 
LAJG). 

cuando el abogado de oficio 
designado para un proceso con-
sidere insostenible la pretensión 
que pretende hacerse valer, deberá 
comunicarlo a la Comisión de Asis-
tencia Jurídica Gratuita dentro de los 
15 días siguientes a su designación 
con explicación de los motivos que 
fundamentan su decisión, recabán-
dose del Colegio de Abogados un dic-
tamen sobre su viabilidad en el plazo 
de 15 días, así será necesario re-
cabar un dictamen del colegio de 
abogados sobre su viabilidad que 
deberá emitirse en el plazo de 15 

días, solicitándose asimismo, informe 
del Ministerio Fiscal cuando el dicta-
men del Colegio de Abogados coinci-
da con el del abogado designado, de 
tal modo, que para el caso de que el 
Colegio de Abogados y/o el Ministerio 
fiscal considerasen defendible la pre-
tensión, se procederá al nombramien-
to de un segundo abogado.

Es importante señalar, que en vía 
de recurso, en el orden penal y 
respecto de los condenados no 
cabrá formular insostenibilidad 
de la pretensión.

Dado el carácter legal de designa-
ción del Letrado por parte del Turno 
de Oficio, el solicitante de la asistencia 
jurídica gratuita, no puede renunciar a 
la defensa del citado letrado, alegando 

la existencia de “falta de confianza”. 
Dicha posibilidad no está contempla-
da legalmente, si bien con carácter ex-
cepcional, por parte del propio Turno 
de Oficio, puede ser concedida, estan-
do sometida al principio de la buena fe 
procesal al que hace referencia el art. 
247.1 de la LEC, que debe presidir 
toda clase de procesos y que faculta a 
los tribunales a rechazar fundadamen-
te las peticiones que se formulen con 
manifiesto abuso de derecho o entra-
ñen fraude de ley procesal.

rEvocación dEl mandato 
al aboGado. causas y 
procEdimiEnto a sEGuir

Introducción
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“todo abogado puede renunciar a la 
defensa, comunicándola fehacientemente 
al cliente y al tribunal donde se sigue el 
asunto con una antelación mínima de 7 
días al señalamiento”

bIbLIOGRAfíA

www.bdifusion.es

bibliotEca

•	 SÁNCHEZ-STEWART, NIELSON.  La profesión de Abogado. Deontolo-
gía, valores y Colegios de Abogados (Volumen I). Madrid. Ed. Difusión 
Jurídica. 2008.

•	 sÁnCHEZ-stEWArt, nIElson.  La profesión de Abogado. Relacio-
nes con Tribunales, profesionales, clientes y medios de comunica-
ción (Volumen II).  Madrid. Ed. Difusión Jurídica. 2008.

•	 VÁZQUEZ IrUZUBIEtA, CArlos. Comentario a la Ley de Enjuicia-
miento Civil. 2ª Edición 2012. Actualizado. Madrid. Ed. Difusión 
Jurídica. 2012.

artículos jurídicos

•	 SÁNCHEZ-STEWART, NIELSON. Abogados: conflicto de intereses. 
Economist&Jurist Nº 116. Diciembre-enero 2008. (www.economistju-
rist.es)

Una vez sentadas las distintas ra-
zones por las que un abogado puede 
resolver su relación contractual con 
su cliente y por las que no, tanto sea 
de oficio como particular, hay que 
determinar con claridad el cau-
ce adecuado para garantizar que 
dicha revocación del mandato 
reúna las debidas garantías para 
salvaguardar en tiempo y forma 
los intereses del cliente.

Ya hemos dicho que nuestra Car-
ta Magna en su art 24.2 preceptúa el 
derecho de defensa y asistencia letra-
da, obligando a los abogados a propor-
cionar esta defensa de la manera más 
diligente posible, desde el momento 
en el que acepten el encargo hasta 
su finalización. Sin embargo, pueden 
darse casos, en los que el abogado re-
nuncie a la defensa de sus clientes. 

Causas

Aunque no es habitual que los 
abogados efectúen esta renuncia a la 
defensa de sus clientes, en cualquier 
caso, ésta debe estar siempre fundada 
en causas justificadas, de lo contra-
rio, el abogado podría ser sancionado, 
según lo dispuesto en el art. 553.4 
de la ley orgánica del Poder Ju-
dicial: “Los abogados y procuradores 
serán también corregidos disciplinaria-
mente por su actuación ante los juzga-
dos y tribunales: 4. Cuando renuncien 
injustificadamente a la defensa o repre-
sentación que ejerzan en un proceso, 
dentro de los 7 días anteriores a la ce-
lebración del juicio o vistas señaladas.”

Por ello, si la relación de confian-
za entre abogado y cliente no existe, 
es lógico que se permita a cualquiera 
de las partes poner fin a su relación 
profesional. Sin embargo, pese a la 
renuncia de la defensa, los letrados 
están obligados a llevar a cabo to-
das aquellas labores de asistencia 
jurídica necesarias para evitar la 
indefensión de su cliente, hasta 

que éste designe libremente nue-
vo abogado o le sea designado 
abogado de oficio.

Procedimiento 

El cauce adecuado para que esta 
renuncia se lleve a cabo, viene ampa-
rado de manera fundamental, tanto 
para los abogados de oficio como para 
los particulares, en el CD de la Abo-
gacía (RD 658/2011), en el CD del 
Consejo de los Colegios de Abogados 
de la Comunidad Europea y las Nor-
mas Reguladoras del Turno de Oficio.

De tal forma se prevé la posibilidad 

de la extinción sobrevenida del con-
trato en cualquier tiempo, tanto por 
revocación del encargo concedido por 
el cliente como por renuncia del abo-
gado (art. 26.1 estatuto general 
de la abogacía, art 13.3.2 cd), y 
por ende se produce la liberación del 
compromiso sin perjuicio de la per-
cepción de honorarios por parte del 
abogado.

Sin embargo, cuando la relación se 
ha desarrollado dentro del marco de 
un proceso, la extinción de la relación 
contractual está sujeta a plazos cuyo 
transcurso podría provocar la caduci-
dad o extinción de la acción ejercitada 
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o la pérdida de un trámite procesal. 
A estos efectos se refiere el art 13.3 
cd “el abogado que renuncie a la di-
rección letrada de un asunto habrá de 
realizar los trámites necesarios para 
evitar la indefensión del cliente”, no 
dejando de ser curiosa la previsión 
contenida en el cd de la comu-
nidad europea que en su norma 
3.1.4 determina que “el abogado 
que haga uso de abandonar un 
asunto deberá asegurarse de que 
el cliente podrá encontrar la asis-
tencia de un colega a tiempo para 
evitar sufrir un perjuicio”.

Asimismo en relación con lo ante-
rior, todo abogado puede renun-
ciar a la defensa, comunicándola 
fehacientemente al cliente y al 
tribunal donde se sigue el asunto, 
para su conocimiento a los efectos 
de que se proceda a la sustitución 
por nuevo abogado, y siempre 
dentro de los límites previstos en 
el art. 553 loPJ (con antelación 
mínima de 7 días al señalamien-
to), de forma que en ningún caso se 
cause indefensión al cliente.

Dentro del marco del ejercicio de 
la abogacía en el Turno de Oficio, la 
regulación de las renuncias y venias, 
vienen establecidas en las Normas re-
guladoras del Turno de Oficio (en este 
caso del ICAM) que en su art. 24, pre-
vé que  la sustitución de un abogado 
de oficio por otro de libre elección se 
encuentre supeditada a la preceptiva 
venia profesional sin que la renuncia 

al cobro de honorarios por parte del 
letrado particular entrante impida al 
letrado de oficio saliente la reclama-
ción al justiciable de los que le corres-
pondan por las actuaciones realizadas 
hasta el momento en que reciba la pe-
tición de venia.

Se contempla la previsión de que se 
creará un servicio de reclamación de 
honorarios profesionales para que los 
abogados de oficio puedan exigir sus 
honorarios a los clientes a quienes se 
haya denegado, archivado o revocado 
el derecho de asistencia jurídica gra-
tuita, así como en los casos en los que 
el justiciable renuncie posteriormente 
a la asistencia letrada de oficio, desig-
nando letrado particular. 

En lo que se refiere a la renuncia de 
Letrado de Oficio, tanto en las causas 
como el cauce para ejercitarla, se aco-
moda de igual forma que la aplicable a 
los Letrados particulares con las salve-
dades reseñadas, pues las garantías de 
defensa abarcan al ejercicio de ambos 
con independencia de la forma en que 
se produce su designación.

conclusión

Nuestra experiencia personal, y en 
relación con los casos más sonados de 
nuestra actualidad judicial, hemos de 
mencionar que si bien en alguna oca-
siones hemos renunciado a la defensa 
de algún cliente, nunca lo hemos 
efectuado sin las prevenciones 

contenidas en el art. 553.4 loPJ 
(7 días antes de la vista), pues ha 
sido público y notorio el caso de la re-
nuncia de la defensa Letrada del Juez 
Elpidio Silva, con el Juicio ya iniciado 
y de manera sorpresiva, alegando fal-
ta de confianza, lo que implicaría la 
suspensión automática del juicio, no 
obstante el Tribunal deberá rechazar 
expresamente dicha solicitud, funda-
mentada en el art. 11 de la LOPJ, que 
establece el principio de la buena fe 
procesal imponiendo a los Tribuna-
les la obligación de rechazar aquellas 
peticiones que se formulen con abu-
so de derecho o entrañen fraude de 
Ley, pues resulta evidente que la 
renuncia a la defensa realizada el 
propio día del juicio, siempre se 
va a entender como una maniobra 
dilatoria para retrasar la vista, así 
se contempla en numerosas Senten-
cias dictadas al respecto, que exige que 
para suspender la vista por cambio de 
letrado, exista una causa muy justifica-
da, de ahí la necesidad de llevar a cabo 
el adecuado juicio de ponderación que 
haga presumir, al menos, con una mí-
nima base razonable los motivos por 
los cuales el acusado ha demorado su 
decisión para cambiar de letrado has-
ta el mismo comienzo de las sesiones 
de juicio oral, pudiendo haberlo hecho 
con anterioridad (con cita de las SSTS 
de 23/12/96; 23/03, 10/11 y 01/12/00 
y 05/02/02, entre otras). n

CONCLUSIONES

•	 Constando la existencia de motivos por los que el letrado pueda renunciar a la defensa de su cliente, éste, al 
igual que cualquier otro profesional podrá negarse a aceptar el encargo de una defensa, o bien de continuar 
con ésta, en tanto en cuanto se someta al estricto cumplimiento de las normas deontológicas y procedimentales 
que regulan ésta, ello en aras de evitar la indefensión a su cliente, y siempre que dicha renuncia, no obstruya u 
obstaculice el correcto desarrollo del procedimiento en que se esté incurso, lo contrario, obviamente, vulneraría 
el principio rector del art. 24 de la Constitución 
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IMPLICACIONES DEL REGLAMENTO DE PREVENCIóN 
DE BLANQUEO DE CAPITALES Y FINANCIACIóN DEL 
TERRORISMO PARA LOS ABOGADOS

víctor altimira. Abogado. Socio de Logic Data Consulting, S.L.
Presidente de INBLAC (Instituto de Expertos en Prevención de Blanqueo de Capitales y 

Financiación del Terrorismo)

Con la publicación el pasado 6 de mayo del Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, por el que se aprue-
ba el Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo, por fin, se cumplía con uno de los preceptos de esta Ley. Concretamente 
con su Disposición final quinta, que habilitaba al Gobierno para que en el plazo de un año desde la 
entrada en vigor de la Ley, aprobase el Reglamento; plazo que finalizaba el 30 de abril de 2011.

Los motivos de que el reglamento no haya sido aprobado en plazo no se han explicado, pero parece 
claro que la aprobación en febrero de 2012 de las nuevas recomendaciones del GAFI (Grupo de Acción 
Financiera Internacional), y la visita de este organismo a nuestro país este mismo año, ha hecho que 
se retrasase en demasía.

Pese a que el propio preámbulo de la Ley 10/2010 nos dice que es una “Ley notablemente más extensa 
que, desde un punto de vista crítico, podría tacharse de excesivamente reglamentista”, la Ley dejaba 
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el funcionamiento o la gestión de 
fideicomisos («trusts»), sociedades 
o estructuras análogas, o cuando 
actúen por cuenta de clientes en 
cualquier operación financiera o 
inmobiliaria.

o) Las personas que con carácter pro-
fesional y con arreglo a la normativa es-

pecífica que en cada caso sea aplicable 
presten los siguientes servicios a terceros: 
constituir sociedades u otras personas ju-
rídicas; ejercer funciones de dirección o 
secretaría de una sociedad, socio de una 
asociación o funciones similares en rela-
ción con otras personas jurídicas o dispo-
ner que otra persona ejerza dichas fun-
ciones; facilitar un domicilio social o una 

LEGISLACIÓN

www.bdifusion.es

•	 real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, por el que se aprueba el 
reglamento de la ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo. (legisla-
ción General. Marginal: 691411). Art. 2, 6, 22, 31.

•	 ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la in-
formación pública y buen gobierno. (legislación General. Marginal: 
685373).

•	 real Decreto de 22 de agosto de 1885, por el que se publica el Códi-
go de Comercio. (normas Básicas. Marginal: 4983) Art. 42.

algunos aspectos pendientes de concretarse mediante Reglamento.

Pero no podemos comenzar a desarrollar el Reglamento sin antes mencionar la no menos importante 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. 
Esta Ley, en su Disposición final sexta, modificó algunos de los artículos de la Ley 10/2010 para, por un 
lado, adecuarse a las necesidades de la sociedad -como es ampliar el elenco de personas con responsa-
bilidad pública- así como ir preparando el camino al Reglamento para que no fuese contradictorio con 
la Ley y no vulnerar el principio jerárquico normativo.

Una vez realizada esta pequeña in-
troducción, desarrollemos qué implica-
ciones tiene la normativa de prevención 
del blanqueo de capitales y de la finan-
ciación del terrorismo para los profesio-
nales que ejercen la abogacía.

Recordemos que la Ley 10/2010 en 
su artículo 2 establece a quiénes será de 
aplicación. Y las letras ñ) y o) del punto 
1º de este artículo nos indica que son 
sujetos obligados:

ñ) Los abogados, procuradores u 
otros profesionales independientes 
cuando participen en la concep-
ción, realización o asesoramien-
to de operaciones por cuenta de 
clientes relativas a la compraventa 
de bienes inmuebles o entidades 
comerciales, la gestión de fondos, 
valores u otros activos, la apertu-
ra o gestión de cuentas corrien-
tes, cuentas de ahorros o cuentas 
de valores, la organización de las 
aportaciones necesarias para la 
creación, el funcionamiento o la 
gestión de empresas o la creación, 
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“todos los procedimientos de control 
interno que establezca el despacho deben 
estar documentados en un manual de 
prevención de blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo”

dirección comercial, postal, administrati-
va y otros servicios afines a una sociedad, 
una asociación o cualquier otro instru-
mento o persona jurídicas; ejercer funcio-
nes de fideicomisario en un fideicomiso 
(«trust») expreso o instrumento jurídico 
similar o disponer que otra persona ejerza 
dichas funciones; o ejercer funciones de 
accionista por cuenta de otra persona, ex-
ceptuando las sociedades que coticen en 
un mercado regulado y estén sujetas a re-
quisitos de información conformes con el 
derecho comunitario o a normas interna-
cionales equivalentes, o disponer que otra 
persona ejerza dichas funciones.

Y también debemos tener en cuenta 
la letra m) cuando indica que también 
son sujetos obligados a la ley “los 
auditores de cuentas, contables ex-
ternos o asesores fiscales”, ya que 
son muchos los abogados que desem-
peñan, además estas tareas.

Por tanto, una vez que ya sabemos si 
la actividad del abogado está sujeta a la 
Ley, debemos conocer que el artículo 
22 de la Ley indica que “Los abogados no 
estarán sometidos a las obligaciones esta-
blecidas en los artículos  7.3  (obligación 
de diligencia debida), 18 (comunicación 
por indicio) y 21 (colaboración con el SE-
PBLAC) con respecto a la información 
que reciban de uno de sus clientes u ob-
tengan  sobre él al determinar la posición 
jurídica en favor de su cliente o desempe-
ñar su misión  de defender a dicho cliente 
en procesos judiciales o en relación con 
ellos, incluido el  asesoramiento sobre la 
incoación o la forma de evitar un proceso, 
independientemente de  si han recibido u 
obtenido dicha información antes, duran-
te o después de tales procesos.”

Dicho esto, ¿Cómo quedan las obli-
gaciones de los abogados en materia de 
prevención de blanqueo de capitales y 
financiación del terrorismo? ¿Qué de-
bemos realizar?

obligaciones de diligencia de-
bida: las podemos definir como el con-

junto de comprobaciones que debemos 
realizar a nuestros clientes o potenciales 
clientes.

obligaciones de identificación al 
cliente

La primera de estas obligaciones es 
la de identificar al cliente o cliente 
potencial del despacho que pretenda 
establecer relaciones de negocio o in-
tervenir en cualesquiera operaciones 
ocasionales cuyo importe sea igual o su-
perior a 1000 euros. Tanto si el cliente o 
cliente potencial es persona física como 
jurídica, con documentos fehacientes. 
Por fin el Reglamento nos indica cuáles 
son estos documentos en su artículo 6.

en caso de que el cliente sea 
una persona jurídica deberemos 
averiguar quién es el titular real de 
ésta, sabiendo quién posee o contro-
la, ya sea directa o indirectamente, un 
porcentaje superior al 25 % del capital 
social o cualquier forma que acredite 
que puede disponer de la voluntad de la 
sociedad en ese porcentaje.

Es decir, hay que identificar al ti-
tular real de la operación más allá 
de las personas que intervengan en 
su nombre, o en el caso de perso-
nas jurídicas, la identificación de 
las personas físicas que ejercen el 
control real y efectivo sobre ésta.

Y para saber esta información el des-
pacho deberá adoptar las medidas ade-
cuadas para determinar la estructura de 
propiedad o de control de las personas e 

instrumentos jurídicos.

Sin esta información, los abogados 
no podremos establecer o mantener la 
relación de negocios o ejecutar la opera-
ción. Por tanto debemos poner en prác-
tica la política que ya se venía realizan-
do en los Estados Unidos de América 
desde hace muchos años del Know Your 
Customer (conoce a tu cliente).

Conocimiento de la actividad 
profesional o empresarial del cliente

Pero el deber de conocimiento del 
cliente no termina con la identifica-
ción explicada. Además deberemos 
conocer la naturaleza de la activi-
dad profesional o empresarial del 
cliente, realizando averiguaciones al 
respecto siempre que el cliente o la re-
lación de negocios presente un riesgo 
superior al promedio, por disposición 
normativa o porque así se desprenda del 
análisis de riesgo realizado por el abo-
gado. También cuando resulte que las 
operaciones activas o pasivas del cliente 
no se correspondan con sus anteceden-
tes operativos.

estas comprobaciones deberán 
graduarse en función del riesgo (en 
principio no debe presentar el mismo 
riesgo mismo un cliente que tenga una 
nómina fija y que sea un operario de 
fábrica, que un marchante de arte, por 
ejemplo, como tampoco es lo mismo, 
en principio, un cliente nacional que 
uno que sea súbdito de un paraíso fis-
cal), y se realizarán mediante docu-
mentación aportada por el propio 
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cliente, o mediante la obtención 
de fuentes fiables independientes. 
Aquí el legislador nos deja una puerta 
abierta a la imaginación con esta inde-
terminación, al no remitirnos a ninguna 
fuente en particular.

Enfoque basado en el riesgo

Si hay un elemento clave en el nuevo 
Reglamento, que ya se venía apuntan-
do desde que el SEPBLAC publicó las 
Recomendaciones sobre las medidas de 
control interno para la prevención del 
blanqueo de capitales y de la financia-
ción del terrorismo en abril de 2013, es 
el enfoque basado en el riesgo, cono-
cido por sus siglas en inglés como RBA. 
Podríamos definirlo como un profundo 
análisis de nuestro despacho desti-
nado a concentrar nuestros mayo-
res esfuerzos en aquellos clientes o 
servicios que puedan entrañar un 
mayor riesgo de blanqueo.

el abogado debe de analizar 
cada operación encomendada por 
el cliente, con la finalidad de esta-
blecer un nivel de riesgo, y aplicar 
las medidas de diligencia acordes 
al riesgo asociado. Este análisis debe 
reflejarse por escrito para poder acre-
ditar ante las autoridades competentes 
que se han adoptado las medidas opor-
tunas.

El análisis de riesgo debe identificar 
y evaluar los posibles riesgos derivados 
por la tipología de clientes. como in-
dicadores de riesgo se deben tener 
en consideración, por ejemplo, la 
ubicación geográfica del cliente, 
la actividad que éste desarrolla, el 
tamaño del negocio del cliente, sus 
sistemas de ingresos, movimientos 
y transmisión de fondos, sus formas de 
pago de honorarios, si se trata de una 
persona con responsabilidad pública, si 
tiene una estructura de propiedad com-
pleja, qué servicio nos requiere, etc. 
Este análisis, para estar adecuado a la 
realidad de los tiempos, deberá revisar-

se con cierta periodicidad.

El despacho de abogados podrá 
ayudarse, para realizar una buena pre-
vención, del catálogo de operaciones 
de riesgo que deben ser objeto de un 
especial análisis, y que servirán como 
indicadores de alertas de riesgo para los 
profesionales del Derecho. Estas reco-
mendaciones fueron elaboradas por el 
GAFI en 2013.

Según el artículo 31 del Reglamento 
“los sujetos obligados….que con inclusión 
de los agentes, ocupen a menos de 10 per-
sonas y cuyo volumen de negocios actual o 
cuyo balance general anual no supere los 
2 millones de euros, quedan exceptuados 
de las obligaciones de realizar el procedi-
miento de control interno del análisis de 
riesgo”.

seguimiento continuo de la relación 
de negocios

Además los profesionales de la abo-
gacía deberemos realizar un segui-

miento continuo de la relación de 
negocios de nuestros clientes realizan-
do un escrutinio de las operaciones rea-
lizadas durante toda la vida profesional 
y de negocios que mantengamos con él, 
así como realizar procesos de revisión de 
documentación e información de la dili-
gencia debida para asegurar que siempre 
están actualizados y vigentes. Se deberá 
indicar en el Manual de procedimientos 
cuál es la periodicidad, que no podrá ser 
superior al año en aquellos clientes de 
tengan un promedio superior a la media. 

Especial atención ante los nuevos 
PrP’s 

No se trata de una novedad del 
Reglamento, ya que ha sido la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transpa-
rencia, acceso a la información pública y 
buen gobierno, la que modificó el artícu-
lo 14 de la Ley 10/2010 para incluir a las 
personas nacionales que ocupen ciertos 
cargos, o familiares de éstos, como per-
sonas con responsabilidad pública. Has-
ta ahora únicamente se tenía que aplicar 
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medidas reforzadas de diligencia debida 
a los extranjeros con responsabilidad 
pública. 

obligaciones de comunicación y 
colaboración

Respecto a las obligaciones de co-
municación y colaboración, cuan-
do el despacho detecte indicios de 
riesgo de blanqueo o tenga la cer-
teza, en algún cliente u operación, 
se deberán aplicar las siguientes 
medidas:

Lo que se conoce como “examen es-
pecial”, en el que se deberá realizar 
un estudio especial y documentado 
del cliente u operación. Tras este es-
tudio, el abogado deberá decidir si repor-
ta o no al SEPBLAC toda la información 
obrante. Siempre, tanto si se reporta 
como si no, deberá quedar suficiente-
mente justificado.

Si realizamos la comunicación 
no podemos continuar intervinien-
do profesionalmente con el cliente 
ni con la operación, con la excep-
ción de que exista el riesgo de que 
podamos poner en alerta al cliente 
y “abortar” las posibles actuaciones 
del SePblac.

Conservación de documentación

toda la documentación obtenida 
o generada en aplicación de estas 
medidas de diligencia debida, inclu-
yendo las copias de los documentos de 
identificación, declaraciones del clien-
te, información aportada por el propio 
cliente o de fuentes fiables, así como 
documentación contractual y los resulta-
dos de los análisis que el despacho lleva 
a cabo, deberán conservarse como 
mínimo un periodo de diez años. 
Esta información, podrá almacenarse en 
soportes ópticos, magnéticos o electróni-
cos.

el reglamento, excepciona de 
esta obligación a los despachos que 
ocupen a menos de diez personas 
y cuyo volumen de negocio o cuyo 
balance general anual no supere 
los dos millones de euros, que po-
drán optar por mantener copias físicas 
de los documentos de identificación. Si 
el despacho de abogados forma parte de 
un grupo empresarial, conforme lo esta-
blecido en el artículo 42 del Código de 
Comercio, no será aplicable la excep-
ción.

Protección de datos de carácter 
personal

en cuanto a protección de datos de 
carácter personal, los despachos, debe-
rán inscribir un fichero o ficheros, en 
el registro de la agencia española de 
Protección de datos, según sus nece-
sidades u organización, que deberán 
cumplir con las medidas de seguridad 
de nivel alto, previstas en la normati-
va de protección de datos de carácter 
personal. Los datos recogidos por los suje-
tos obligados para el cumplimiento de las 
obligaciones de diligencia debida no podrán 
ser utilizados para otros fines distintos rela-
cionados con la prevención del blanqueo y 
la financiación del terrorismo sin el consen-
timiento del interesado, con la excepción 
de que el tratamiento sea necesario para 
la gestión ordinaria de la relación de nego-
cios. Si el cliente o cliente potencial 
ejercita cualquiera de los conocidos 
como derechos arco (acceso, rec-
tificación, cancelación y oposición), 
el abogado no tendrá la obligación de 
facilitar esa información e informará 
de ello basándose en el artículo 32 
de la ley. Ello, es obvio debido a que si se 
ha puesto en conocimiento del SEPBLAC 
una posible operación sospechosa del 
cliente, éste ejercitando cualquiera de los 
Derechos ARCO podría conocerlo o bien 
oponerse. No obstante el cliente podrá ejer-
citar el Derecho de tutela ante la Agencia 
Española de Protección de Datos.

Manual de Prevención 

todos los procedimientos de con-
trol interno que establezca el despa-
cho deben estar documentados en un 
manual de prevención de blanqueo 
de capitales y de la financiación del 
terrorismo, que detalle, entre otros as-
pectos la política de admisión de clientes, 
indicando el riesgo que pueda tener, las 
medidas preventivas, procedimientos de 
los exámenes especiales, composición, fun-
cionamiento y competencias de los órganos 
de control interno, medidas para asegurar 
el conocimiento de los procedimientos de 
control interno por parte de los directivos 
y empleados del despacho, plan formativo, 
conservación de documentación….

el reglamento, excepciona a los 
despachos que ocupen a menos de 10 
personas y cuyo volumen de negocios 
actual o cuyo balance general anual 
no supere los 2 millones de euros.

La creación de un órgano de control 
interno responsable de la aplicación de 
las políticas y procedimientos adecua-
dos en materia de diligencia debida, in-
formación, conservación de documen-
tación, evaluación y gestión de riesgos, 
no será preceptiva cuando el despacho 
ocupe a menos de cincuenta emplea-
dos y cuyo volumen de negocios anual 
o cuyo balance general anual no supere 
los diez millones de euros.

Exámen de experto externo

respecto a la obligación del exa-
men de experto externo, aquel des-
pacho que ocupe a menos de 10 per-
sonas y cuyo volumen de negocios 
actual o cuyo balance general anual 
no supere los 2 millones de euros, 
quedará exento de ser sometido.

Aquellos que superen estas cifras, 
deberán ser objeto de dicho examen con 
carácter anual. No obstante, en los dos 
años sucesivos a la emisión del examen 
podrá éste ser sustituido por un informe 
de seguimiento emitido por el experto 
externo, referido a la adecuación de las 
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medidas adoptadas para solventar las 
deficiencias identificadas.

El examen consiste en valorar todas 
las medidas de control interno existen-
tes y se valorará su eficacia operativa y 
se propondrán mejoras o rectificaciones.

Formación

los despachos deben realizar ac-
ciones formativas a sus empleados 
para que tengan conocimiento sufi-
ciente para poder detectar operacio-
nes sospechosas de estar relacionadas 
con el blanqueo y la financiación del 
terrorismo. Serán formaciones anuales 
diseñadas tendiendo en cuenta los riesgos 
del sector y la tipología de clientes.

El legislador ha entendido, en esta oca-
sión, que tampoco será necesario que 
los empleados estén formados si el 
despacho ocupa a menos de 10 per-
sonas y cuyo volumen de negocios 
actual o cuyo balance general anual 
no supere los 2 millones de euros. No 
obstante, sí que establece la obligación de 
que, en estos casos, quien sea el represen-
tante ante el SEPBLAC reciba formación 
externa adecuada para el ejercicio de sus 
funciones.

La Ley y el Reglamento tratan de 
obligaciones de mínimos, y por tan-
to esa “aparente” relajación de ciertas 
obligaciones no pueden llevarnos a la 
relajación total, ya que el riesgo reputa-
cional que puede tener el abogado y/o 

el despacho es enorme. Todos somos 
conocedores de lo que cuesta ganarnos 
la reputación de nuestros clientes, y lo 
pronto que se puede perder por una 
excesiva relajación que puede conllevar 
aparejada, salir en la prensa por una su-
puesta colaboración con un cliente que 
aparentemente blanqueaba o que pre-
tendía hacerse con nuestros servicios 
para financiar al terrorismo. No saldre-
mos en la prensa de igual manera, cuan-
do se nos esté investigando que cuando 
se nos exonere de toda responsabilidad.

Es por ello, por lo que abogo a que, 
por mucho que el Reglamento nos exima 
de la necesidad de formar a los emplea-
dos de los despachos pequeños (que no 
sea necesario realizar informe de experto 
externo, que tampoco lo sea tener un ma-
nual de procedimientos por escrito), en la 
medida de lo posible se realice, ya que no 
sirve de nada que el titular del despacho 
sepa lo que tiene que hacer y cómo, y que 
los empleados, que son los que van a tra-
tar y conocer al cliente, no lo sepan.

Quisiera acabar este artículo con una 
reflexión, citando a nuestro compañe-
ro Nielson Sánchez Stewart, presidente 
de la Comisión Especial de prevención 
del Blanqueo de Capitales del Consejo 
General de la Abogacía Española, “los 
abogados no somos confidentes ni 
delatores, pero tampoco colabora-
mos a blanquear dinero” a lo que tan 
sólo quiero añadir, ni por omisión ni por 
imprudencia. n

CONCLUSIONES

•	 El reglamento ha suscitado cierta polémica, al excepcionar a determinados sujetos obligados a ciertas obliga-
ciones, llegándose a afirmar desde ciertos sectores que ya no tenían ninguna obligación formal. nada más lejos 
de la realidad

•	 Algunas excepciones pueden estar “envenenadas” ya que el riesgo reputacional por no realizarlas puede ser 
devastador para el abogado
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CLAVES PARA EVITAR EL ACCESO INMEDIATO DE 
HACIENDA A NUESTROS ORDENADORES

alexandra Grimaldo. Abogada de Bonmati Asesores

Las inspecciones de Hacienda han mostrado un incremento en los últimos meses, a raíz de su lucha 
por combatir el fraude y elusión fiscal, y en ciertas ocasiones el empresario puede sentir que se están 
vulnerando ciertos derechos fundamentales de su intimidad o que las inspecciones no se estén realizan-
do con todas las autorizaciones debidas, debido a esto, es importante que el contribuyente tenga claro 
ciertos conceptos y, más que todo, qué hacer para evitar que Hacienda entre en los ordenadores de las 
empresas en caso de una inspección. 

SUMARIO

1. Concepto: derecho a la intimidad o privacidad
2. Legislación española
3. Contabilidades “B”
4. Jurisprudencia
5. Procedimiento de inspección

Entendemos que el derecho a la 
intimidad o privacidad consiste en la 
potestad que tiene toda persona para 
mantener en reserva, determinadas 
facetas de su vida privada, teniendo 
como uno de sus elementos esencia-
les la inviolabilidad del escenario o es-
pacio físico en el que se desenvuelve, 
como es el domicilio, los medios re-

lacionales de comunicación y corres-
pondencia, así como los objetos que 
contienen manifestaciones de volun-
tad o de conocimiento, los cuales no 
están destinados al acceso de perso-
nas ajenas o extrañas, lo que afecta a 
escritos, fotografías u otros documen-
tos. En ese marco, debe entenderse 
que el derecho a la inviolabilidad de 

correspondencia no se reduce única-
mente al ámbito de la corresponden-
cia escrita (es decir, la carta postal), 
sino que también incluye cualquier 
medio o sistema de comunicación pri-
vada de las personas, dado que con el 
avance de la tecnología, actualmente 
se cuenta con múltiples formas y sis-
temas de comunicación privada como 
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son la telefonía fija, telefonía móvil y 
el correo electrónico.

En el derecho español esta fa-
cultad se encuentra protegida por la 
Constitución en su artículo 18, el cual 
establece que el domicilio es inviola-
ble. Ninguna entrada o registro podrá 
hacerse en él sin consentimiento del 
titular o resolución judicial, salvo en 
caso de flagrante delito y al mismo 
tiempo garantiza el secreto de las co-
municaciones. Igualmente el derecho 
penal español en su artículo 197 y si-
guientes, describe cuales son los de-
litos contra la intimidad y sus penas 
correspondientes.

En este sentido podemos entender 
que la entrada al domicilio de un 
residente español, por parte de 
un funcionario de hacienda, sin 
su previo consentimiento o sin las 
autorizaciones correspondientes, 
no tiene consecuencias unica-
mente tributarias, sino también 
penales.

La Agencia Tributaria ha publica-
do las Directrices Generales del Plan 
Anual de Control Tributario y Adua-
nero de 2014 en el cual pretende re-
forzar las medidas que puede tomar la 
Administración  en contra del fraude 
fiscal y el lavado de dinero, regulando 
varias materias como son; los precios 
de transferencia, las inspecciones 
tributarias y aunando temas como la 
economía digital o la economía su-

mergida (más conocida como conta-
bilidad “B”).

Estas nuevas ordenanzas van diri-
gidas a las empresas medianas, ya que 
la Agencia Tributaria alega que es en 
este tipo de empresas dónde más se 
puede observar la evasión de los im-
puestos a través de contabilidades “B” 
y complejas estructuras societarias. 

“la entrada al domicilio de un residente 
español, por parte de un funcionario de 
Hacienda, sin su previo consentimiento o 
sin las autorizaciones correspondientes, no 
únicamente tiene consecuencias tributarias 
sino penales”
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Esto los ha llevado a observar más de 
cerca a estas empresas y son cada día 
más las inspecciones tributarias que 
se están realizando en ellas. Por este 
motivo, es importante saber que es lo 
mínimo que debe tener en cuenta un 
funcionario de Hacienda al momento 
de tocar a tu puerta con la intención 
de realizar una auditoría o inspección 
a la contabilidad de tu empresa. Al 
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mismo tiempo tener claro cuáles son 
los derechos que ostenta un empre-
sario para evitar que las inspecciones 
sean realizadas en abuso de su poder.

Para que una inspección pue-
da ser válida es importante que 
la misma se encuentre debida-
mente autorizada, de lo contrario 
la empresa se puede oponer a la 
realización de dicha inspección. 
Cualquier actuación realizada por los 
inspectores, sin autorización y sin pre-
vio consentimiento del titular podría 
ser anulada.

Encontramos la sentencia del tri-
bunal Supremo Sala 3ª, sec. 2ª, S 
14-4-2014, rec. 4881/2011, en la cual 
se anula la liquidación realizada 
por la administración a razón de 
que la misma se ha extralimitado 
en el procedimiento de inspec-
ción, tratando de delimitar el alcan-
ce de aquellas atribuciones que los 
inspectores o Hacienda se puedan 
atribuir en el momento de realizar la 
inspección. Esta sentencia señala que 
“…la Administración actúa confor-
me al principio de unidad y de modo 
jerárquicamente ordenado, a través de 
diversos órganos dispuestos de esta for-
ma, de suerte que el actuario no obra 
de forma autónoma y desvinculada de 
la organización en que se integra, sino 
que lo debe hacer siguiendo las normas, 
instrucciones y órdenes directas de sus 
superiores jerárquicos.”

Importante es recordar que las 
actuaciones deben ser realizadas si-
guiendo las normas, instrucciones 
y órdenes directas de sus superiores 
jerárquicos, esto es como hemos men-
cionado anteriormente, inspecciones 
debidamente autorizadas mediante 
orden judicial.

Por el otro lado una sentencia 
del Tribunal Constitucional, Sala 
2ª, S 26-9-2005, nº 233/2005, BOE 
258/2005, de 28 de octubre de 2005, 

rec. 573/2001, reconoce que existe un 
principio de proporcionalidad que re-
cae cuando el sacrificio de la privaci-
dad no resulta desmedido en relación 
con la gravedad de los hechos que la 
Administración pretende investigar. 
Sobre este principio podemos alegar 
los casos de orden público cuando las 
actuaciones de ocultación son tan gra-
ves que tal omisión de ingresos pudie-
ra constituir un delito de defraudación 
tributaria ante la Hacienda Pública. 
Esta sentencia fija claramente cuando 
una inspección puede ser anulada de-
bido a una violación de un principio 
de intimidad y cuando pesa más el or-
den público.

es importante tener presente 
que el derecho a la intimidad es 
un derecho personalísimo y que 
en el momento en que el mismo 
vulnere los derechos de terce-
ros, nos encontramos con la po-
sibilidad de vulnerarlo, siempre 
teniendo en cuenta el orden pú-
blico. Este principio de proporciona-
lidad responde a la idea de evitar una 
utilización desmedida de las sancio-
nes que conllevan una privación o una 
restricción de la libertad, para ello se 
limita su uso a lo imprescindible, que 
no es otra cosa que establecerlas e im-
ponerlas exclusivamente para proteger 
bienes jurídicos valiosos. Encuentra 
su justificación en distintos preceptos 
de la Constitución Española (CE), 
aunque no lo recoja expresamente 

cuando se proclama el Estado de De-
recho y el valor superior de la libertad, 
y donde se proclama la dignidad de la 
persona, el libre desarrollo de la per-
sonalidad, etc. La misma configura el 
estatuto básico del ciudadano y, por 
tanto, sólo se pueden limitar en casos 
excepcionales. Al ser relacionados los 
distintos conceptos, hace que el prin-
cipio de proporcionalidad tenga rango 
constitucional, lo cual hace que pueda 
ser apelado en un recurso de amparo.

Por último, podemos observar sen-
tencia del TSJ de Asturias Sala de 
lo Contencioso-Administrativo, sec. 
1ª, S 30-4-2012, nº 494/2012, rec. 
519/2007, donde se estima la deman-
da interpuesta por un contribuyente 
alegando que las actuaciones recurri-
das vulneraron sus derechos funda-
mentales a la intimidad y protección 
de datos personales. Solicitando así 
la devolución de la documentación 
incautada que resta en poder de la Ad-
ministración y el borrado, eliminado y 
destrucción completa de cualesquiera 
copias, descripciones, extractos, hue-
llas digitales, referencias, etc., que 
pudiera tener la Administración de la 
misma, con independencia del forma-
to.

Retomando el inicio de este arti-
culo, es importante recordar que la 
privacidad del domicilio se encuentra 
protegida y es fundamental respetar-
la. Por lo que al momento que toquen 
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“las bases de datos de clientes donde 
se pueda contener información personal 
de los mismos no son de acceso a la 
administración, por lo que esta información 
puede mantenerse protegida y fuera del 
alcance de los inspectores durante la 
misma”

su puerta con la intención de reali-
zar una inspección lo primero que se 
debe tener en cuenta es si la misma 
ha sido debidamente autorizada y fun-
damentada. la ley general tribu-
taria en sus artículos 142.2 y 113 
definen que aéreas son accesibles 
al público y pueden ser objeto de 
inspección; y al mismo tiempo dis-
pone que las inspecciones solo pue-
den realizarse debidamente autoriza-
das mediante orden judicial.

Posteriormente a la autorización 
judicial que permite la entrada al co-
mercio por parte de Hacienda para 
proceder con la inspección, debemos 
tener en cuenta que las herramientas 
de telecomunicaciones que mantiene 
la empresa con sus clientes (correos 
electrónicos, redes sociales, etc.) e 
información que no tenga vinculación 
con la empresa que sea relevante para 
cumplir con los fines de la inspección 
no son objeto de incautación por parte 
de los inspectores de Hacienda. las 
bases de datos de clientes don-
de pueda contener información 
personal de los mismos no son 
acceso de la administración, por 
lo que esta información puede 
mantenerse protegida y fuera del 
alcance de los inspectores duran-
te la misma. n

CONCLUSIONES            
              
En conclusión, debemos tener en cuenta tres cosas en el momento que se intenta realizar una inspección dentro de 
nuestras empresas. Algunas excepciones pueden estar “envenenadas” ya que el riesgo reputacional por no realizarlas 
puede ser devastador para el abogado;          
 

•	 Que la misma se ha llevado a cabo con la debida autorización judicial

•	 Que la información personal de nuestros clientes no es objeto de confiscación

•	 Que la información obtenida por la administración debe ser aquella que se encuentra dentro del establecimiento 
comercial, y no extendiéndose a nuestro domicilio personal a no ser que tenga una orden judicial que lo permita
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TÉCNICAS Y HABILIDADES QUE HA DE TENER UN 
ABOGADO DELANTE DE SUS CLIENTES

juan carlos jiménez aznar. Abogado Servicios Legales PG

Compañeros, es obvio que finalizaron los días de vino y rosas en nuestra profesión, aquellos, en los que 
el abogado esperaba cómodamente sentado en su despacho a que los clientes llegaran y le encomenda-
ran sus asuntos. Como aquello es obvio que terminó, ahora la captación de clientes se ha convertido en 
la gran prioridad de pequeños y grandes despachos, que, paulatinamente, se van adaptando a novedo-
sas exigencias del mercado legal y orientan sus esfuerzos al objeto de aumentar su cartera de clientes. 
No obstante, a día de hoy, el boca a boca sigue siendo el arma más eficaz para la atracción de nuevos 
clientes a nuestro despacho, y, sin duda, en este ámbito, nuestros mejores comerciales son nuestros 
propios clientes. Por eso la mejor estrategia para posicionarnos de forma positiva en ese boca a boca es 
focalizar nuestro afán en el mantenimiento de clientes.

SUMARIO

1. Gestión visible
2. Sintonización
3. Inteligencia emocional
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A continuación explico 3 herramientas infalibles que 
todo tipo de abogado debe poseer para optimizar el mante-
nimiento y la fidelización de clientes;

GEstión visiblE

En la actualidad no hay abogado capaz de mantener a 
sus clientes con un alto nivel de satisfacción si no practica 
la regla de la gestión visible. Por ella, has de hacer ver al 
cliente todo el trabajo y esfuerzo que realizas en el asunto 
que te ha encomendado. Desde que concertamos una pri-
mera entrevista con él hasta que obtenemos una sentencia 
firme, hemos realizado varios escritos, mantenidas diversas 
reuniones, echas múltiples llamadas, recorridos cientos de 
kilómetros o dedicado un gran número de horas al estu-
dio. Y el momento en el que ponemos en conocimiento 
del cliente todo esto, no es el momento de la factura por 
nuestros honorarios, ahí será demasiado tarde. La Gestión 
Visible se desarrolla desde un primer momento, y a medida 
que se va realizando el trabajo, vamos informando puntual-
mente al cliente de los pasos que se están dando, dejan-
do de lado el hermetismo letrado que tanto inquieta a los 
clientes. la visibilidad debe preceder nuestras actua-
ciones, por lo que hay que trabajar deliberadamente 
en la gestión visible. Descuida, no hay un solo clien-
te que se queje por un exceso de información.

Una forma de poner en práctica la Gestión Visible es la 
“llamada de situación de control”. Esta técnica consis-
te en fijar una hora en semana para llamar a cada uno de 
tus clientes con el fin de informarles sobre cómo están sus 
asuntos. Si no hay novedad alguna desde hace algún tiem-
po, entonces les explicas a qué se debe el retraso. De esta 
manera nos anticipamos a su momento de preocupa-
ción y desconfianza, evitamos una llamada inoportuna 
cuando estamos inmersos en otros asuntos y dejamos una 
sensación de importancia en el cliente. Acaso nun-
ca has recibido una llamada de un cliente para preguntar 

“la inteligencia Emocional es 
una cualidad que debe tener y 
desarrollar obligatoriamente un 
abogado moderno para generar 
mayor confianza en su relación 
con los clientes, y es que las 
habilidades interpersonales que 
nos genera, son una parte clave 
para influir favorablemente en 
las personas”

simplemente “¿cómo va mi asunto?” Pues la llamada de 
situación de control es la forma de evitar esta inoportu-
na llamada. Recuerda mostrarte siempre en disposición 
de ayudar, “¿Hay algo más que pueda hacer por usted?”, y, 
por supuesto, ¡escucha! No tardarás en comprobar cuánto 
agradecen los clientes estas llamadas rutinarias.

sintonización

En toda relación profesional con un cliente la mejor 
forma para ganarnos su confianza es que se produzca una 
sintonía entre él y nosotros. Sintonizar con el prójimo –
abandonar la propia perspectiva e introducirse en la 
de los demás-  es esencial para convencer a los de-
más. El estudio del lenguaje no verbal o corporal nos brin-
da una técnica infalible para lograr, conscientemente, una 
sintonía en el inconsciente del cliente, la conocida como 
técnica del reflejo, la cual consiste en actuar como un es-
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pejo, reflejando el lenguaje del cuerpo de nuestro cliente, 
imitando de forma estratégica su postura corporal.

Durante la historia de la humanidad, en los grandes gru-
pos, la gente buscaba indicios para determinar en quién 
puede confiar. Uno de esos indicios es la vigilancia incons-
ciente de si estamos en sincronía con otras personas, y la 
mejor forma de hacerlo es ajustar los patrones de compor-
tamiento de los demás a los nuestros. Al reflejar es nece-
sario adoptar la misma postura corporal que nuestro 
interlocutor. Observa si su posición es erguida o torcida 

y trata de imitarla, colócate a su misma altura y realiza los 
mismos gestos que él hace con las manos.

Para desarrollar esta técnica la clave es ser estratégi-
co y humano. Para nada la técnica consiste en ser falso 
con nuestros clientes, porque difícilmente se crea sinto-
nía siendo falso. Repetimos, se trata de ser estratégico 
siendo humano.

El abogado debe desarrollar una habilidad camaleónica 
para causar el efecto pretendido con la técnica del reflejo. 
Tres son los pasos a seguir:

1. Observar

2. Esperar 

3. Actuar. Después de imitar un poco, trata de ser 
menos consciente de lo que haces.

una razón por la que nos agrada la gente es por-
que nos recuerda a nosotros. descubrir similitudes 
siempre ayudará a sintonizar con los demás y vice-
versa. “la similitud atrae a la simpatía”.

Una última observación acerca de la técnica del reflejo. 
Pon especial cuidado; los hombres y las mujeres no son 
iguales. Un estudio del Dr. Geoffrey Beattie de la Uni-
versidad de Manchester, descubrió que una mujer tiene 
cuatro veces más posibilidades de reflejar, de forma instin-
tiva, a otra mujer, que un hombre reflejar a otro hombre, 
y que, además, las mujeres reflejan el lenguaje del cuerpo 
del hombre, pero los hombres son reacios a reflejar gestos 
y posturas de la mujer. Esto es debido a que el cerebro 
del hombre y el de la mujer están programados para 
que las emociones se expresen a través de distin-
tas expresiones faciales y de un lenguaje del cuerpo 
distinto. De modo que si eres hombre, procura comenzar 
a reflejar el movimiento corporal de una mujer. Y si eres 
mujer, has de saber que los hombres no tienden a utilizar 
la cara para indicar su actitud, sino que utilizan su cuerpo. 
Por lo que deberás disminuir las expresiones faciales para 

“no hay un solo cliente que 
se queje por un exceso de 
información”
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no parecer al hombre intimidante, y centrarte en imitar los 
movimientos de otras partes de su cuerpo. Las mujeres 
que en el entorno profesional escuchan con cara seria son 
descritas por los hombres como mujeres más inteligentes, 
astutas y sensibles.

intEliGEncia Emocional

Un informe de Altman Weil, una de las consultoras le-
gales más importantes del mundo, identificó que el pro-
blema más grave que tenían los abogados era la 
gestión de personas. Además, entre los problemas más 
destacados se encontraban el servicio al cliente, la políti-
ca de precios, la competencia y el crecimiento, todos ellos 
muy vinculados en las relaciones con las personas. Quizás 
sea esta una de las causas por las que, de un tiempo para 
acá, las grandes firmas de abogados estén optando por dar 
más valor a la inteligencia emocional que al conocimiento 
jurídico, a la hora de seleccionar a sus trabajadores o so-
cios. Entendiendo por abogados con mayor desarrollo en 
inteligencia emocional aquellos que tienen un buen co-
nocimiento de sí mismos, que saben cómo tratar con la 
gente, que son capaces de detectar el riesgo, y que saben 
entender cómo trabajar con sus clientes para encontrar so-
luciones a sus problemas.

Como bien afirma Peter Savoley, presidente de Yale 
College: “la ley requiere interacción humana en ambientes 
emocionalmente intensos. Cualquier abogado que pueda 
comprender las emociones involucradas en el proceso, y por 
qué están presentes, tendrá una enorme ventaja frente a otros 
profesionales”.

la inteligencia emocional (ie) es una cualidad 
que debe tener y desarrollar obligatoriamente un 
abogado moderno para generar mayor confianza en 
su relación con los clientes, y es que las habilidades 
interpersonales que nos genera la ie son una parte 
clave para influir favorablemente en las personas. 
Sin embargo, los abogados presentamos unos índices más 
bajos que la media general en cuanto al aspecto social de 
la IE. Ocasionado, tal vez, tradicionalmente, se nos ha en-
señado a prescindir de nuestras emociones, para no vernos 
superados por la carga emocional de los problemas sobre 
los que trabajamos.

La buena noticia es que las habilidades que nos aporta 
la IE se pueden aprender y desarrollar. Tal y como sucede 
al aprender a tocar un instrumento musical. Aprendizaje 
y desarrollo que será mayor o menor según la capacidad 
natural de cada uno, pero lo que está muy claro es que la 

capacitación de la ie requiere tiempo y esfuerzo, ya 
que implica un cambio de hábitos y comportamien-
tos que nos obliga a abandonar nuestra área tradicional de 
confort.

Para mejorar nuestra IE debemos empezar por:

•		Desarrollar	conciencia	de	uno	mismo

•	Desarrollar	 la	 proactividad.	 Prueba	 tu	 capacidad	 de	
mantener la calma en situaciones de presión, practicando 
ejercicios de respiración y relajación.

•	Desarrollar	la	motivación.	Reflexiona	constantemente	
sobre tus objetivos personales y déjalos anotados en un lu-
gar donde los puedas ver.
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“la capacidad de “llevarse 
bien con la gente” es más 
importante para el aumento de 
la productividad, la consecución 
de los resultados finales y 
un mayor nivel de impacto e 
influencia en todos los ámbitos 
de las organizaciones”
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•	Desarrollar	la	empatía.	Toma	más	tiempo	para	obser-
var los estados de ánimo de tus clientes.

•	Desarrollar	habilidades	sociales.	Trabaja	en	su	comu-
nicación y habilidades de resolución de conflictos. Observa 
el lenguaje corporal de los demás. 

A continuación te dejo una serie de títulos con los que 
poder generar mayor capacidad de inteligencia emocional 
para mejorar la relación y comunicación con tus clientes:

-Los 7 Hábitos de la Gente Altamente Efectiva (Ste-
phen Covey)
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habilidades de la abogacía

-Cómo ganar amigos e influir sobre las personas (Dale 
Carnegie)

- 25 Maneras de ganarse a la gente (John C. Maxwell)

- El Lenguaje del Cuerpo (Allan Pease)

Numerosos estudios en la Universidad de Harvard han 
demostrado que un alto coeficiente intelectual o un bri-
llante expediente académico no necesariamente se traduce 
en una alta productividad, mientras que la capacidad de 
“llevarse bien con la gente” es más importante para 
el aumento de la productividad, la consecución de 
los resultados finales y un mayor nivel de impacto e 
influencia en todos los ámbitos de las organizacio-
nes.

Esto ha motivado una pequeña revolución en los gran-
des bufetes de abogados tendente a incrementar el uso de 
especialistas en la gestión de personal y de clientes. El tra-
bajo en equipo produce clientes más satisfechos, pues se 
aumenta la probabilidad de que alguien del equipo tenga 
mayor conexión a nivel personal con el cliente.

tener socios emocionalmente inteligentes que 
cortejan a sus clientes facilita mayores oportunida-
des de éxito, estos son los abogados que mejor pueden 

identificar los valores o intenciones subyacentes del clien-
te, escuchar y responder a sus preocupaciones expresadas, 
construyendo una relación leal duradera en el tiempo.

Estas tres herramientas que debes utilizar en el ejercicio 
de tu profesión podrán parecerte, poco instructoras o de 
sentido común, pero estoy seguro que no son de práctica 
común, porque de lo contrario, hoy no habría un solo clien-
te insatisfecho, ni siquiera el más exigente que podamos 
imaginar. Si necesitas un incremento en tu facturación ya 
sabes, “si quieres obtener resultados distintos, prueba a ha-
cer cosas distintas”, y si te va bien en la actualidad, yo lo 
celebro, pero no olvides que siempre hay margen de mejora 
y que, como afirma uno de los mayores especialistas mun-
diales en nuevas tecnologías y marketing, Guy Kawasaky, 
“Siempre hay, en algún lugar, dos tipos en un gara-
je planeando tu desaparición. o vas por delante de 
ellos, o lo lograrán”.

El mensaje que con nuestros hechos debemos dejar gra-
bado a fuego en los clientes es “usted nos importa”. No 
es casualidad que en las reuniones de Amazon, junto a las 
sillas donde se sientan los dirigentes, ejecutivos, expertos, 
siempre hay una silla que permanece vacía, que está allí 
para recordar a los asistentes quién es realmente la persona 
más importante de la habitación: el cliente. n
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NOTICIAS DEL mundo jurídico

El icab insta a quE la 
doblE conducción sEa 
EfEctiva En todos los 
partidos judicialEs, y no 
sólo En barcElona

El Colegio de Abogados de 
Barcelona (ICAB) celebra el 
establecimiento de un segundo 
traslado entre las comisarías de 
policía y los juzgados de Barce-
lona, pero a la vez insta a que la 
segunda conducción sea efectiva 
en todos los partidos judiciales, 
incluyendo los días festivos, y no 
sólo en Barcelona.

primEra Edición dEl businEss and lEGal EnGlisH coursE 
dE nuEva york

Se cierra con éxito la Prime-
ra Edición del Programa Legal 
And Business English Course de 
Nueva York, impartido por ISDE 
North America en colaboración 
con la prestigiosa New York Law 
School.

El curso, dirigido a jóvenes Di-
rectivos, Emprendedores y Abo-
gados, con el objetivo de facilitar 
las herramientas necesarias para 
interpretar, analizar y defender 
escritos de tipo jurídico o legal 
en inglés y familiarizarse con ter-
minología jurídica básica, se ha 

impartido en las instalaciones 
en Manhattan de Ernst&Young,  
KPMG y Chapman and Cutler, 
(todas ellas firmas colaboradoras 
con ISDE), donde han tenido la 
oportunidad de recibir clase sobre 
materias jurídico y legal interna-
cional.

antonio albanés mEmbrillo, nuEvo sEcrEtario GEnEral 
dE la mutualidad dE la aboGacía 

La Junta de Gobierno de la mu-
tualidad de la Abogacía ha nombra-
do al hasta ahora Vocal de la Jun-
ta de Gobierno de la Mutualidad 
y  Presidente de la Comisión de 
Reclamaciones y Atención al Ase-
gurado,  Antonio Albanés Membri-
llo, nuevo Secretario General de la 
Mutualidad de la Abogacía.

El colEGio dE aboGados 
concEdE al maGistrado 
carlos izquiErdo téllEz 
El ii prEmio dEGà miquEl 
frontEra a la Etica 
jurídica

El premio fue creado por el 
Ilustre Colegio de Abogados de 
Baleares para reconocer a aquellas 
personas y/o instituciones jurídicas 
de Baleares que se han distinguido 
por su compromiso con la solvencia 
ética en el ejercicio del derecho.

D. Antonio Albanés Membrillo

D. Carlos Izquieredo

los colEGios dE aboGados EspañolEs salEn a la callE 
contra la lEy dE justicia Gratuita

Cerca de 1.000 participantes, 
vestidos con toga, salieron de la 
sede de la Abogacía, en el Paseo 
de Recoletos 13, y marcharon por 
las calles de Madrid en contra 
de la Ley de Justicia Gratuita de 
Gallardón. Al finalizar el acto, el 
presidente de la Abogacía, Carlos 
Carnicer, dio lectura al Mani-
fiesto en Defensa de la Justicia 
Gratuita que, posteriormente, 
fue firmado por todos los decanos 
en presencia de los miembros de 

cada Junta de Gobierno. Este do-
cumento se remitirá al Gobierno.
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El socio dE londrEs bill 
voGE ElEGido prEsidEntE 
Global y socio dirEctor dE 
latHam & Watkins

Bill Voge, socio de Latham & 
Watkins en Londres, ha sido ele-
gido Presidente Global y Socio 
Director de la firma, en sustitución 
de Robert M. Dell, quien se retira 
tras 32 años en la firma, los últimos 
20 como Presidente Global y Socio 
Director. Voge, tomará posesión del 
cargo el 1 enero de 2015.

ollEros aboGados nombra a paula caro sabatEr socio 
profEsional

Paula Caro ha sido nombrada 
nuevo socio profesional de Olle-
ros Abogados en Madrid, firma a 
la que lleva vinculada siete años, 
tras su incorporación en el año 
2007. Está especializada en el ase-
soramiento continuado de gran-
des empresas, principalmente en 

relación con el Impuesto sobre 
Sociedades y el Impuesto sobre el 
Valor Añadido, fiscalidad interna-
cional, reorganización empresarial 
de grandes empresas españolas y 
planificación y asesoramiento a 
grandes patrimonios.

squirE patton boGGs 
anuncia su fusión En 
tokio

Esta fusión llega aproximadamente 
un mes después de la fusión de Squi-
re Sanders y Patton Boggs, que creó 
una de las plataformas legales más 
completas a nivel mundial, con más 
de 1.500 abogados comprendidos en 
44 oficinas en 21 países.

bakEr & mckEnziE ficHa al inspEctor dE trabajo carlos 
dE la torrE como of counsEl dE laboral

El bufete internacional Baker 

& McKenzie ficha al inspector de 
trabajo Carlos de la Torre como 
of Counsel del área de laboral, el 
segundo of Counsel que se incor-
pora a la firma tras el fichaje, hace 
tres años, de Manuel Pimentel, 
exministro de Trabajo y Asuntos 
Sociales.

De la Torre es especialista en 
procedimientos de reestructura-
ción laboral, en la negociación 
e inaplicación de convenios, así 
como en la mediación en conflic-
tos laborales y en materia de liqui-
dación y recaudación de cotizacio-
nes sociales.

brosEta aboGados rEcibE El distintivo “iGualdad En la 
EmprEsa”

El socio director de BROSE-
TA, Luis Trigo, recibió de manos 
de la Ministra de Sanidad, Ser-
vicios Sociales e Igualdad, Ana 
Mato, el distintivo de “Igualdad 
en la Empresa” que destaca la 
labor del despacho de abogados 
en la aplicación de políticas de 
igualdad de trato y de oportuni-
dades entre sus profesionales.

ACTUALIDAD DE los dEspacHos

D. Bill Voge

Dña.  Paula Caro

D. Carlos de la Torre

Dña. Ana Mato y D. Luis Trigo
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NOVEDADES EditorialEs

arrEndamiEntos 
urbanos. análisis 
práctico dE los 
cuatro rEGímEnEs 
viGEntEs

Cristina Fernández Gil 

Ed. Tecnos

Páginas 600

Tras la reforma de 2013, 
se han establecido cuatro 
regulaciones distintas en 
materia de arrendamientos 
urbanos, que se aplican 
en atención a la fecha de 
celebración del contrato. 
Se recogen las cuatro 
regulaciones: cada capítulo 
se ha iniciado con una 
comparación de la normativa 
aplicable según fecha del 
contrato, procediéndose 
después a su desarrollo.

por qué sE Ganan o sE 
piErdEn los plEitos

Raúl Ochoa Marco, Jesús 
María Alonso y Angel Alonso 
Gavito 

Ed. Colex 

Páginas189

Desde el principio la 
sistemática del libro es la 
misma, se trata de conocer 
la legislación aplicable al 
supuesto tratado, un breve 
resumen del procedimiento 
aplicable, aderezado con un 
esquema procesal y, como 
piedra angular, algunas 
sentencias dictadas al efecto, 
estimando o desestimando 
la pretensión, con especial 
relevancia sobre qué pruebas 
han sido necesarias para tomar 
una u otra decisión.

introducción al 
dErEcHo canónico

José T. Martín de Agar 

Ed. Tecnos

Páginas 208

Esta Introducción al 
Derecho Canónico es un 
manual de nivel universitario 
básico, que presenta una 
panorámica completa y 
ordenada del derecho de la 
Iglesia católica La exposición, 
clara y sintética, ofrece las 
definiciones, conceptos y 
principios necesarios para 
entender las características 
peculiares del Derecho 
Eclesial y para estudiar 
con provecho el Código de 
Derecho Canónico y las 
demás leyes eclesiásticas.

dErEcHo dEportivo “la 
rEsponsabilidad civil” 
[vErsión kindlE] 

Javier Rodríguez Ten

Ed. Difusión Jurídica

Páginas 129

¿Pueden embargar mi vivienda 
por ser directivo de un 
club de fútbol o baloncesto 
de base? Sí, sin duda. La 
respuesta no varía si quien la 
plantea es dirigente de una 
Liga Profesional, Federación 
o Club deportivo (sean 
nacionales, autonómicos o 
locales), o el administrador de 
hecho o de Derecho de una 
Sociedad Anónima Deportiva. 

LIBROS DISPONIBLES EN LIBROS 24 HORAS

www.libros24h.com

pErsona y familia. Estudios dE dErEcHo civil catalán  

Dr. Alfonso Hernández - Moreno

Dr. Josep M. Martinell Gispert-Saúch

Dra. Mª Corona Quesada González

Ed. Difusión Jurídica

Páginas 345

En Persona y familia el lector encontrará estudios serios, rigurosos y bien documentados 
sobre temas de Derecho de la persona y de la familia aplicable en Cataluña de gran interés 
y actualidad. En los estudios se analiza, comenta e interpreta la normativa contenida en el 
libro II del Código Civil catalán, relativo a la persona y la familia, que fue aprobado por la 
Ley 25/2010, de 29 de julio, en vigor desde el 1 de enero de 2011. También se resuelven 
cuestiones que se plantean por ser aplicables en Cataluña algunas normas estatales.



   Economist & Jurist   93



94   Economist & Jurist   

AL SERVICIO DE los aboGados

SUMARIO

•	 peritos
•	 procuradores
•	 otros

perito judicial perito y pediatraperito mercantil
luis saavEdra dEl río

pErito caliGráfico colEGiado
27 AÑos DE EJErCICIo ProFEsIonAl En JUZGADo  

rAtIFICACIÓn DE InForMEs

ÁMBIto DE ACtUACIÓn EstAtAl

pEricia caliGráfica-
GrafolóGía

- AUTENTICIDAD Y 
FALSEDAD DE FIRMAS

- TESTAMENTOS 
OLóGRAFOS

- ALTERACIONES 
DOCUMENTALES

EspEcialidad bioloGía
- PERITACIONES MEDIO 

AMBIENTALES
- ESPECIES PROTEGIDAS
- ESTUDIO Y ANÁLISIS DE 

PLAGAS
- CALIDAD ALIMENTARIA

- CLASIFICACIóN DE 
RESTOS DE ORIGEN 

ANIMAL

TEL: 608 72 31 59 - 91 512 00 35
FAX: 91 518 52 03

www.peritacionescaligraficas.com
www.peritacionesbiologicas.com

E-mail:saavedradelrio_luis@hotmail.com

consultores de empresas
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traductores traductoresdetectives

SERVICIOS	PROFESIONALES	
DE	INVESTIGACION	PRIVADA

C/ Orense 6 11-A3
Teléfono: 915980590

Fax: 91580591
www.castellanadetectives.com

e-mail: castellana@castellanadetectives

togasperito ingeniero

perito médico

perito
 

PEDREIRA Y ASOCIADOS 
 

Expertos en la utilización de nuevas herramientas de 
simulación de incendios por ordenador. 

 
 
 

- Determinación, origen y causa del incendio (incendios                  
   y explosiones). 
- Informes periciales. 
- Comparecencias ante tribunales y juzgados. 
 
Actuación en todo el territorio nacional y sus servicios 
van dirigidos a empresas, entidades de seguros, despa-
chos jurídicos, gabinetes periciales y particulares. 

 
 
 
 

———————————————————————————————- 
www.investigacionincendios.es // www.3dfire.es 

andres@investigacionincendios.es  
Telf. 609.406.758 

 
 

INGENIERO DE PROTECCION CONTRA INCENDIOS 

  

 
 

       

perito contra incendios

perito médico

detectives

perito

perito



96   Economist & Jurist   

asesores en compra venta de empresas

Quiere conocer qué pensión tendrá 
que pagar su cliente, a su consorte?

SENTENCIA calcula  de forma automática esa cantidad.  
 SENTENCIA NO SE EQUIVOCA,  esta herramienta basa su cálculo 

en las miles de sentencias dictadas en nuestros juzgados.

“Es una herramienta que permite fundamentar las peticiones de pensión de alimentos  en base a la proporcionalidad, entre los ingresos de los 
progenitores y gastos de los hijos,  obteniendo un resultado  que garantiza la igualdad de la situación económica en la que quedaran la partes  tras el 
cálculo de la pensión"

 ...........................................................................................................................................................
"Se trata de un medio útil para que los abogados puedan llegar a acuerdos previos que permitan evitar el pleito" 

  ...........................................................................................................................................................
"El sistema permite calcular individualmente el caso concreto de cada familia sin acudir a criterios generales o estimativos"

Para más información Tel.: 914 261 784 - info@economistjurist.es

* Herramienta de  
 

SENTENCIA




